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Para garantizar la seguridad jurídica de las decisiones judiciales y específicamente las 
sentencias (con las que se decide el fondo del asunto), una vez estas quedan en firme, se 
configura un efecto jurídico que se encarga de garantizar que no se discutirá nuevamente 
sobre la cuestión puesta en conocimiento del aparato jurisdiccional, el referido efecto recibe el 
nombre de “cosa juzgada”. 
 
Las sentencias emitidas por la Corte Constitucional, parecieran constituir en 
principio, una excepción a la aplicación de la figura de la nulidad de las sentencias, pues de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991 contra estas sentencias “no 
procede recurso alguno” y la nulidad en estos procesos “sólo podrá ser alegada antes de 
proferido el fallo” (Decreto 2067, 1991), circunstancias que condicionan la aplicación de esta 
institución procesal a las decisiones proferidas por esta Corporación, porque no permitirían su 
alegación respecto de vicios surgidos, precisamente, en la formación de la decisión. 
 
Sin embargo, pese al precepto normativo que imposibilita el examen de validez de las 
decisiones de la Corte Constitucional, ha sido este mismo órgano de cierre el que ha creado 
toda una línea jurisprudencial en la que modula el alcance de lo dispuesto en el citado artículo 
49 del Decreto 2067 de 1991, esto con fundamento en la ocurrencia de una grave afectación al 
debido proceso, que por el mismo carácter de tratarse de una “afectación grave”, implica una 
exigente carga argumentativa para su alegación, generando con ello la necesidad de que quien 
pretenda la declaratoria de la nulidad en comento, exponga de forma clara y precisa, los 
fundamentos constitucionales que han sido quebrantados con la decisión y su incidencia en la 
misma (Auto-181, 2007).  
 
Por lo anterior, con el presente trabajo se ha pretendido el análisis detallado de dos 
figuras que se encuentran en pugna, por un lado, la cosa juzgada y por el otro, la nulidad, en la 
medida de que la primera de estas es relevada por la aplicación de la segunda. Razón por la 
cual se acude a la jurisprudencia de la Corte Constitucional para examinar en detalle, la 
evolución que estas dos figuras han tenido en el marco temporal comprendido entre el año 
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Cuadro 1. Causales de nulidad de las sentencias de tutela por la Corte Constitucional.                     60 
 







Las decisiones judiciales y particularmente la decisión sobre el fondo del asunto (sentencia), 
por regla general, trae aparejado un efecto jurídico de gran relevancia, en tanto, es el que 
permite dotar tales decisiones de seguridad jurídica, es decir, garantiza que no se discutirá 
nuevamente sobre la cuestión puesta en conocimiento del aparato jurisdiccional, el referido 
efecto recibe el nombre de “cosa juzgada”, cuya definición en palabras de la Corte 
Constitucional implica que una vez queda en firme la sentencia, surge como consecuencia 
que, en caso de adelantarse un nuevo proceso en el cual se verifique la identidad de las partes, 
los hechos y las pretensiones respecto del proceso del que se predica la existencia de firmeza 
de la decisión, el nuevo proceso no puede conocerse por tratarse de un asunto previamente 
juzgado (Sentencia T-281, 2014). 
 
No obstante, el alcance de esta institución, considerada como característica distintiva 
de la jurisdicción (Nieva Fenoll, La cosa juzgada, 2006, pág. 13), no es absoluto, en tanto 
existen circunstancias en las que el velo que recubre las decisiones judiciales de firmeza debe 
levantarse, como ocurre con la nulidad, figura procesal que ataca la validez de un determinado 
acto procesal –como la sentencia- bajo el entendido de que el mismo adolece de un vicio o 
contiene una irregularidad que genera tal afectación para las partes o para una de ellas, que 
hace necesario dejar sin efectos el acto procesal para con ello corregir el defecto. 
 
Por su parte, las sentencias emitidas por la Corte Constitucional, parecieran constituir 
en principio, una excepción a la aplicación de la figura de la nulidad de las sentencias, pues de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991 contra estas sentencias “no 
procede recurso alguno” y la nulidad en estos procesos “sólo podrá ser alegada antes de 
proferido el fallo” (Decreto 2067, 1991), circunstancias que condicionan la aplicación de esta 
institución procesal a las decisiones proferidas por esta Corporación, porque no permitirían su 
alegación respecto de vicios surgidos, precisamente, en la formación de la decisión. 
 
Sin embargo, pese al precepto normativo que imposibilita el examen de validez de las 
decisiones de la Corte Constitucional, ha sido este mismo órgano de cierre el que ha creado 
toda una línea jurisprudencial en la que modula el alcance de lo dispuesto en el citado artículo 
49 del Decreto 2067 de 1991, esto con fundamento en la ocurrencia de una grave afectación al 
debido proceso1, que por el mismo carácter de tratarse de una “afectación grave”, implica una 
exigente carga argumentativa para su alegación, generando con ello la necesidad de que quien 
pretenda la declaratoria de la nulidad en comento, exponga de forma clara y precisa, los 
                                                          
1 Lo cual encuentra sustento en lo dispuesto en el inciso final del mismo artículo 49: “…  Sólo las irregularidades 
que impliquen violación del debido proceso podrán servir de base para que el pleno de la Corte anule el proceso” 
(Decreto 2067, 1991) 
 
 
fundamentos constitucionales que han sido quebrantados con la decisión y su incidencia en la 
misma (Auto-181, 2007).  
 
Así, en palabras de la Corte Constitucional: 
 
La declaratoria de nulidad de una sentencia (…) proferida por la Corte Constitucional 
es una medida excepcional a la cual sólo puede arribarse cuando en la decisión 
concurran situaciones jurídicas especialísimas y excepcionales, que tan sólo pueden 
provocar la nulidad del proceso cuando los fundamentos expuestos por quien la alega 
muestran, de manera indudable y cierta, que las reglas procesales aplicables a los 
procesos constitucionales, que no son otras que las previstas en los decretos 2067 y 
2591 de 1991, han sido quebrantadas, con notoria y flagrante vulneración del debido 
proceso. Ella tiene que ser significativa y trascendental, en cuanto a la decisión 
adoptada, es decir, debe tener unas repercusiones sustanciales, para que la petición de 
nulidad pueda prosperar (Auto-164, 2005). 
 
En ese sentido, la nulidad de las sentencias en el máximo órgano de la jurisdicción 
Constitucional, exige un riguroso estudio de cara a la determinación de los eventos que dan 
lugar a una violación ostensible del debido proceso. Es así, como pese a no estar regulada 
expresamente la posibilidad de anular estas sentencias, desde las decisiones de la Corte sobre 
esta materia, se han puntualizado las causales de procedencia de la misma, teniéndose 
entonces que hay lugar a invalidar la sentencia cuando: i) la decisión de la Sala de Revisión 
cambia la jurisprudencia de la Corte2, ii) la aprobación de la decisión no cumple con la 
mayoría exigida por la ley para tal efecto3, iii) existe incongruencia entre la parte motiva y la 
parte resolutiva de la sentencia (Auto-091, 2000), iv) existe abierta contradicción en la 
decisión (Auto-175, 2009), v) carece por completo de fundamentación, vi) la decisión surte 
efectos sobre sujetos que no fueron vinculados al proceso4, vii) la sentencia proferida por una 
Sala de Revisión desconoce la cosa juzgada constitucional.  
 
Por el mismo carácter excepcional que revisten las decisiones de nulidad de las 
sentencias emitidas por las Salas de Revisión de la Corte Constitucional y la definición 
                                                          
2 Sobre este punto, la Corte en Auto del 30 de abril de 2002, señaló que “el artículo 34 del Decreto 2591 de 1991, 
establece que todo cambio en la jurisprudencia debe ser debe ser decidido por la Sala Plena; en consecuencia, si 
una de las salas de revisión se apropia de esa función, se extralimita en el ejercicio de sus competencias con 
una grave violación al debido proceso. Sin embargo, no toda discrepancia implica cambio de jurisprudencia, 
puesto que ella debe guardar relación directa con la ratio decidendi de la sentencia de la cual se predica la 
modificación…” (Auto-031A, 2002). 
3 Causal que se fundamenta en que el “Elemento esencial de la validez de las providencias que profiere cualquier 
corporación judicial está constituido por la mayoría con la cual se adopten, pues si el número de votos es 
insuficiente resultan quebrantadas las reglas propias del juicio, y se lesiona el derecho de las partes e 
intervinientes” (Auto-062, 2000). 
4 Como ocurre cuando en la parte resolutiva de una sentencia de tutela la Sala de Revisión da órdenes a personas 
que no fueron vinculados o informados del proceso (Auto-022, 1999). 
 
 
expresa de las causales que dan lugar a la misma, así como de los exigentes requisitos 
procedimentales desarrollados por su jurisprudencia para la solicitud de nulidad, resulta de 
gran relevancia el estudio del comportamiento que ha tenido la aplicación y desarrollo de esta 
figura en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, de cara a la cosa juzgada constitucional 
que es el efecto jurídico que se ve directamente afectado por la declaración por parte de este 
órgano, de la nulidad de una de sus sentencias. 
 
Para tal efecto, se tomarán en consideración en el presente estudio, las decisiones 
emitidas por esta Corporación sobre la materia en el periodo temporal comprendido entre el 
año 2010 y el año 2018, analizando a través de dos líneas jurisprudenciales, primero, los 
criterios que han sido definidos por la Corte para la declaratoria de la nulidad de sus 
sentencias y, segundo, la definición y alcance de la cosa juzgada como figura que garantiza la 
seguridad jurídica de las decisiones sobre el fondo de los asuntos puestos en su conocimiento, 










CRITERIOS PARA LA DECLARACIÓN DE NULIDAD DE LAS SENTENCIAS DE LA 
CORTE CONSTITUCIONAL Y SUS EFECTOS SOBRE LA COSA JUZGADA: UN 
ANÁLISIS DESDE LAS DECISIONES EMITIDAS EN EL PERIODO 2010 A 2018 
 
Planteamiento del problema 
 
Los artículos 239 al 245 de la Carta Política se encargan de establecer los lineamientos por los 
cuales debe regirse la Jurisdicción Constitucional, de la cual su máximo órgano es la Corte 
Constitucional, frente a la cual en el artículo 241 se describen las funciones que taxativamente 
(en la medida de que como lo dispone el referido artículo constitucional, la guarda de la 
Constitución se le otorga “en los estrictos y precisos términos de este artículo”) se le han 
encomendado a esta Corporación para la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, donde no se contempla expresamente la posibilidad de anular las sentencias que 
ésta profiere como órgano de cierre de la Jurisdicción Constitucional. Lo mismo ocurre con el 
Decreto 2067 de 1991 “Por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional”, el Decreto 2591 de 1991 “Por el 
cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución 
Política”, así como con los artículos 43 a 49 de la Ley 270 de 1996 o Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia que regula la Jurisdicción Constitucional, donde tampoco se 
establece la posibilidad de anular las providencias de las que se habla. 
 
No obstante, ello no ha sido obstáculo para que la Corte Constitucional haya 
procedido con la anulación de diversas sentencias que habían sido proferidas por este mismo 
órgano, providencias que se encontraban ejecutoriadas y sobre las cuales pesaba el fenómeno 
de la cosa juzgada.  
 
Por su parte, debe tenerse en cuenta que la sentencia dentro de los procesos judiciales 
adquiere un carácter relevante, dada la capacidad y la autoridad que tiene la misma para 
resolver y definir los conflictos que se plantean ante los estrados judiciales, y de ahí también 
la necesidad de asegurar, por una parte, la posibilidad de ejecutarla (cuestión que es parte del 
derecho a la tutela jurisdiccional efectiva según la jurisprudencia de la Corte Constitucional), 
y por otra, la de dotar a esa decisión de la firmeza suficiente para que no pueda ser modificada 
o para que se reabra el debate sobre lo decidido, salvo cuando resultan procedentes recursos o 




En este último punto entra a jugar un papel muy importante el instituto de la cosa 
juzgada, que es el que dota a las decisiones judiciales de la inmutabilidad y firmeza de la que 
se habla, al impedir que pueda dictarse una decisión respecto de un asunto sobre el cual ya ha 
habido un pronunciamiento judicial que se encuentra debidamente ejecutoriado. 
 
Es la cosa juzgada la que le otorga la certeza a las partes de que la controversia en la 
que se han visto inmersas no va a volver a suscitarse y es ahí donde entra en juego también el 
principio de la seguridad jurídica que predica la Constitución, principio que al ser bastante 
amplio, se manifiesta, por ejemplo, en la confianza para la ciudadanía de que las decisiones 
que son producto de una cognición plena dentro de un proceso se ajustan a derecho, de que la 
decisión se puede ejecutar, que no se puede juzgar dos veces a la misma persona por el mismo 
hecho y persiguiendo la misma pretensión, no pudiendo reabrirse el debate de una 
controversia definida, entre otras situaciones. Es decir, el hecho de que las decisiones 
judiciales se prediquen inmutables como consecuencia de la cosa juzgada, asegura en parte la 
materialización del principio de la seguridad jurídica, dada la confianza que se crea en las 
partes de cara a lo juzgado y lo decidido.  
 
No obstante, existen eventos en donde la cosa juzgada debe ceder el paso para que las 
decisiones sean revisadas en casos muy específicos y generalmente taxativamente señalados, 
precisamente con el fin de no resquebrajar la firmeza de esas decisiones y acabar con la 
seguridad jurídica, como sería el caso del recurso extraordinario de revisión. 
 
Es así como el fenómeno de la anulación de las sentencias que realiza la Corte 
Constitucional sobre decisiones que esta misma Corporación ha expedido, ha generado una 
gran controversia por el presunto desconocimiento de la cosa juzgada, el desconocimiento del 
precedente judicial y la transgresión del principio de la seguridad jurídica por parte de 
diversos sectores en el país, dada la inestabilidad que se genera sobre ciertos asuntos por la 
anulación deliberada de las decisiones que ya habían sido tomadas por el órgano de cierre de 
la Jurisdicción Constitucional, debate que en el último año se ha avivado aún más por la 
cantidad de providencias que ha sido anuladas y por los temas que han sido objeto de esas 
decisiones.  
 
Por eso, este trabajo está orientado a establecer en qué casos la Corte Constitucional 
ha procedido con la declaración de la nulidad de sus sentencias, el procedimiento que se ha 
seguido para hacer tal declaratoria, los criterios que ha tenido en cuenta para tomar esa 
decisión y a partir de allí, analizar si ese proceder del alto tribunal tiene efectos negativos 
sobre el instituto de la cosa juzgada y si de algún modo se puede afectar también la seguridad 




Formulación del problema 
 
¿Cuáles son los criterios de la Corte Constitucional colombiana para declarar la nulidad de sus 
sentencias en el período comprendido entre el año 2010 a 2018 y sus efectos en la cosa 
juzgada constitucional? 
 
Sistematización del problema 
 
¿Cuáles son los criterios para la declaratoria de la nulidad de las sentencias de la Corte 
Constitucional colombiana para el periodo comprendido entre el año 2010 a 2018? 
 
¿Cuál es la línea jurisprudencial de la cosa juzgada constitucional en las sentencias de 
la Corte Constitucional para el periodo comprendido entre el año 2010 a 2018? 
 
¿Cuál es la relación entre los criterios utilizados para la declaratoria de la nulidad de 
las sentencias de la Corte Constitucional y la cosa juzgada constitucional en el período 





En la Jurisdicción Constitucional, dentro de la que se tramitan las acciones públicas de 
inconstitucionalidad y las acciones de tutela, no existía, en principio, la posibilidad de entrar a 
revisar las decisiones que eran tomadas por el órgano de cierre de la jurisdicción, esto es, de la 
Corte Constitucional, pues la Carta Constitucional no lo habilitó expresamente para ello en las 
funciones que el constituyente decidió atribuirle. 
 
No obstante, ello no ha sido impedimento para que el Alto Tribunal haya procedido a 
declarar la nulidad de algunas de sus decisiones, pues este órgano ha venido construyendo una 
línea jurisprudencial que avala la nulidad de las sentencias y que modula lo contemplado por 
el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991, según el cual “contra las sentencias de la Corte 
Constitucional no procede recurso alguno” a partir de lo cual, ha variado la posición de que las 
nulidades invocadas en los procesos adelantados ante esta Corporación sólo podían alegarse 
antes de que se dictara sentencia y cuando ocurriera una violación del debido proceso. 
 
Con todo esto y aunque se trate de un fenómeno que según la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional (Auto 020, 2017), es de tipo excepcional, sólo en aquellos casos en que 
la nulidad surja en la misma sentencia y con el lleno de rigurosos requisitos de procedibilidad, 
lo cierto es que esta posición jurisprudencial no deja de ser una situación que ha suscitado 
reproches de diversos sectores por la posible violación, especialmente de la cosa juzgada 
 
 
constitucional y el principio de la seguridad jurídica, pues se trata de un fenómeno a partir del 
cual ese revestimiento de inmutabilidad de las decisiones proferidas por este órgano, se 
relativiza y se podría dar paso con ello a la afectación de derechos constitucionales.  
 
Esta particular circunstancia que deviene de la creación jurisprudencial de la Corte 
Constitucional, a quien la Carta Política le ha encomendado la labor de protección de la 
supremacía constitucional, ha tomado relevancia en los últimos meses, debido a que este 
fenómeno que hasta el momento se había mantenido como excepcional parece estar siendo 
cada vez más utilizado al interior de la Corte, pues en el presente año, ya son al menos cinco 
decisiones las que han sido objeto de nulidad.  
 
Por eso, este trabajo resulta necesario para comprender las razones por las cuales la 
Corte Constitucional ha procedido con la declaración de la nulidad de algunas de sus 
sentencias, el procedimiento que se ha seguido para llevar a cabo dicha declaración, los 
criterios que se han adoptado para la toma de esas decisiones y establecer si en algún modo 
esto puede constituir una afectación a la cosa juzgada que pueda llegar a tornarse como puerto 
de partida para la vulneración de derechos de orden constitucional. 
 
Eso sin contar que sobre el tema son escasos los estudios que revelen o estudien el 
fenómeno que se está suscitando dentro de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, por lo 
que los resultados que pueden obtenerse serán de gran provecho para alimentar un debate que 
apenas comienza y contará con la participación de diversos sectores, de modo que este 
proyecto es un punto de partida para la resolución de una problemática cuyos efectos serán 




Objetivo  general 
 
Determinar los criterios de la Corte Constitucional colombiana para declarar la nulidad de sus 





Exponer los criterios para la declaratoria de la nulidad de las sentencias de la Corte 




Identificar la línea jurisprudencial de la cosa juzgada constitucional en las sentencias 
de la Corte Constitucional para el periodo comprendido entre el año 2010 a 2018. 
 
Relacionar los criterios utilizados para la declaratoria de la nulidad de las sentencias 
de la Corte Constitucional y la cosa juzgada constitucional en el período comprendido entre el 










El incidente de nulidad como recurso procesal contra las sentencias de la Corte 
Constitucional, tesis de pregrado presentada por Hader Humberto Castro González, (2016), 
para optar al título de Abogado en la Universidad Autónoma Latinoamericana- UNAULA. 
Señala Castro González que, el incidente de nulidad para la Corte Constitucional, es por 
naturaleza una medida excepcional, a la que sólo se recurre, cuando en el caso concreto los 
argumentos expuestos por el incidentante indican que las garantías procesales y 
constitucionales del individuo han sido quebrantadas con la decisión adoptada. Enfatiza en 
este punto lo señalado por la Corte en auto del 23 de abril de 2002 (Auto 031, 2002), “la 
solicitud de nulidad de una sentencia de revisión no puede, en ningún caso, convertirse en un 
recurso adicional contra la providencia adoptada por la Sala de Revisión”, de forma que el 
sentido del incidente de nulidad pretende la protección de derechos fundamentales contra 
posibles violaciones que ocasiones con las decisiones del alto tribunal. Continúa el autor 
señalando que, de acuerdo con lo expuesto por la Corte Constitucional, el ámbito de 
protección que se pretende con el incidente de nulidad no sólo comprende las violaciones al 
debido proceso, sino que se extiende a los derechos conexos a este, en los casos en que el 
incidente de nulidad este dirigido para la protección del primero (debido proceso) y que se 
encuentre enmarcado dentro de una de las causales diseñadas y desarrolladas por la 
jurisprudencia de este alto tribunal, así como que se acredite el cumplimiento de los requisitos 
de procedibilidad exigidos para el ejercicio de esta figura (Castro González, 2016). 
 
 
 Las nulidades en las sentencias de la Corte Constitucional (tesis para optar al título 
de Abogado Córdoba Hernández, C. A., León López M. F. & Roa Lozano, J. A. (2018). 
Universidad Cooperativa de Colombia Sede Ibagué. Señalan los autores que, las nulidades 
procesales constituyen el principal medio de defensa con que cuentan las partes para el respeto 
al derecho al debido proceso, que se erige como fundamental con la Constitución Política de 
1991, cobrando así vital importancia dentro de cualquier procedimiento, tanto judicial como 
administrativo, pero que tratándose de las decisiones proferidas por la Corte Constitucional, 
cobran gran interés, en atención a la trascendencia que tienen las decisiones que este tribunal 
emite.  Advierten en el estudio realizado que, en relación con lo previsto en el artículo 49 del 
Decreto 2067 de 1991 –norma que regula la nulidad de las sentencias de esta Corte-, al señalar 
que “La nulidad de los procesos ante la Corte Constitucional sólo podrá ser alegada antes de 
proferido el fallo”, la Corte Constitucional ha entendido que este postulado prima facie, en sí 
 
 
mismo, atenta contra la garantía del debido proceso, por no contemplar los casos en los que 
las nulidades se presentan en la sentencia, por lo que se ha hecho necesario interpretar dicho 
aparte del artículo referido, al punto de indicar (como se hizo en el Auto 151 de 2003), que es 
deber de ese tribunal conocer de las solicitudes de nulidad en procesos constitucional, no sólo 
cuando la irregularidad se presenta con anterioridad a la decisión, sino que la misma se 
entiende para todas las etapas o actos procesales y uno de ellos es la sentencia, caso en el cual, 
de existir algún motivo que dé lugar a la declaratoria de nulidad, deberá proponerse dentro de 
los tres (3) días siguientes a la notificación de la sentencia. Así, a partir de esa disposición 
normativa, ha sido la Corte quien ha creado, a falta de contenidos tan importantes como las 
causales de nulidad y los requisitos indispensables para la prosperidad de las solicitudes de 
nulidad, las diferentes reglas que regulan el régimen de las nulidades en materia procesal 
constitucional, guiando su interpretación por las reglas y los principios previstos para las 







La palabra nulidad según el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, en su 
acepción más general, se refiere al “Vicio que disminuye o anula la estimación o validez de 
algo” (Real Academia de la Lengua Española, 2018). Así, para Guillermo Cabanellas de las 
Cuevas en el diccionario enciclopédico de derecho usual, la nulidad “constituye tanto el 
estado de un acto que se considera no sucedido como el vicio que impide a ese acto la 
producción de sus efectos” (Cabanellas de las Cuevas, 2006). 
 
Para el profesor Miguel Enrique Rojas:  
 
Invalidez o nulidad, como su nombre lo sugiere, es el aspecto negativo de la validez 
del acto. La nulidad procesal denota el aniquilamiento, por disposición judicial, del 
acto que afecta el ejercicio de la defensa del individuo por haber sido realizado con 
desconocimiento de las formas de garantía señaladas por el ordenamiento o de las 
formas de garantías mínimas, que la naturaleza misma del debate procesal 
racionalmente exige, (Roja Gómez, 2002, pág. 242)5. 
 
                                                          
5 En similar sentido expone el profesor uruguayo Enrique Véscovi en su libro de Teoría General del Proceso: “La 
nulidad ha sido definida como la sanción que tiende a privar de efectos (eficacia)… desde el derecho romano nos 
viene la idea elemental de que nulo es lo que no produce efectos (nullum est quod nullum effectum producit)” 
(Véscovi, 1984, pág. 295). 
 
 
Por su parte, para el jurista argentino Hugo Alsina, “la nulidad es la sanción por la 
cual la ley priva a un acto jurídico de sus efectos normales cuando en su ejecución no se han 
guardado las formas prescritas para ello” (Alsina, 1963, pág. 281), pero no con ello se quiere 
decir que se rinde culto a la forma, sino a la finalidad que esas formar persiguen dentro del 
proceso, por lo que este autor continúa señalando que “(…) la función específica de la nulidad 
no es propiamente asegurar el cumplimiento de las formas, sino de los fines asignados a éstas 
por el legislador” (Alsina, 1963, pág. 281). 
 
 
Principios que gobiernan el régimen de las nulidades. 
 
La nulidad como institución procesal creada para garantizar la protección de ciertos 
derechos que pueden verse vulnerados en el curso de las diferentes actuaciones procesales, 
se rige u orienta por un conjunto de principios que guían su aplicación, los cuales han sido 
objeto de análisis por la doctrina y la jurisprudencia, destacándose los siguientes:  
 
1. Principio de taxatividad, según el que, como lo indica su definición 
gramatical, “limita, circunscribe y reduce un caso a determinadas circunstancias”, que en 
tratándose de las nulidades procesales, se traduce, como lo señala la Corte Constitucional en 
la Sentencia T-125 de 2010, en que, primero, las causales por las cuales puede ser invocada 
dicha figura deben estar previstas expresamente en la norma vigente y, segundo, que la 
interpretación de las nulidades debe ser de carácter restrictivo (Sentencia T-125, 2010). 
 
En ese sentido, señala Canosa Torrado que “no hay irregularidad con fuerza suficiente 
para invalidar el proceso sin norma expresa que lo señale” (Canosa Torrado, 2009). Es así 
como en la legislación procesal nacional se adoptó un sistema de númerus clausus, lo que 
quiere decir que, sólo tiene carácter de nulidad aquella precisa circunstancia contemplada en 
la norma, “No obstante, la taxatividad se refiere a que la situación respecto de la cual se 
predica esa patología se subsuma en la hipótesis legal” (Hernández Villareal, 2018, págs. 
378-379). 
 
2. Principio de trascendencia, el cual es identificado a través de su expresión en 
francés “pas de nulitté sans grief”, que quiere decir que no hay nulidad sin perjuicio 
(Zolezzi Ibárcena, 1986)6, lo que implica que, no es dable la declaratoria de nulidad de un 
acto o conjunto de actos procesales por la nulidad misma, sino que debe probarse que el acto 
declarado nulo le haya ocasionado un perjuicio cierto e irreparable a quien solicita tal 
declaración, demostrando para ello cuál es el agravio que le causa el acto irregularmente 
cumplido (Escóbar Klose, 2012).  
                                                          
6 En ese sentido señala el profesor Véscovi que “para que exista nulidad no basta con la infracción a la forma, si 




En palabras de la Corte Constitucional colombiana, este principio supone que “sólo 
puede decretarse la nulidad si la irregularidad influye de manera sustancial o es 
determinante en la actuación subsiguiente o en el proceso considerado en su totalidad” 
(Auto-022, Corte Constitucional. Sala Plena, 2005). 
 
3. Principio de convalidación, desde el cual se aduce por la doctrina que, en 
principio, todas las nulidades son convalidables por el consentimiento de la parte que podría 
invocarlas, ya sea de forma expresa o tácita, así lo señala Lorenzo Zolezzi Ibárcena, quien 
continúa indicando que “La convalidación provoca la preclusión de la facultad de pedir 
anulación” (Zolezzi Ibárcena, 1986, pág. 338), esto es, el saneamiento de la nulidad como 
una forma de evitar los efectos del acto nulo (Véscovi, 1984, pág. 305). 
 
4. Principio de protección, el cual se relaciona con la legitimación en la causa 
para solicitar la nulidad de una determinada actuación, de forma tal que dicha legitimación 
por activa sólo recae en quien fue afectado por la irregularidad que da lugar a la declaratoria 
de nulidad, así por ejemplo:  
 
… la invalidez no puede ser invocada sino por el litigante que no fue notificado, o que 
no estuvo debidamente representado; ocurre cuando el demandante o el demandado 
acude al proceso por si solo sin capacidad procesal o legitimatio ad procesum, o 
cuando a pesar de asistir al proceso mediante un representante, este no ostenta dicha 
condición, por no habérsele otorgado por la ley o por el contrato, o cuando interviene 
en el proceso por intermedio de procurador judicial son poder suficiente para actuar en 
el respetivo proceso, (Canosa Torrado, 2009, pág. 12). 
 
5. Principio de preclusión, como principio medular de los procesos judiciales, es 
el que establece las diversas etapas que deben cumplirse en los procedimientos 
jurisdiccionales y la oportunidad en que cada uno de los actos procesales que las componen 
deben llevarse a cabo, transcurridos los cuales no pueden ya adelantarse (Auto-232, 2001). 
Este principio se fundamenta en motivos de seguridad jurídica y en la necesidad de lograr una 
administración de justicia rápida dentro de lo razonable, evitando así que los procesos se 
retrotraigan a etapas ya superadas y se prolonguen indefinidamente (Universidad Católica de 
Salta, 2018). 
 
6. Principio de legalidad, también conocido como de especificidad, es a partir del 
cual se predica que, “no hay nulidad sin ley” (Véscovi, 1984, pág. 303), en la medida de que 
no se admite nulidad si no se expresa la causal de nulidad en la que se funda, por lo que no es 
posible aceptarse otras causales distintas a las previstas en la norma, debiendo regir la regla de 
interpretación estricta de las mismas (Véscovi, 1984, pág. 303). 
 
 
Nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional. 
 
Al respecto la Corte Constitucional ha sentado una doctrina desde la que afirma que: 
 
“El artículo 49 del Decreto 2067 de 1991 prevé que “contra las sentencias de la 
Corte Constitucional no procede recurso alguno” y que las nulidades de los procesos ante la 
Corte sólo podrán alegarse antes de proferido el fallo, “únicamente por violación al debido 
proceso”. Sin embargo, cuando la irregularidad alegada nace de la misma sentencia, esta 
Corporación ha admitido la posibilidad de solicitar la nulidad de una sentencia con 
posterioridad a su emisión en los eventos en los cuales se constate una afectación al debido 
proceso bien sea de oficio o a solicitud de parte interesada. 
  
No obstante, la posibilidad de proponer un incidente de nulidad contra una 
sentencia proferida por la Corte Constitucional es excepcional, ya que no implica reconocer 
que existe “un recurso contra esta clase de providencias”, ni mucho menos una nueva 
oportunidad para reabrir el debate o examinar controversias que ya han sido definidas. En 
esa medida, quien solicite la nulidad de un fallo de tutela proferido por una sala de revisión 
debe dar cumplimiento de una exigente carga argumentativa, en el sentido de explicar de 
manera clara y expresa la violación del debido proceso y su incidencia en la adopción 
adoptada. 
  
Precisamente, por razones de seguridad jurídica y de garantía en la certeza del 
derecho, la declaratoria de nulidad de una sentencia de esta Corporación tiene características 
muy particulares, en virtud a que “se trata de situaciones jurídicas especialísimas y 
excepcionales, que tan sólo pueden provocar la nulidad del proceso cuando los fundamentos 
expuestos por quien la alega muestran, de manera indudable y cierta que las reglas 
procesales aplicables a los procesos constitucionales, que no son otras que las previstas en 
los Decretos 2067 y 2591 de 1991, han sido quebrantadas, con notoria y flagrante 
vulneración del debido proceso. Ella tiene que ser significativa y trascendental en cuanto a 
la decisión adoptada, es decir, debe tener unas repercusiones sustanciales, para que la 
petición de nulidad pueda prosperar” (se resalta fuera de texto)”. 
  
Por lo anterior, la jurisprudencia de esta Corporación ha exigido que quien acuda 
en solicitud de nulidad de una sentencia proferida por esta Corte, debe acreditar el 
cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad, además de invocar y sustentar la 
violación al debido proceso la cual puede residir en las causales de procedencia de nulidad 








Para el profesor español Jordi Nieva Fenoll, la figura de la cosa juzgada “es 
simplemente una prohibición de reiteración de juicios” (Nieva Fenoll, Derecho Procesal I. 
Introducción, 2014, pág. 164), porque de lo contrario los asuntos litigiosos nunca serían 
resueltos definitivamente. Es por ello que la cosa juzgada garantiza la seguridad jurídica que 
comporta la estabilidad en los pronunciamientos judiciales, seguridad que constituye en 
palabras de este autor “un derecho: el derecho a la cosa juzgada” (Nieva Fenoll, Derecho 
Procesal I. Introducción, 2014)7. 
 
Derecho que se traduce, en palabras del profesor colombiano Miguel Enrique Rojas, 
en que si la decisión ejecutoriada (es decir, aquella que ha quedado en firme, aquella sobre la 
que no es viable la interposición de recursos o que de ser posible, este no fue presentado o ya 
fue resuelto) pone fin a la discusión sobre el asunto, impide que esta vuelva a plantearse con 
miras a provocar un nuevo pronunciamiento jurisdiccional (Roja Gómez, 2002, pág. 181). 
 
 
Cosa juzgada constitucional. 
 
La cosa juzgada constitucional se define por la Corte Constitucional como “una institución 
jurídico procesal que tiene su fundamento en el artículo 243 de la Constitución 
Política (…) mediante la cual se otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia de 
constitucionalidad, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas” (Sentencia C-774, 
2001).  
 
Así mismo, señala este tribunal que la cosa juzgada constitucional es un atributo 
que “caracteriza un determinado conjunto de hechos o de normas que han sido objeto de un 
juicio por parte de un tribunal con competencia para ello y en aplicación de las normas 
procedimentales y sustantivas pertinentes” (Sentencia C-332, 2013), por lo que cuando se 
configure la cosa juzgada en una sentencia constitucional, surge con ella la prohibición de 
que “el juez constitucional vuelva a conocer y decidir sobre lo resuelto” Fuente 




                                                          
7 En ese sentido, continúa Nieva Fenoll: “(…) el derecho a la cosa juzgada es una especie de garantía, pero no 
coetánea, sino posterior al derecho de defensa, que tiene por objeto que no sea inútil toda la actividad realizada 
por un litigante en un proceso (…) la cosa juzgada garantiza que el litigante no va a tener que volver a hacer 
uso de su derecho de defensa para proteger sus intereses legítimos. Le han sido ya reconocidos, por lo que no 




Cosa juzgada absoluta y relativa. 
 
Según la Corte Constitucional, en Sentencia del 21 de enero de 2016, la diferencia entre 
cosa juzgada absoluta y relativa se identifica a partir del cargo de inconstitucionalidad y de 
la amplitud del pronunciamiento previo de la Corte, así, se trata de cosa juzgada absoluta 
“cuando la primera decisión agotó cualquier debate sobre la constitucionalidad de la norma 
acusada” y será cosa juzgada relativa “si la Corte en una decisión anterior juzgó la validez 
constitucional solo desde la perspectiva de algunos de los cargos posibles”. En 
consecuencia, si se trata de cosa juzgada absoluta, la regla general es que no sea posible 
realizar un nuevo examen de constitucionalidad, contrario a lo que ocurre en el segundo 
evento de cosa juzgada relativa que sí permite un nuevo examen, aunque sólo respecto de 
las nuevas acusaciones Fuente especificada no válida..  
 
 
Cosa juzgada constitucional relativa explícita o implícita. 
 
La condición explícita o implícita de la cosa juzgada se predica únicamente de los casos en 
los que ella es relativa. Se tratará de cosa juzgada relativa explícita cuando en la parte 
resolutiva de la sentencia se establece expresamente que el pronunciamiento de la Corte se 
limita a los cargos analizados. Será por el contrario implícita cuando, pese a no hacerse tal 
referencia en la parte resolutiva, de las consideraciones de la sentencia se puede desprender 
que la Corte limitó su juicio a determinados cargos Fuente especificada no válida.. 
 
 
Cosa juzgada aparente. 
 
En la sentencia C-774 de 2001 explicó la Corte: “Ha dicho la Corte que la cosa juzgada es 
apenas aparente, cuando la declaratoria de constitucionalidad de una norma, carece de toda 
motivación en el cuerpo de la providencia. En estos eventos “...la absoluta falta de toda 
referencia, aun la más mínima, a las razones por las cuales fue declarada la 
constitucionalidad de lo acusado..., tiene como consecuencia que la decisión pierda…, la 
fuerza jurídica necesaria para imponerse como obligatoria en casos ulteriores en los cuales 
se vuelva a plantear el asunto tan sólo supuesta y no verdaderamente debatido... Es decir que 
en este caso es posible concluir que en realidad no existe cosa juzgada y se permite una 
nueva demanda frente a la disposición anteriormente declarada exequible y frente a la cual 
la Corte debe proceder a ... resolver de fondo sobre los asuntos que en anterior proceso no 
fueron materia de su examen y en torno de los cuales cabe indudablemente la acción 
ciudadana o la unidad normativa, en guarda de la integridad y supremacía de la 




En torno al concepto de cosa juzgada aparente, el profesor Jordi Nieva Fenoll 
señala que si el proceso se ganó como consecuencia de una gravísima lesión del derecho de 
defensa, es lógico que el ordenamiento reaccione y no conceda a esa decisión la autoridad 
de cosa juzgada, de allí que existan recursos como el de revisión o el incidente de nulidad de 





El profesor Néstor Pedro Sagües define el proceso constitucional desde la doctrina material 
de la siguiente forma:  
 
… los procesos constitucionales se ocupan sustancialmente de tutelar el principio de 
supremacía constitucional (meta principal) y de proteger los derechos públicos 
subjetivos. Están comprendidos en tal esfera, por ende, los recursos, acciones de 
amparo, habeas corpus, inconstitucionalidad, exequibilidad, recurso extraordinario, 
etc. No importa dónde y ante quién se diligencien (jurisdicción judicial, 
administrativa, ordinaria, especializada, etc.)… En sentido amplio, pues, se entenderá 
por proceso constitucional un conjunto de actos relacionados entre sí y de índole 
teleológica, realizados por o ante la magistratura constitucional, y que permite 
desarrollar la actividad jurisdiccional constitucional, Fuente especificada no válida.. 
 
 
Precedente jurisprudencial: concepto. 
 
En reiteradas oportunidades, esta Corporación ha definido el precedente judicial como “la 
sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado, que por su pertinencia y 
semejanza en los problemas jurídicos resueltos, debe necesariamente considerarse por las 
autoridades judiciales al momento de emitir un fallo” (Sentencia SU-053 de 2015). 
Asimismo, la doctrina lo ha definido como el mecanismo jurisdiccional que tiene su origen 
en el principio stare decisis o estar a lo decidido, el cual consiste en la aplicación de 
criterios adoptados en decisiones anteriores a casos que se presenten en situaciones 
posteriores y con circunstancias similares (Sentencia SU-354 de 2017). 
 
 
Precedente obligatorio (jurisprudencia constitucional): Fundamentos. 
 
Respecto de la obligatoriedad de la jurisprudencia constitucional, la Sentencia C-539 de 
2011 reitera que esta se fundamenta en tres aspectos: i) el respeto al principio de la 
seguridad jurídica, el cual implica el respecto por las normas superiores y la unidad y 
 
 
armonía de las demás normas con éstas, de manera que al ser la Corte Constitucional el 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, “sus determinaciones resultan ser fuente 
de derecho para las autoridades y particulares, cuando a través de sus competencias 
constitucionales establece interpretaciones vinculantes de  los preceptos de la Carta”; ii) la 
diferencia entre decissum, ratio decidendi y obiter dicta, ratificando la obligatoriedad no 
solo de la parte resolutiva sino de los contenidos de la parte motiva de las sentencias, en el 
control abstracto de constitucionalidad como en el concreto, que son determinantes para la 
decisión o constituyen la ratio decidendi del fallo; y iii) las características de la ratio 
decidendi y, por tanto, de la jurisprudencia como fuente de derecho, por cuanto “la ratio 
decidendi de las sentencias de la Corte Constitucional, en la medida en que se proyecta más 
allá del caso concreto, tiene fuerza y valor de precedente para todos los jueces en sus 
decisiones, por lo que puede ser considerada una fuente de derecho que integra la norma 






Constitución política de 1991 
 
Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante 
juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. 
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, 
o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra; 
a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. 
 






Decreto 2067 de 1991 
Por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y actuaciones que deban surtirse 
ante la Corte Constitucional. 
 
Artículo 49. Contra las sentencias de la Corte Constitucional no procede recurso alguno. La 
nulidad de los procesos ante la Corte Constitucional sólo podrá ser alegada antes de proferido 
el fallo. Sólo las irregularidades que impliquen violación del debido proceso podrán servir de 
base para que el pleno de la Corte anule el proceso (Decreto 2067, 1991). 
 
 
Auto 020 del 26 de enero de 2017 
Solicitud de nulidad de la Sentencia SU-489 de 2016. 
 
Si bien el referido artículo 49 del Decreto 2067 de 1991 establece que “contra las sentencias 
de la Corte Constitucional no procede recurso alguno” y que las nulidades de los procesos 
ante esta Corte solo podrán alegarse antes de proferido el fallo, “por violación al debido 
proceso”, esta corporación viene aceptando la posibilidad de que se solicite nulidad de las 
sentencias de revisión de tutela con posterioridad a su pronunciamiento, siempre que la 
irregularidad alegada surja de la misma sentencia. 
 
Con todo, por razones de seguridad jurídica y de certeza ante el derecho, se ha 
considerado que la declaratoria de nulidad de una sentencia de la Corte reviste características 
particulares, puesto que “se trata de situaciones jurídicas especialísimas y excepcionales, que 
tan sólo pueden provocar la nulidad del proceso cuando los fundamentos expuestos por quien 
la alega muestran, de manera indudable y cierta, que las reglas procesales aplicables a los 
procesos constitucionales, que no son otras que las previstas en los decretos 2067 y 2591 de 
1991, han sido quebrantadas, con notoria y flagrante vulneración del debido proceso. Ella 
tiene que ser significativa y trascendental, en cuanto a la decisión adoptada, es decir, debe 
tener unas repercusiones sustanciales, para que la petición de nulidad pueda prosperar” 
(Auto-033, 1995). 
 
Tratándose de sentencias de revisión de tutela, esa posibilidad excepcional de nulidad 
depende entonces de que el peticionario acredite la existencia de una grave violación al debido 
proceso, para lo cual debe explicar, de manera clara y expresa, los preceptos constitucionales 
transgredidos y su incidencia en la decisión adoptada, demostrando que se está en presencia de 
una irregularidad “ostensible, probada, significativa y trascendental, es decir, que tenga 




De otro lado, la jurisprudencia constitucional ha definido los requisitos de orden formal 
para la procedencia de las solicitudes de nulidad dirigidas contra sentencias proferidas por las 
salas de revisión de tutelas: 
  
(i) La presentación oportuna de la solicitud, que según la jurisprudencia debe hacerse 
dentro de los tres (3) días contados a partir de la notificación de la misma, usualmente por 
parte del juez de primera instancia. 
  
(ii) Cuando el vicio alegado se refiera a situaciones ocurridas con anterioridad al 
momento de proferir el fallo, la petición de nulidad deberá elevarse antes de que la Sala de 
Revisión emita la respectiva sentencia (art. 49 Decreto 2067 de 1991). 
  
(iii) El incidente debe ser propuesto por las partes, por quienes hayan intervenido en el 
trámite de la acción de tutela o por un tercero que resulte afectado por las órdenes proferidas 
en sede de revisión. 
  
(iv) Quien alega la existencia de una nulidad debe cumplir con una exigente carga 
argumentativa, pues tiene que demostrar con base en argumentos certeros y coherentes, que la 
sentencia atacada vulnera el derecho al debido proceso (Auto-020, 2017). 
 
 
Sentencia SU 116 del 8 de noviembre de 2018. 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, ha unificado jurisprudencia sobre las situaciones 
bajo las cuales procede la nulidad contra fallos de revisión de tutela, así: 
  
(i) Cuando una Sala de Revisión modifica o cambia el criterio de interpretación o la 
posición jurisprudencial fijada por la Sala Plena frente a una misma situación jurídica. En la 
medida en que el art. 34 del Decreto 2591 de 1991 dispone que todo cambio de jurisprudencia 
debe ser decidido por la Sala Plena de la Corporación, el cambio de jurisprudencia por parte 
de una Sala de Revisión desconoce el principio del juez natural y vulnera el derecho a la 
igualdad. 
  
(ii) Cuando las decisiones no sean tomadas por las mayorías legalmente establecidas. 
Esto ocurre, en los casos en que se dicta sentencia sin que haya sido aprobada por las 
mayorías exigidas en el Decreto 2067 de 1991, el Acuerdo No. 05 de octubre 15 de 1992 y la 
Ley 270 de 1996. 
  
(iii) Cuando se presente una incongruencia entre la parte motiva y resolutiva del fallo, 
generando incertidumbre con respecto a la decisión tomada. Esto ocurre, en los casos en que 
 
 
la decisión es anfibológica o ininteligible, cuando se contradice abiertamente o cuando carece 
totalmente de fundamentación en la parte motiva. Cabe precisar que los criterios utilizados 
para la adecuación de la sentencia, tanto de redacción como de argumentación, no configuran 
violación al debido proceso. Al respecto, señaló la Corte que: ‘El estilo de las sentencias en 
cuanto puedan ser más o menos extensas en el desarrollo de la argumentación no incide en 
nada para una presunta nulidad. Además, en la tutela, la confrontación es entre hechos y la 
viabilidad de la prosperidad de la acción y nunca respecto al formalismo de la solicitud como 
si se tratara de una demanda de carácter civil’. 
  
(iv) Cuando en la parte resolutiva se profieran órdenes a particulares que no fueron 
vinculados al proceso y que no tuvieron la oportunidad procesal para intervenir en su defensa. 
  
(v) Cuando la Sala de Revisión desconoce la existencia de la cosa juzgada constitucional 
respecto de cierto asunto, caso en el cual lo que se presenta de parte de ésta es una 
extralimitación en el ejercicio de las competencias que le son atribuidas por la Constitución y 
la ley.”   
  
39. Adicionalmente, la Corte ha reconocido que, de manera excepcional, puede suceder 
que la omisión del examen de ciertos argumentos y pretensiones de la demanda, o de defensas 
propuestas por la parte accionada, llegue a configurar violación al debido proceso, “si de 
haber sido analizados esos puntos se hubiese llegado a una decisión o trámite distintos, o si 
por la importancia que revestía en términos constitucionales para la protección de derechos 










NULIDAD DE LAS 
SENTENCIAS  
La declaración de nulidad de las sentencias y, en general, 
de las decisiones judiciales, implica que la misma pierde su 
validez. 
LA COSA JUZGADA La cosa juzgada es un efecto jurídico que recae sobre las 
decisiones judiciales de fondo -sentencias-, a partir del cual 
se genera un mandato de carácter prohibitivo sobre el 
conocimiento de asuntos previamente juzgados. 
 
LA COSA JUZGADA La cosa juzgada es aparente cuando existen circunstancias 
 
 
APARENTE que vician la decisión, tales como la falta de motivación de 
la misma o la falta de integración del litisconsorcio 
necesario, entre otras causas, que dan lugar a la pérdida de 
fuerza jurídica de la decisión. 
 
 
Operacionalización de variables 
 
Variable: Declaración de nulidad de las sentencias 
 
Dimensiones Indicadores 
Principios - Principio de taxatividad. 
- Principio de trascendencia. 
- Principio de convalidación. 
- Principio de protección. 
- Principio de preclusión. 
- Principio de legalidad. 
 
Disposición legal - Prohibición de nulitar las sentencias emitidas por la 
Corte Constitucional. 




Variable: La cosa juzgada 
 
Dimensiones Indicadores 
Constitucional - Artículo 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio 
del control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada 
constitucional. 
 









Tipo y método de investigación 
 
El tipo de investigación en el que se enmarca el presente trabajo de grado es de tipo jurídico-
dogmática o teórica, en la medida de que el objeto de estudio y la finalidad del mismo se 
circunscribe al contenido normativo (entiéndase en un sentido amplio) del orden jurídico que 
en este caso se centra en la declaratoria de nulidad de las sentencias emitidas por la Corte 
Constitucional. Así mismo, este tipo de investigación implica que para la recolección de la 
información se acuda a recursos documentales desde las diferentes fuentes formales del 
Derecho, especialmente la jurisprudencia nacional (García Fernández, 2015, pág. 255). 
 
El enfoque de la investigación es cualitativo en tanto el estudio se dirige a la 
descripción de las cualidades del fenómeno de la nulidad de las sentencias emitidas por la 
Corte Constitucional, realizando un análisis hermenéutico y documental del mismo (Clavijo 
Cáceres, 2014). 
  
Por su parte, la técnica de recolección de datos empleada para la presente 
investigación será la ficha de análisis jurisprudencial (Yáñez Meza, 2014), lo cual permitirá 
establecer los diversos aspectos que giran en torno a la tendencia jurisprudencial de la Corte 
Constitucional frente a la nulidad de las providencias de esa Corte. 
 
Población y muestra 
 
El presente trabajo de grado toma como población la jurisprudencia proferida por la Corte 
Constitucional en punto de las figuras jurídicas de la cosa juzgada y la nulidad de las 
sentencias emitidas por esta misma Corporación y, como muestra, a las decisiones proferidas 













Sentencia T-390 de 2010 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
Sala Plena Auto A-146 Expediente N.A. 
Fecha 21 de junio 
de 2012 
M.P Nilson Pinilla Pinilla Caso 




Determinar si la Sentencia  T-390 de 2010 es nula por la violación del 
debido proceso, al no haber otorgado la oportunidad al tutelado para 
ejercer su derecho de defensa, basando la decisión sólo en la 
declaración del tutelante y su discapacidad y, por desconocimiento del 
precedente. 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia  T-390 de 2010 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y    
Decreto 2663 de 
1950 
Ratio decidendi 
La Sala Sexta de Revisión, al proferir la sentencia 
T-390 de mayo 21 de 2010, no incurrió en alguna 
de las causales de nulidad invocadas por el 
peticionario sino que, por el contrario, realizó el 
análisis correspondiente a la luz de los precedentes, 
lo cual condujo a decidir acertadamente que la 
tutela negada en única instancia debía ser revocada. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que la Sala Sexto de Revisión en el 
análisis del caso en cuestión estudió y apreció apropiadamente las circunstancias 
planteadas en la tutela, constatando que el actor estaba incapacitado por un accidente 
ocurrido en julio de 2009 y a su regreso se dio por terminado su contrato de trabajo, sin 
contar con la autorización del entonces Ministerio de la Protección Social. Con lo cual, 
la Sala reafirmó su jurisprudencia en punto de que la facultad para la terminación 
unilateral del contrato de trabajo sin justa causa no es absoluta, resultando procedente 
ordenar el reintegro. Todo esto, genera como consecuencia que del estudio de la decisión 




Sentencia T-125 de 2010 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sala Plena Auto A-185 Expediente T-2.448.218 
Fecha 15 de 
agosto de 2012 
M.P Jorge Ignacio Pretelt Chaljub Caso 
Solicitud de nulidad de la 
sentencia T-125 de 2010 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-125 de 2010 es nula por 
desconocimiento del precedente jurisprudencial. 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia   T-125 de 2010 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991 y Decreto 
2591 de 1991  
Ratio decidendi 
La Sala considera que la solicitud de nulidad no 
está llamada a prosperar, ya que no se advierte en 
la sentencia T-125 de 2010 ninguna violación del 
derecho al debido proceso del peticionario, y por 
supuesto, tampoco ninguna de las causales que ha 
decantado la jurisprudencia constitucional para 
poder excepcionalmente declarar la nulidad de un 
fallo de revisión de tutela de la Corte 
Constitucional. 
No es cierto lo que afirma el peticionario en el 
sentido de que la decisión de revisión haya sido 
tomada con fundamento en sentencias del Consejo 
de Estado y, en ese sentido, tampoco es cierto que 
haya desconocido la sentencia del 22 de mayo de 
2008 de la Sección Quinta. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que no es cierto lo que afirma el 
peticionario en el sentido de que la decisión de revisión haya sido tomada con 
fundamento en sentencias del Consejo de Estado y, en ese sentido, tampoco es cierto 
que haya desconocido la sentencia del 22 de mayo de 2008 de la Sección Quinta. Asi 
mismo, observa la Sala Plena que lo pretendido por el peticionario es reabrir el debate 




Sentencia T- 326 de 2009 
 
Sala Plena Auto A-050 Expediente N.A. 
Fecha 15 de 
agosto de 2012 
M.P Jorge Ignacio Pretelt Chaljub Caso 
Solicitud de nulidad de la sentencia 
T- 326 de 2009 
Problema 
jurídico Determinar si la Sentencia T- 326 de 2009 es nula  
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia   T- 326 de 2009 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991, Decreto 
2591 de 1991,   
Decreto 3995 de 
2008 
Ratio decidendi 
La solicitud de nulidad se reúne tal requerimiento 
ya que, sin mayor dificultad, se entiende que éste 
se basa en sostener que se desconoció la 
jurisprudencia sentada por la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, mediante las sentencias C-789 de 
2002 y C-1024 de 2004, según la cual uno de los 
requisitos que deben cumplir las personas para 
poder regresar al régimen de prima media, sin 
perder los beneficios del régimen de transición, es 
que al trasladar el ahorro hecho en el régimen de 
ahorro individual al régimen de prima media éste 
no sea inferior al monto total del aporte legal 
correspondiente en caso que hubieren permanecido 
en este último régimen. 
Igualmente, se desconocería lo dicho en la 
sentencia C-030 de 2009[37] proferida por la Sala 
Plena en la cual, según el ISS, se reafirma que el 
requisito de equivalencia del ahorro debe ser 
cumplido al efectuar un traslado del régimen de 
ahorro individual al de prima media, en el caso de 
“pensiones especiales”, lo cual incidiría en el fallo 
de la misma forma en que lo hace el argumento 
anterior. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia C-366 de 2012 
 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que el desconocimiento de estas 
sentencias constitucionales, afectaría el fallo pues, de aplicarse el requisito descrito, la 
orden de traslado del señor Hernán Duarte Parrado estaría supeditada a la confirmación 
de que el ahorro que realizó durante el tiempo que estuvo afiliado en el régimen de 
ahorro individual no es inferior al que hubiera hecho si hubiera permanecido en el 
régimen de prima media. 
Sala Plena Auto A-172 Expediente N.A. 
Fecha 18 de julio 
de 2012 
M.P Luis Ernesto Vargas Silva Caso 
Solicitud de nulidad de la 
sentencia C-366 de 2012 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia C-366 de 2012 es nula por violación al 
debido proceso al desconocer la oportunidad para el ejercicio del 
derecho de defensa de los Directores de las Corporaciones 
Autónomas Regionales 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia  C-366 de 2012 
Normatividad Decreto 2067 de Ratio decidendi 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia  C-283 de 2011 
 
aplicable 1991 y Decreto 
1400 de 1970 
La Sala considera que el argumento de haber sido 
afectado por la decisión adoptada en la sentencia de 
constitucionalidad que se cuestiona, carece del 
alcance para conferir legitimidad con miras a 
formular una solicitud de nulidad, toda vez que 
dicha providencia tiene efectos generales (erga 
omnes) y su cumplimiento se impone de manera 
vinculante tanto a los jueces y demás aplicadores 
del derecho, como al conjunto de los asociados. El 
carácter obligatorio general y la fuerza vinculante 
de las sentencias de constitucionalidad, como se 
indicó, excluye la posibilidad de aceptar el criterio 
de la “afectación particular”, o el desconocimiento 
de “derechos adquiridos” como lo plantea el 
solicitante, como supuesto para dar por satisfecho 
el requisito de la legitimación. Un planteamiento de 
esta naturaleza desvirtuaría el carácter obligatorio 
general y por ende vinculante para todos, de las 
sentencias de constitucionalidad. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que habiéndose constatado que el 
ciudadano José Fernando Jaramillo Mazuera, no actuó  como interviniente dentro del 
proceso de constitucionalidad de la referencia, se procede al rechazo de su solicitud de 
nulidad, comoquiera que carece de legitimidad por activa para su formulación. 
Sala Plena Auto A-228 Expediente N.A. 
Fecha 3 de 
octubre de 2012 
M.P Jorge Ignacio Pretelt Chaljub Caso 
Solicitud de nulidad de la 
sentencia  C-283 de 2011 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia  C-283 de 2011 es nula por 
desconocimiento del precedente jurisprudencial previsto en la  
Sentencia C-174 de 1996 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia T-716 de 2011 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia   C-283 de 2011 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991 y Decreto 
1400 de 1970 
Ratio decidendi 
La Sala considera que la jurisprudencia 
constitucional ha determinado que el incidente de 
nulidad debe interponerse oportunamente, es decir, 
dentro de los tres (3) días contados a partir de la 
notificación de la sentencia, pues vencido en 
silencio el término de ejecutoria cualquier eventual 
nulidad queda automáticamente saneada 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que, según informe del seis (06) de 
julio de dos mil doce (2012) emitido por la Secretaría General de esta Corporación, la 
Sentencia C-283 de 2011 se notificó mediante edicto No. 031 del día trece (13) de 
marzo de dos mil doce (2012), el cual fue desfijado el quince (15) de marzo siguiente.   
Por su parte, la presente solicitud de nulidad fue radicada en la Secretaría de la Corte el 
pasado treinta y uno (31) de mayo de esta anualidad. Lo anterior permite concluir que el 
tiempo transcurrido entre la notificación de la sentencia y la presentación del escrito de 
la solicitud de nulidad excede los términos previstos por esta Corporación para dicho 
efecto. 
Sala Plena Auto A-022 Expediente N.A. 
Fecha 14 de 
febrero de 2013 
M.P Luis Ernesto Vargas Silva Caso 
Solicitud de nulidad de la 
sentencia T-716 de 2011 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-716 de 2011 es nula porque la Sala 
Novena de Revisión modificó el precedente constitucional en materia 
de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes en el caso de las 
parejas del mismo sexo, sin tener competencia para ello. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia  C-577 de 2011 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia T-716 de 2011 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991 y Decreto 
1400 de 1970 
Ratio decidendi 
En suma, se tiene que el uso por parte de la 
sentencia T-716/11 de los considerandos sobre 
reconceptualización de la noción de familia 
constitucionalmente protegida de ninguna manera 
contradicen el derecho al debido proceso. Antes 
bien, la actividad argumentativa adelantada por la 
Sala Novena de Revisión se muestra respetuosa del 
precedente constitucional, tanto en lo que respecta 
a la relevancia de la pensión de sobrevivientes 
como mecanismo para la protección de los 
derechos fundamentales de los integrantes de la 
pareja del mismo sexo, como el reconocimiento de 
tales uniones como modalidades de familia. Por lo 
tanto, los cuestionamientos que sustentaron la 
solicitud de nulidad se muestran infundados, pues 
contrario a la afectación del precedente 
constitucional, en el caso analizado se evidencia su 
estricto acatamiento. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que,  la Sala encuentra que el reclamo 
del señor Procurador General de la Nación está realmente fundado en su disconformidad 
sustantiva con las conclusiones a las que ha arribado la Corte Constitucional respecto 
del contenido y alcance de los derechos de las parejas del mismo sexo, entre ellos el de 
conformar una familia, en tanto comunidad de vida estable y singular, y el de  recibir la 
protección que la Carta Política prescribe para estas uniones humanas. No de otra 
manera puede comprenderse que en la solicitud de nulidad de la referencia se señale que 
una de las razones que motivan la nulidad del fallo atacado es la ausencia de una 
instancia para “impugnar judicialmente” las sentencias de la Corte, en particular la 
decisión C-577/11. 
Sala Plena Auto A-155 Expediente N.A. Fecha 24 de julio de 2013 
 
 
M.P Gabriel Eduardo Mendoza Martelo Caso 
Solicitud de nulidad de la 
sentencia  C-577 de 2011 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia  C-577 de 2011 es nula  por 
desconocimiento de lo dispuesto en diferentes normas del Decreto 
2067 de 1991,  por la vulneración directa de la Constitución Política 
y del derecho al debido proceso por falta de competencia para 
pronunciarse sobre una omisión legislativa absoluta,  por falta de 
competencia para dictarle órdenes al Congreso de la República, 
fijarle un plazo y arrogarse la competencia de legislador residual 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia  C-577 de 2011 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991 y Decreto 
1400 de 1970 
Ratio decidendi 
La Corporación puntualizó que cuestionamientos 
de esta clase “se oponen a la cosa juzgada 
constitucional, que en los términos del artículo 243 
C.P. cobija a todos los ciudadanos”, mandato 
“particularmente exigible al señor Procurador 
General, quien tiene la función constitucional de 
vigilar el cumplimiento de la Carta, las leyes, las 
decisiones judiciales y los actos administrativos”, 
indicó, además, que “las sentencias que adopta la 
Corte Constitucional son decisiones judiciales cuyo 
cumplimiento la Carta encomienda, entre otras 
autoridades, al Ministerio Público” y enfatizó que 
“la definición del contenido y alcance de las 
normas superiores, en general, y de los derechos 
fundamentales, en particular, es una función 
pública que la Constitución ha adscrito a esta 
Corporación, de forma prevalente y vinculante”, 
por lo cual “las posiciones de otros órganos del 
Estado que cuestionen los fundamentos de estos 
fallos, son plenamente admisibles dentro del debate 
jurídico propio de una sociedad democrática, pero 
carecen de valor normativo, y menos pueden servir 
de base para impugnar, a través de la solicitud de 
nulidad, las sentencias que adopta la Corte” 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia T-471 de 2015 
 
De acuerdo con el análisis realizado, se concluye que, no cabe repetir lo expuesto en 
relación con la pretendida sustitución de la Carta que, según el ministerio público, se 
habría operado y solo resta señalar que la afirmación de la solicitante en el sentido de 
que “la Constitución no prohíbe lo que específicamente no se indica y que lo que no está 
constitucionalmente prohibido, mágicamente, se hace constitucionalmente exigible”, 
constituye una ligera e inadmisible generalización de un criterio que empleó la Corte en 
el contexto del problema jurídico abordado, al afirmar que “el reconocimiento 
constitucional del matrimonio para los heterosexuales y su consiguiente protección 
expresamente contemplada en la Carta no implican, necesariamente la prohibición de 
prever una institución que favorezca la constitución de la familia integrada por la pareja 
homosexual de conformidad con un vínculo jurídicamente regulado”. La generalización 
saca el argumento de su contexto y no expresa cabalmente el argumento de la Corte. 
Sala Plena Auto A-472 Expediente 
T-4.845.698 
Fecha 07 de 
octubre de 2015 
M.P Mauricio González Cuervo  Caso Nulidad contra la Sentencia 
T-471 de 2015  
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-471 de 2015 es nula por el 
desconocimiento del precedente relacionado con la procedencia de 
la tutela como mecanismo principal en casos relacionados con 
concursos de méritos 
Pretensión Se anule la Sentencia    T-471 de 2015 
Normatividad Decreto 2067 de Ratio decidendi 
 
 
aplicable 1991, Decreto 
2591 de 1991 y 
Acuerdo 02 de 
2015 
No es nula la sentencia porque  el “nulicitante (i) 
no logró indicar cuál fue la ratio decidendi 
desconocida en la sentencia T-471 de 2014, esto 
por cuanto no mencionó el precedente en el cual 
pese a tener en cuenta las modificaciones 
introducidas por la Ley 1437 de 2011 al proceso 
contencioso, la Corte haya declarado la 
procedencia de la acción de tutela. Así, cuando 
fueron proferidas las sentencias citadas por el actor 
o (i) no estaba vigente la Ley 1437 de 2011; o (ii) 
estando vigente esta ley, las circunstancias fácticas 
del caso no permitían su aplicación – concursos 
anteriores a la entrada en vigencia de la Ley -; o, 
(iii) estando vigente la ley y siendo aplicable al 
caso concreto, la Sala obvió el análisis de 
subsidiariedad a la luz de esta disposición legal”  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Tal y como ha ocurrido en otros casos, cuando se alega el desconocimiento de un 
precedente, este debe estar lo suficientemente claro para que la Corte pueda contrastar si 
el mismo ha sido contradicho o no en sede de revisión, peri cuando no se cumple con esa 
labor, la solicitud de nulidad es denegada como en este caso, además, aquí tampoco se 
acreditó la supuesta falta de congruencia en tanto la motivación del fallo si sirvió de 
sustento para la decisión tomada. 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia T-719 de 2013 
 
Sala Plena Auto A-554 Expediente 
T-719 
Fecha 02 de 
diciembre de 
2015 
M.P Luis Guillermo Guerrero  Caso Nulidad contra la Sentencia T-
719 de 2013 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-719 de 2013 por cambio de 
jurisprudencia en lo relativo al requisito de inmediatez en sede de 
tutela y por ser incongruente entre su parte motiva y resolutiva 
Pretensión Se anule la Sentencia   T-719 de 2013 





Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia  T-841 de 2011 
 
aplicable 1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
No es nula la sentencia porque  no existe el cambio 
de jurisprudencia alegado, ya que la Sentencia T-
719 de 2013 no sólo guarda plena armonía con los 
precedentes sobre la materia, sino que también es 
concordante con la sentencia T-100 de 2010 
supuestamente transgredida  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Tal y como ha ocurrido en otros casos, cuando se alega el desconocimiento de un 
precedente, este debe estar lo suficientemente claro para que la Corte pueda contrastar si 
el mismo ha sido contradicho o no en sede de revisión, peri cuando no se cumple con esa 
labor, la solicitud de nulidad es denegada como en este caso, además, aquí tampoco se 
acreditó la supuesta falta de congruencia en tanto la motivación del fallo si sirvió de 
sustento para la decisión tomada 
Sala Plena Auto A-502 Expediente 
T-3.130.813 
Fecha 21 de 
octubre de 2015 
M.P Luis Ernesto Vargas  Caso Nulidad contra la 
Sentencia  T-841 de 2011 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-841 de 2011 es nula por el 
desconocimiento del precedente relacionado con la carencia actual 
de objeto en sede de tutela 
Pretensión Se anule la Sentencia  T-841 de 2011  
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia porque en la solicitud no se 
hizo referencia a ninguna sentencia de la Corte que 
hubiera sido desconocida, y por tanto no se cumple 
con el requisito de plantear una carga 
argumentativa cualificada, esto por cuanto no se 
identificó la sentencia ni la ratio decidendi de 
algún pronunciamiento de la Corporación, en el 
que se advierta un desconocimiento de las reglas 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia T-074 de 2016 
 
sentadas por la jurisprudencia en materia de 
declaratoria de carencia actual de objeto por daño 
consumado 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Tal y como ha ocurrido en otros casos, cuando se alega el desconocimiento de un 
precedente, este debe estar lo suficientemente claro para que la Corte pueda contrastar si 
el mismo ha sido contradicho o no en sede de revisión, peri cuando no se cumple con esa 
labor, la solicitud de nulidad es denegada como en este caso 
Sala Plena Auto A-523 Expediente 
T-074 
Fecha 27 de 
octubre de 2016 
M.P Alberto Rojas Ríos Caso 
Nulidad contra la Sentencia T-
074 de 2016 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-074 de 2016 es nula por el 
desconocimiento de una multiplicidad de precedentes en materia 
pensional y por la omisión en el análisis de asuntos de relevancia 
constitucional  
 
Pretensión Se anule la Sentencia T-074 de 2016 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia porque no se referenció 
ninguna línea jurisprudencial sostenida, uniforme y 
pacífica sobre la procedencia de la acción de tutela 
para reclamar pensión de sobrevivientes, y tampoco 
se probó la omisión del análisis de ningun asunto 
de relevancia constitucional 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
La Corte verificó que la sentencia que fue tomada por el solicitante como precedente no 
cumplía con los requisitos para ser tenida como tal, sino que se trataba de una decisión 
aislada y no de una línea jurisprudencial pacífica y reiterada, además, frente a otra 
solicitud de uno de los intervinientes también acreditó que era extemporánea  
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia  SU-091 de 2016 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
Sentencia  T-485 de 2015 
Sala Plena Auto A-456 Expediente 
SU-091 
Fecha 21 de 
septiembre de 
2016 
M.P Aquiles Arrieta Gómez Caso 




Determinar si la Sentencia SU-091 de 2016 por haberse decretado 
pruebas de oficios en el tramite que dio origen a la misma  
 
Pretensión Se anule la  Sentencia  SU-091 de 2016 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia porque el vicio 
supuestamente alegado no constituye ninguna 
causal de nulidad aunado al hecho de que debió ser 
alegado con anterioridad a la expedición del fallo  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Este es uno de los muchos autos en donde la Corte se pronuncia frente a solicitudes que 
no acreditan ninguna causal material de procedencia de la nulidad, lo que comporta el 
rechazo de plano de dichas solicitudes por el incumplimiento de los requisitos mínimos 
exigidos 
Sala Plena Auto A-563 Expediente T-485 
Fecha 23 de 
noviembre de 
2016 
M.P Luis Ernesto Vargas Caso 




Determinar si la Sentencia T-485 de 2015 es nula aparentes 
vulneraciones al debido proceso 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia T-416 de 2016 
Pretensión Se anule la Sentencia T-485 de 2015 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991, Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia ya que no se satisface el 
requisito formal de la carga argumentativa, dada el 
confuso planteamiento de la nulidad y la falta de 
acreditación de una causal material de procedencia  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Consideró la Corte que los argumentos están dirigidos a cuestionar el fondo del asunto, 
lo que denota la inconformidad con la decisión, sin que en ningun caso se acredite un 
vicio que haga menester la anulación de la decisión 
Sala Plena Auto A-049 Expediente T-5.281.006 
Fecha 15 de 




Caso Nulidad contra la Sentencia T-416 de 2016 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-416 de 2016 es nula por 
desconocimiento del precedente constitucional establecido en las 
sentencias de unificación 837 de 2002, 253 de 2013 y 554 de 2014, 
así como el fallo de tutela 297 de 2006 
Pretensión Se anule la  Sentencia T-416 de 2016 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia porque no se demostró el 
desconocimiento del precedente aludido y porque 
tampoco se acreditó ninguna otra causal material de 
procedencia de nulidad  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
La Corte encontró que la justificación de la solicitud de nulidad estaba basada en el 
mero inconformismo con la decisión, lo cual no resulta válido ni eficaz para decretar la 
nulidad del fallo máxime cuando no se acreditó ninguna causal de procedencia material 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Sentencia T-480 de 2016 
 






para tal fin 










Caso Nulidad contra la Sentencia T-480 de 2016 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-480 de 2016 es nula por cambio de 
jurisprudencia, indebida integración del contradictorio, indebida 
atribución de legitimación en la causa por pasiva, y por elusión 
arbitraria de análisis de asuntos de relevancia constitucional 
Pretensión Se anule la  Sentencia  T-480 de 2016 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
Es nula la sentencia por haber desconocido el 
precedente contenido en  las sentencias T-269 de 
1995, T-668 de 2000, T-990 de 2000, T-1081 de 
2000, T-1117 de 2000, T-1173 de 2000, T-1605 de 
2000, T-1674 de 2000, T-158 de 2001, T-159 de 
2001 y T-1029 de 2001  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
La Corte encontró que frente al caso en concreto analizado, si existía un amplio y 
reiterado precedente que fue desconocido por la sala de revisión, lo que amerita la 
anulación del fallo, lo interesante aquí es que la solicitud fue elevada por la accionada 
con el fin de que le fueran relevadas unas cargas impuestas dentro de algunos de los 
expedientes, y en virtud de la nulidad, las obligaciones impuestas a cargo de la autoridad 
fueron mucho mayores 
 
 
Expediente  T-5.956.282 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia T-063A de 2017 
 
Sala 5 Auto A-121 Expediente T-5.956.282 
Fecha 14 de 










Determinar si la Sentencia proferida dentro del expediente  T-
5.956.282 es nula por no haber vinculado y notificado a todas las 
partes dentro del proceso 
Pretensión Se anule la  sentencia proferida dentro del expediente  T-5.956.282 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la sentencia porque dentro del trámite si 
se vinculó y notificó a los interesados, además de 
que la nulidad solo puede ser planteada por el 
afectado y no por terceros 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la sentencia objeto de revisión, encontró que en el curso del 
proceso los interesados si fueron vinculados, además, la nulidad por indebida 
notificación no fue propuesta por los afectados sino por otra de las partes dentro del 
procedimiento, motivo por el cual la Corte consideró que este carecía de legimatación 
para elevar dicha solicitud  
Sala Plena Auto A-285 Expediente T-5.771.452 
Fecha 09 de 






Solicitud nulidad   




Determinar si la Sentencia T-063A de 2017 es nula por la elusión 
arbitraria de un asunto de relevancia constitucional, por cambio de 
jurisprudencia, incongruencia entre la parte motiva y resolutiva y 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia T-475 de 2017 
por violación al debido proceso 
Pretensión Se anule la   Sentencia T-063A de 2017 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
Es Nula la Sentencia  T-063A de 2017 al haber 
pretermitido un asunto de relevancia constitucional, 
como lo era la calidad especial que ostentaba el 
accionado y que hacía imposible la ejecución de la 
orden dada en sede de revisión 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la sentencia objeto de nulidad, la Corte se percató que la sala 
omitió el análisis de un asunto que resultaba determinante para la definición del 
problema jurídico, lo que la llevó a adoptar una decisión de imposible cumplimiento, 
acreditándose de esa manera una causal de nulidad  
Sala Plena Auto A-030 Expediente T-6.062.203  
Fecha 15 de 





Caso Solicitud nulidad  Sentencia T-475 de 2017 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-475 de 2017 es nula por incongruencia 
entre su parte motiva y resolutiva   
Pretensión Se anule la  Sentencia T-475 de 2017 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
No es nula la  Sentencia T-475 de 2017, ya que no 
encontró la Corte ninguna incongruencia entre su 
parte motiva y su parte resolutiva  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la sentencia cuya nulificación se solicitó, la Corte determinó 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Expedientes T-6.445.911, T-6.446.128 y T-6.477.934 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
que los razonamientos expuestos en la parte motiva si resultaban justificación de la 
decisión que fue tomada en la parte resolutiva, advirtiendo que no encontraba ninguna 
incongruencia, y en consecuencia, ninguna nulidad 






Fecha 15 de 






Revisión oficiosa de los expedientes T-6.445.911, T-
6.446.128 y T-6.477.934 
Problema 
jurídico 
Determinar si es nulo un procedimiento de tutela cuando el juez se 
declara inhibido para fallar, cuando hay falta de motivación de la 
decisión o cuando se inadmite una tutela por omisión en la 
identificación de la dirección del accionado  




Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
Si es nulo trámite de tutela cuando el juez de 
declara inhibido para fallar de manera infundada o 
se inadmite y rechaza la acción de tutela cuando se 
omite la dirección del accionado, al pretermitir 
instancias procesales que propenden por la 
protección de derechos fundamentales, así como 
cuando no se motiva la decisión de declarar 
improcedente el amparo constitucional por vulnerar 
el debido proceso 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la solicitud de nulidad, la Corte identificó que no se cumplía 
con la carga argumentativa requerida para la anulación de sus sentencias, siendo este un 




Sentencia T-021 de 2018 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Sentencia SU-585 de 2017 
Sala Plena Auto A-654 Expediente T-6.394.280 
Fecha 10 de 





Caso Solicitud de nulidad contra la sentencia T-021 de 2018 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia T-021 de 2018 es nula por cambio de 
precedente, desconocimiento del principio de autonomía judicial e 
incongruencia entre la parte motiva y resolutiva  
Pretensión Que se anule la Sentencia   T-021 de 2018 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
La Sentencia   T-021 de 2018 por cuanto los 
solicitantes no cumplieron con la carga 
argumentativa en cuanto a la acreditación de una 
causal material de procedencia de nulidad 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la solicitud de nulidad, la Corte identificó que no se cumplía 
con la carga argumentativa requerida para la anulación de sus sentencias, siendo este un 
requisito formal exigido por la jurisprudencia 
Sala Plena Auto A-542 Expediente T-5.475.189 
Fecha 22 de 





Caso Solicitud de nulidad contra la sentencia SU-585 de 2017 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia SU-585 de 2017 es nula por violación al 
debido proceso, por incongruencia entre la parte motiva y 
resolutiva, por la omisión del análisis de un asunto de relevancia 
constitucional y por falta de imparcialidad 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Fallo proferido el 21 de noviembre de 2017 por el Juzgado Promiscuo Municipal de San 
Luis – Antioquia 
Pretensión Que se anule la Sentencia  SU-585 de 2017 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
La Sentencia  SU-585 de 2017 no es nula porque se 
careció de legitimación para presentar la nulidad y 
por no acreditar ninguna causal material de 
procedencia de la nulidad 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la solicitud de nulidad, la Corte identificó que uno de los 
peticionarios carecía de legitimación para actuar dentro del proceso, lo cual es un 
requisito formal para que proceda tal nulidad, y frente a las demás solicitudes no 
encontró acreditada ninguna causal, sino que se pretendía reabrir el debate jurídico 
Sala Plena Auto A-397 Expediente T-6.660.139 







Revisión del fallo proferido el 21 de noviembre de 2017 




Determinar si la falta de una notificación eficaz dentro del trámite 
de tutela genera una nulidad del procedimiento por la violación del 
derecho a la publicidad, contradicción y defensa del accionante 
Pretensión 
Que se revise el  fallo proferido el 21 de noviembre de 2017 por el 
Juzgado Promiscuo Municipal de San Luis – Antioquia dentro del 
expediente  T-6.660.139 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
El fallo objeto de revisión y la actuación seguida 
con posterioridad al mismo es nula porque no se 
aseguró la debida notificación por cualquier medio 
eficaz del auto admisorio y del que decretó pruebas 
dentro del proceso 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
la Sentencia C-041 de 2017 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al revisar el contenido de la sentencia del Juzgado Promiscuo Municipal de San Luis, la 
Corte se percató que el  Juez de primera instancia no procuró la debida notificación del 
auto que admitió la acción de tutela y el que decretó pruebas al accionante, lo que 
vulnera su derecho a la publicidad, contradicción y defensa, y lo que constituye a su vez 
una causal de nulidad por violación al debido proceso 
Sala Plena Auto A-547 Expediente 
D-11443 y 
D-11467 
Fecha 22 de 







Solicitud de nulidad presentada contra la Sentencia C-
041 de 2017 
Problema 
jurídico 
Determinar si la Sentencia C-041 de 2017 es nula por la violación de 
la garantía del juez natural, por el desconocimiento del precedente 
contenido en la  C-666 de 2010, C-889 de 2012, y el Auto 025 de 
2015, por el desconocimiento de la cosa juzgada y por inobservancia 
de las etapas del juicio. 
Pretensión Que se declare la nulidad de la Sentencia C-041 de 2017 
Normatividad 
aplicable 
Decreto 2067 de 
1991,  Decreto 
2591 de 1991 y  
Acuerdo 02 de 
2015 
Ratio decidendi 
La  Sentencia C-041 de 2017 es nula por la 
violación de la cosa juzgada constitucional con lo 
resuelto en la Sentencia C-666 de 2010 reiterada en 
la Sentencia C-889 de 2012 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al verificar el contenido de la Sentencia C-041 de 2017 la Corte Constitucional constató 
que lo allí resuelto ya había sido definido por la Sentencia  C-666 de 2010 reiterada en la 
Sentencia C-889 de 2012, lo que constituye una causal para la declaración de esa 
nulidad por el desconocimiento de la cosa juzgada, previa verificación del cumplimiento 
de los requisitos formales de oportunidad, legitimación y argumentación 
 
 
Artículos 223 (parcial) y 225 (parcial) de la Ley 599 de 2000 "Por la cual se expide el 
Código Penal". 
Sala Plena Sentencia C-635 Expediente D-10105 








Demanda de inconstitucionalidad en contra de los 
artículos 223 (parcial) y 225 (parcial) de la Ley 599 de 
2000 "Por la cual se expide el Código Penal". 
Problema 
jurídico 
Es claro que la limitación hace referencia al asunto materialmente 
debatido, más que a las normas formalmente invocadas por los 
actores. Una interpretación diversa permitiría que los ciudadanos 
formularan el mismo ataque contra una disposición que ya fue 
declarada exequible, siempre y cuando tuvieran la habilidad de 
encubrir el mismo cargo con una distinta envoltura formal. Esa 
situación no sólo introduciría una enorme inseguridad jurídica sino 
que, además, vulneraría el perentorio mandato del artículo 243 
superior, según el cual, los fallos que “la Corte dicte en ejercicio del 
control jurisdiccional hacen tránsito a cosa juzgada constitucional”. 
Pretensión Que se declare la inexequibilidad de la norma.  
Normatividad 
aplicable 
Ley 599 de 2000 
Ratio decidendi 
la sanción de las conductas establecidas por el 
legislador, busca proteger los derechos a la honra y 
el buen nombre, con lo cual, quedó sentado que los 
comportamientos descritos por el legislador tienen 
la potencialidad de lesionar dichos derechos y, se 
desestimó la opinión, según la cual, los ataques al 
patrimonio moral realizados solamente en 
presencia del ofendido o en escrito exclusivamente 
dirigido al agraviado, no causan daño. 
Consecuentemente, su incorporación al 
ordenamiento penal no quebranta el principio de 
legalidad. Igualmente, se desvirtuó el 
cuestionamiento por presunta violación del 
principio de prohibición de exceso, reparo sobre el 
cual también la referida C- 489 de 2002 dio cuenta, 
descartando su prosperidad. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Numeral 1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2001 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En la presente sentencia de constitucionalidad, el tema central se refiere a lo que debe 
tenerse en cuenta al momento de definir para que una sentencia que se pronunció sobre 
un precepto legal, tenga fuerza de cosa juzgada constitucional. Al respecto la Corte 
argumenta que, es menester que para que exista cosa juzgada constitucional, las 
sentencias proferidas por esta Corporación deben contener un mínimo de motivación o 
de referencia a las razones por las cuales la norma que se estudia, se ajusta, o por el 
contrario, contradice lo dictaminado dentro de la Carta Constitucional. 
Sala Plena Sentencia C-500 Expediente D-9958 
Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad en contra del numeral 
1º del artículo 44 de la Ley 734 de 2001 
Problema 
jurídico 
(i) ¿La competencia prevista en el numeral 1 del artículo 44 de la ley 
734 de 2002 para imponer la sanción de inhabilidad, desconoce los 
artículos 277?6 y 278.1 de la Constitución Política que no la prevén 
de manera expresa? Y, en estrecha relación con este, ¿La 
competencia de destitución asignada a las autoridades disciplinarias 
desconoce el artículo 278?1 de la Carta, conforme al cual, la 
desvinculación de los funcionarios públicos se encuentra a cargo del 
Procurador General de la Nación en su condición de Director del 
Ministerio Público? 
 
(ii) ¿La competencia prevista en el numeral 1 del artículo 44 de la ley 
734 de 2002, se opone al artículo 25 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos y al artículo 93 de la Constitución, al privar a las 
personas de un recurso judicial efectivo para cuestionar tal 
competencia o para debatir la validez de las decisiones adoptadas en 
ejercicio de dicha competencia? 
 
 
(iii) ¿La competencia prevista en el numeral 1 del artículo 44 de la 
ley 734 de 2002, se opone al artículo 23 de la Convención Americana 
 
 
de Derechos Humanos en el que se prevé que la reglamentación del 
ejercicio de los derechos (i) a ser elegido y (ii) a tener acceso, en 
condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas, podrá 
hacerse exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, instrucción, capacidad civil o mental, o condena, 
por juez competente, en proceso penal? 
 
(iv) ¿La competencia prevista en el numeral 1 del artículo 44 de la 
ley 734 de 2002 se opone a los artículos 2 y 29 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos y al artículo 93 de la Constitución, 
al desconocer la obligación de seguir los pronunciamientos de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, en particular el 
adoptado en el caso “López Mendoza vs. Venezuela”? 
Pretensión Que se declare la inexequibilidad de la norma.  
Normatividad 
aplicable 
Ley 734 de 2002 
Ratio decidendi 
La decisión de declarar conforme a la Constitución, 
una competencia disciplinaria para imponer la 
sanción de destitución e inhabilidad general en los 
supuestos previstos por el numeral 1 del artículo 44 
de la Ley 734 de 2002, constituye un desarrollo 
directo del deber constitucional e internacional del 
Estado de adelantar las actuaciones necesarias para 
afianzar la moralidad administrativa y enfrentar 
eficazmente la corrupción. Al respecto se 
consideraron en el análisis la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, aprobada por 
el Congreso mediante la Ley 412 de 1997 y la 
Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción aprobada por el Congreso mediante la 
Ley 970 de 2005. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En la presente sentencia, la Corte reitera su posición sobre el concepto y los principios 
que sustentan la institución de la cosa juzgada constitucional. De igual manera, señala 
que esta figura es una cualidad o rasgo que caracteriza una determinada hipótesis fáctica 
o jurídica. Dicha cualidad se les atribuye a las situaciones en las cuales: ” (i) un conjunto 
de hechos o de normas, (ii) han sido objeto de juzgamiento por parte de un tribunal 
competente (iii) en aplicación de las normas sustantivas que reúnan las condiciones para 
integrarse al parámetro de control”. Dice la Corporación que los fallos proferidos por 
ella que se adaptan las anteriores condiciones, hacen tránsito a cosa juzgada. Añade, 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Artículos 4, 23, 24, 25, 33 y 41 (parciales) de la Ley 1592 de 2012, “por medio de la cual se 
modifica la Ley 975 de 2005”. 
refiriéndose al principal efecto de la cosa juzgada constitucional, que al configurarse esta 
última se activa igualmente la imposibilidad jurídica de que la Corte reabra el juicio de 
inconstitucionalidad sobre el mismo objeto que ya ha sido tema de discusión. 
Sala Plena Sentencia C-287 Expediente D-9892 
Fecha   








Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 4, 
23, 24, 25, 33 y 41 (parciales) de la Ley 1592 de 2012, 




(i) Determinar si las expresiones: “(…)las cuales en ningún caso 
serán tasadas” contenida en el inciso cuarto del artículo 23 de la Ley 
1592 de 2012; “(…) y remitirá el expediente a la Unidad 
Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 
víctimas (…)” contenida en el inciso quinto del artículo 23;  y  el  
inciso 2° del artículo 24 de la Ley 1592 de 2012, vulneran los 
principios de separación de poderes e independencia judicial, en 
cuanto  trasladan a una dependencia de la rama ejecutiva del poder 
público (a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y 
Reparación Integral a las Víctimas –UAEARIV-), funciones que son 
propias de los jueces, como es la de tasar el monto de la 
indemnización correspondiente al daño antijurídico ocasionado a la 
víctima por el punible investigado. 
 
(ii) Establecer si las expresiones “(…) La definición de estos 
derechos se encuentran desarrollados en la Ley 1448 de 2011”del 
artículo 4° de la Ley 1592 de 2012; “(…) afectaciones causadas a la 
víctima” del inciso primero del artículo 23; “(…) afectaciones 
causadas con la conducta criminal” del inciso segundo del artículo 
23; “(…) de identificación de las afectaciones causadas a las 
víctimas” del parágrafo 3° del artículo 23; “(…) la Sala ordenará la 
remisión a la Unidad Administrativa Especial para la atención  y 
Reparación Integral de las víctimas para que esta valore de manera 
preferente si se trata o no de un sujeto de reparación colectiva en los 
términos de la Ley 1448 de 2001” del parágrafo 4° del artículo 23;  
 
 
“la identificación de las afectaciones causadas a las víctimas” del 
parágrafo 5° del artículo 23; “de conformidad con el modelo de 
reparación contemplado en la ley 1448 de 2011 y sus normas 
complementarias” del artículo 24, inciso primero; “(…) para el pago 
de los programas de reparación administrativa” del artículo 33 
parágrafo 5°;  el segmento “8, 42, 43, 45, 47,48, 49” del artículo 41, 
todos de la Ley 1592 de 2012, vulneran los derechos de las víctimas a 
una reparación integral, al debido proceso, al acceso a la justicia y a 
la igualdad, en razón a que las expresiones acusadas implican la 
sustitución del incidente judicial  de reparación integral previsto en la 
Ley 975 de 2006, por un incidente de identificación de afectaciones a 
la víctima contenido en la Ley 1592 de 2012, el cual reduce la 
reparación a las víctima de los delitos de justicia y paz, a una 
indemnización por la vía administrativa . 
Pretensión Que se declare la inexequibilidad de la norma.  
Normatividad 
aplicable 
Ley 1592 de 
2012, “por 
medio de la cual 
se modifica la 
Ley 975 de 
2005”. 
Ratio decidendi 
Estas normas se orientan a regular, el primero, los 
montos que Unidad Administrativa Especial para la 
Atención y Reparación Integral a la Víctimas podrá 
reconocer por la indemnización administrativa, y el 
segundo, la manera como se distribuye la 
indemnización cuando se presentan concurrencia 
de beneficiarios. Como se puede observar se trata 
de materias que además de estar contempladas en 
preceptos que no fueron objeto de la acusación, 
regulan aspectos que trascienden el ámbito 
temático del artículo 4° impugnado relativo a “la 
definición de los derechos de las víctimas”. De 
modo que los cuestionamientos de los actores 
relativos a los montos y la forma de distribución de 
la indemnización administrativa, no se derivan de 
la norma acusada. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
La Honorable Corporación reitera que la cosa juzgada constitucional se orienta a 
garantizar la estabilidad de las sentencias judiciales, la certeza respecto de sus efectos, y 
la seguridad jurídica. De la misma forma se resalta que las decisiones adoptadas por la 
Corte tienen carácter definitivo, y sólo podrán ser alteradas en sentencias posteriores, 
cuando se modifique el parámetro de control aplicado, es decir, la Constitución misma. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción de tutela instaurada por el señor Mario de Jesús Rivera Vélez 
Sala Plena Sentencia T-057 Expediente T- 4620577 
Fecha   








Acción de tutela instaurada por el señor Mario de Jesús 
Rivera Vélez, actuando como agente oficioso de su hija 
Mairoby Rivera Taborda, contra Sanitas EPS y 
COLSANITAS Medicina Prepagada. 
Problema 
jurídico 
El presente asunto versa sobre una acción de tutela presentada por el 
señor Mario de Jesús Rivera Torres, actuando como agente oficioso 
de su hija  Mairoby Rivera Taborda (29 años), quien se encuentra en 
estado vegetativo desde hace cuatro años, contra la EPS Sanitas y 
COLSANITAS Medicina Prepagada, debido a que las mismas se 
niegan a practicarle una “estimulación espinal epidural cervical”, la 
cual fue ordenada el 12 de agosto de 2013 por el médico especialista 
en neurocirugía Dr. Maximiliano Páez Novoa, galeno que no se 
encuentra inscrito a la mencionada EPS. 
 




Los artículos 86 
y 241 de la 
Constitución 
Nacional, el 
Decreto 2591 de 





La Sala encuentra que: (i) se está ante la única y 
quizá última opción para una paciente, dado que, 
salvo el Dr. Páez Novoa, ningún médico ha 
propuesto o planteado alternativa alguna de 
recuperación para la joven Mairoby; (ii) se cuenta 
con ciertos fundamentos científicos para afirmar 
que no se está ante un tratamiento completamente 
desconocido o novedoso, así las autoridades 
correspondientes, nacionales o extranjeras, todavía 
no lo hayan aprobado; (iii) los riesgos del 
tratamiento han sido explicados a los familiares, los 
cuales los han asumido; y (iv) el médico que le ha 
venido haciendo un seguimiento permanente a la 
evolución de la paciente, tiene la firme convicción 
de que el tratamiento propuesto brinda una “luz de 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Artículo 10 (parcial) de la Ley 48 de 1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de 
Reclutamiento y Movilización” 
 
esperanza” en la materia. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Esta sentencia de tutela corresponde a la reiteración jurisprudencial sobre la 
improcedencia de la acción de tutela en contra de otra acción de tutela y la influencia de 
la cosa juzgada constitucional frente a esta situación. Dentro de la providencia se cita a 
la sentencia de unificación SU-1219/01, en la cual se explica que la Corte debe mirar la 
totalidad de las sentencias de tutela, ya sea para seleccionar las sentencias que ameritan 
revisión o para decretar su no selección y que en las dos posibilidades debe estudiar el 
fallo de instancia antes de decidir. La decisión de no revisar una sentencia de tutela tiene 
como principal efecto, argumenta el fallo del 2001, la ejecutoria formal y material de la 
misma, con lo que opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, es consecuencia, 
“excluir la sentencia de tutela de la revisión se traduce en el establecimiento de una cosa 
juzgada inmutable y definitiva.” 
 
Sala Plena Sentencia C-007 Expediente 
expediente 
D-10858 
Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 10 
(parcial) de la Ley 48 de 1993 “Por la cual se 




Con sujeción a las consideraciones expuestas, procede la Corte a 
analizar si en el presente caso existe o no cosa juzgada constitucional 
precisando el alcance de la sentencia C-511 de 1994 y, en caso de ser 
ello así, si resulta o no procedente emprender un nuevo análisis de la 
disposición demandada en esta oportunidad. 
 
Pretensión 
Que se declare inexequible el artículo 10 (parcial) de la Ley 48 de 
1993 “Por la cual se reglamenta el servicio de Reclutamiento y 
Movilización”. 
Normatividad Ley 48 de 1993 Ratio decidendi 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Ley 962 de 2005 





Decreto 2067 de 
1991. 
La constitucionalidad del artículo 10º de la Ley 48 
de 1993 fue juzgada en la sentencia C-511 de 1994 
por las mismas razones que apoyan los cargos 
formulados por el demandante en este proceso. Del 
análisis efectuado se concluye, sin perjuicio de la 
precisión indicada en el numeral 3.6.1.2 respecto 
del fundamento de esa providencia, que existe (i) 
identidad en el objeto al ser impugnada la misma 
disposición, así como (ii) identidad en el cargo 
referido a la posible infracción del mandato de 
igualdad entre hombres y mujeres reconocido en 
los artículos 13 y 43 de la Carta. De acuerdo con 
ello la sentencia C-511 de 1994 hizo tránsito a cosa 
juzgada formal y relativa. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En esta oportunidad, la Corte reitera su posición sobre el efecto principal que causa en 
las sentencias la configuración de la cosa juzgada constitucional, el cual resulta ser el de 
dotar a los fallos de un carácter inmutable e inmodificable, por lo que los mecanismos 
que permitirían la relativización de esta figura, sólo aplicarían de carácter excepcional. 
Conforme a lo anterior, la Corte considera que cuando se interponen aquellos 
mecanismos que permiten mutar estas decisiones, es exigible al demandante el 
cumplimiento de una especial y particular carga argumentativa, que tiene como 
fundamento los principios de respeto y estabilidad de las decisiones tomadas por el 
Tribunal Constitucional. 
Sala Plena Sentencia C-516 Expediente 
expediente 
D-11227 
Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 3º 
(parcial) del artículo 3º de la Ley 962 de 2005. 
Problema 
En efecto y de manera previa, la Corte debe establecer si el inciso 3º 
del artículo 3º de la Ley 962 de 2005 “Por la cual se dictan 
 
 
jurídico disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos 
administrativos de los organismos y entidades del Estado y de los 
particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios 
públicos” se encuentra vigente o produciendo efectos jurídicos. 
Absolver esa duda es relevante, en la medida en que carecería de 
objeto un pronunciamiento de fondo en el caso en que la disposición 
acusada no se halle en vigor. De ahí que, la Sala reseñará el 
precedente sobre la derogación y su incidencia en la competencia de 
la Corte. 




Ley 962 de 
2005. 
disposiciones 2º, 




La Corte Constitucional ha clasificado la 
derogatoria en tres clases, a saber: i) expresa, 
procedimiento en que una ley de manera directa 
suprime un texto normativo anterior, al señalar que 
esta última disposición pierde vigencia con la 
entrada en vigor del nuevo enunciado; ii) tácita, 
fenómeno que ocurre cuando un texto legal 
contiene normas contrarias a los contenidos 
deónticos de una ley que tiene mayor antigüedad. 
Esa antinomia se presenta en disposiciones de igual 
jerarquía o entre las fuentes que tienen la 
competencia para suprimir la norma objeto de 
derogación. En estos eventos, el operador jurídico 
se concentra en argumentar que entre los dos 
preceptos –anterior y posterior- es imposible 
construir una norma. La derogatoria implícita no 
conlleva la eliminación de todos los contenidos 
normativos de una disposición. En realidad, 
suprime los enunciados incompatibles y deja 
incólumes las proposiciones jurídicas que carecen 
de esa contradicción con la ley posterior. iii) 
orgánica, que se presenta en el evento en que una 
ley regula toda la materia que reglamentó un 
estatuto precedente. Esta clase de derogatoria opera 
con independencia de que entre los dos compendios 




Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Los artículos 6 y 7 (parciales) de la Ley 1767 de 2015 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En la presente sentencia, la Sala de Decisión se aparta de aquellos fallos sentencia en los 
cuales se ha reconocido una relación estrecha entre la cosa juzgada material y el 
precedente constitucional, al considerar que tal postura resulta errada por cuanto se 
confunden dos categorías diversas de una decisión judicial. Sustenta la Sala sus 
consideraciones explicando que el precedente propone una regla judicial que resuelve un 
caso concreto o un cargo en una sentencia de constitucionalidad, que se convierte 
entonces en un antecedente normativo. Por el contrario, la cosa juzgada material es una 
institución jurídico procesal que “otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia de 
constitucionalidad, el carácter de inmutables, vinculantes y definitivas, de ella surge una 
restricción negativa consistente en la imposibilidad de que el juez constitucional vuelva 
a conocer y decidir sobre lo resuelto”. 
Añade además que estas instituciones tienen funciones distintas, el precedente busca 
garantiza la coherencia del sistema jurídico y algunos principios constitucionales, como 
la confianza legítima, el derecho a la igualdad y el debido proceso. Mientras que la cosa 
juzgada busca garantizar la seguridad jurídica y que los juicios constitucionales tengan 
un fin, esto último, resalta la sala, no lo materializa el precedente. 
Sala Plena Sentencia C-541 Expediente 
Expediente 
D-11289 
Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 6 y 
7 (parciales) de la Ley 1767 de 2015 “por la cual se 
declara patrimonio cultural inmaterial de la Nación la 
celebración de la Semana Santa en Tunja (Boyacá) y se 
dictan otras disposiciones”. 
Problema 
jurídico 
Durante el trámite del presente asunto de constitucionalidad esta 
Corporación profirió la Sentencia C-441 del 17 de agosto de 2016, 
mediante la cual resolvió la demanda formulada contra los artículos 6 
y 7 de la Ley 1767 de 2015, dentro el Expediente D-11218. Debido a 
lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de las disposiciones 
demandadas, la Sala Plena estima necesario determinar si como 




Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
los artículos 3 y 4 (parciales) de la Ley 1754 de 2015 
Pretensión 
Que se declare la inexequibilidad de los artículos 6 y 7 (parciales) de 
la Ley 1767 de 2015 “por la cual se declara patrimonio cultural 
inmaterial de la Nación la celebración de la Semana Santa en Tunja 
(Boyacá) y se dictan otras disposiciones”. 
Normatividad 
aplicable 
Ley 1767 de 
2015 “por la 
cual se declara 
patrimonio 
cultural 
inmaterial de la 
Nación la 
celebración de la 
Semana Santa 
en Tunja 




En atención a lo decidido por esta Corporación en 
la Sentencia C-441 de 2016 mediante la cual se 
declaró la exequibilidad de los artículos 6 y 7 de la 
Ley 1767 de 2015, la Sala Plena encuentra 
configurado el efecto de la cosa juzgada 
constitucional relativa. Lo anterior, toda vez que al 
efectuar la verificación de los requisitos exigidos 
para que se configure el efecto procesal de la cosa 
juzgada, la Sala Plena encuentra que: (i) se trata de 
los mismos contenidos normativos acusados 
(Artículos 6 y 7 parciales de la Ley 1767 de 2015), 
y (ii) la confrontación se hizo con los mismos 
preceptos señalados en la demanda que originó este 
proceso de constitucionalidad (Artículos 1 y 19 
Superiores). 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En la presente sentencia la Corte reitera su posición respecto a lo ya dicho en su 
jurisprudencia sobre la cosa juzgada constitucional. Sin embargo, dentro de sus 
consideraciones resalta las bases legales que sostienen esta institución. Además de dar 
suma importancia al artículo 243 de la Constitución Política mediante el cual se le 
atribuye a una sentencia de constitucionalidad el carácter de inmutable, vinculante y 
definitiva, añade que el artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, y el artículo 46 de la ley 
270 de 1996 al reconocer la obligatoriedad de los fallos de la Corte, también constituyen 
los fundamentos esenciales de la cosa juzgada constitucional. 
Sala Plena Sentencia C-287 Expediente 
Expediente: 
D-11652 
Fecha   









Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 3 y 
4 (parciales) de la Ley 1754 de 2015 “Por la cual se 
reconoce la importancia religiosa y cultural del 
monumento a Cristo Rey, del municipio de Belalcázar, 




La cosa juzgada constitucional, mencionada específicamente en el art 
243 de la Carta, es un instituto jurídico procesal que cumple 
funciones de significativa relevancia. En ese sentido dicha figura 
contribuye a la garantía de la seguridad jurídica, al impedir que un 
asunto juzgado pueda ser sometido nuevamente a un examen, 
asegurando así niveles adecuados de certidumbre sobre las normas 
vigentes a las cuales las autoridades públicas y los particulares deben 
ajustar sus actuaciones. Igualmente, de otra parte, esta figura 
constituye un instrumento que salvaguarda la supremacía de la 
Constitución puesto que al imponer la intangibilidad del 
pronunciamiento judicial por parte de su intérprete autorizado, se fija 
y se hace vivo el sentido de la Carta. 
Pretensión 
Que se declare la inexequibilidad de los artículos 3 y 4 (parciales) de 
la Ley 1754 de 2015 “Por la cual se reconoce la importancia religiosa 
y cultural del monumento a Cristo Rey, del municipio de Belalcázar, 
en el departamento de Caldas, y se dictan otras disposiciones.” 
Normatividad 
aplicable 
Ley 1754 de 
2015 “Por la 





Cristo Rey, del 
municipio de 
Belalcázar, en el 
departamento de 




Conforme a lo expuesto el objeto de control, así 
como el sentido y alcance de la acusación 
coinciden plenamente. En efecto, las disposiciones 
juzgadas en esta oportunidad hacen parte de la Ley 
1754 de 2015 y los argumentos de 
inconstitucionalidad propuestos son equivalentes a 
los analizados en ocasión anterior. Así las cosas y 
siguiendo para el efecto la regla de la decisión 
adoptada en la sentencia C-008 de 2017 -que 
abordó el examen de una demanda de 
inconstitucionalidad contra algunos apartes de los 
artículos 1 y 3 de la referida Ley- existe entonces 
cosa juzgada formal y, procede estarse a lo resuelto 
en la sentencia C-570 de 2016. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Acción de tutela formulada por Agropecuaria El Roble del Caribe S.A.S. contra la 
Superintendencia Nacional de Salud. 
Dentro de esta sentencia de constitucionalidad la Corte acoge su postura a lo ya sentado 
en su misma jurisprudencia sobre la naturaleza, características, tipos y efectos de la cosa 
juzgada constitucional. Resulta importante señalar lo dicho en este fallo respecto de la 
identificación de la materia juzgada de las sentencias donde se ha materializado la 
institución de la cosa juzgada constitucional. Se expone entonces que la delimitación de 
la materia juzgada exige al juez constitucional analizar dos elementos: el objeto de 
control y el cargo de constitucionalidad, pues conforme a esto es que existirá cosa 
juzgada “si un pronunciamiento previo de la Corte en sede de control abstracto recayó 
sobre la misma norma (identidad en el objeto) y si el reproche constitucional planteado 
es equivalente al examinado en oportunidad anterior (identidad en el cargo)”. 
Sala Plena Sentencia SU-439 Expediente 
Expediente 
T-4.770.440. 
Fecha   







Acción de tutela formulada por Agropecuaria El Roble 




La Sala Plena advierte la necesidad de examinar, de manera 
preliminar, los siguientes aspectos procesales: (i) las solicitudes de 
nulidad presentadas en sede de revisión; (ii) de forma conjunta, la 
cosa juzgada constitucional y la actuación temeraria; y (iii) la 
procedencia de la acción de tutela. 
Pretensión Que se resuelva el asunto y se tutelen los derechos fundamentales 







Frente al requisito de relevancia constitucional, la 
Corporación observa que el asunto examinado 
también carece de dicho presupuesto, pues, en 
esencia, la discusión gira en torno a aspectos 
legales y económicos, los cuales no son de 
competencia del juez de tutela sino del juez 
ordinario. En efecto, la empresa accionante solicita 
que se ordene a la Supersalud, por una parte, 
revocar las Resoluciones Nº 1485 del 13 de agosto 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción de tutela instaurada por Jorge Eliecer García quien actúa como agente oficioso de 
su esposa María Eneida Candela Ortiz 
de 2013 y 1744 del 19 de septiembre del mismo 
año, lo cual implica un debate estrictamente 
relacionado con la legalidad de tales actos 
administrativos, y por otra, proferir una nueva 
resolución mediante la cual habilite a Salud Andina 
EPS S.A. para operar en el Régimen Subsidiado en 
Salud, es decir, una pretensión cuyos efectos 
claramente se circunscriben sólo a beneficios 
meramente económicos que se obtendrían con la 
operatividad de esa EPS. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En esta sentencia de unificación de jurisprudencia la Corte reafirma su postura respecto 
a lo ya sentado por esta en su jurisprudencia respecto de la cosa juzgada constitucional 
frente a las acciones de tutela. Sostiene que para que se configure tal institución deben 
constatarse los siguientes aspectos: “(i) identidad de partes; (ii) identidad de causa; e (iii) 
identidad de objeto”. Igualmente añade que la cosa juzgada constitucional se consolida 
en materia de tutela cuando ocurren alguna de estas dos situaciones: “(i) cuando la 
solicitud de amparo es excluida para su revisión por parte de la Corte Constitucional; o 
(ii) cuando es seleccionada y resuelta por esa misma Corporación”. 
Aunado a lo anterior, considera importante esta Corporación referirse a la figura de la 
temeridad, que según la definición del artículo 38 del Decreto 2591/91 existiría cuando 
“sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la 
misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales”, por lo cual “se 






Sentencia T-298 Expediente 
Expediente 
T-5.969.300 
Fecha   







Acción de tutela instaurada por Jorge Eliecer García 
quien actúa como agente oficioso de su esposa María 
Eneida Candela Ortiz, a través de apoderado judicial 





¿Se cumple el requisito de legitimación en la causa por activa, dentro 
de la acción de tutela instaurada por Jorge Eliecer García, quien actúa 
en calidad de agente oficioso de su esposa María Eneida Candela 
Ortiz, a través de apoderado judicial, en contra de Cafesalud EPS, 
hoy Medimás EPS, por medio de la cual solicita la internación de la 
referida en centro especializado para pacientes con enfermedades 
mentales? 
Pretensión 
El señor Jorge Eliecer García invoca la protección de los derechos 
fundamentales a la salud y a la dignidad humana de su esposa, 
teniendo en cuenta los diferentes factores que la circunscriben como 
sujeto de especial protección constitucional. En primer lugar (i) su 
avanzada edad, en segundo lugar (ii) el trastorno crónico afectivo 
bipolar que padece y en tercer lugar (iii) la escasez de recursos 







Por lo anterior y atendiendo a los postulados 
desarrollados por la jurisprudencia de esta 
Corporación sobre la materia, para la Sala es claro 
que la acción de tutela que en esta oportunidad es 
objeto de revisión no es temeraria, en la medida en 
que (i) surgió un nuevo elemento de juicio que 
debía renovar la necesidad bajo la cual debió 
analizarse el asunto, y (ii) ante el surgimiento de 
nuevas violaciones o amenazas del derecho a la 
salud de la paciente, toda vez que la necesidad del 
servicio que requiere la señora Eneida Candela 
Ortiz se renueva cada mes, lo que implica el 
desconocimiento de prestaciones periódicas. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Señala la Corte en esta oportunidad, que la presente sentencia hace parte de las cuales se 
reitera la posición de la jurisprudencia sobre el tema de cosa juzgada constitucional 
frente a las acciones de tutela. Sin embargo, resulta relevante esbozar lo dicho por la 
Corte para sustentar sus consideraciones. Dentro del fallo, explica la corporación que 
Las consecuencias de la exclusión de revisión de un expediente de tutela son: “(i) la 
ejecutoria formal y material de la sentencia de segunda instancia; (ii) la configuración 
del fenómeno de la cosa juzgada constitucional de las sentencias de instancia (ya sea la 
única o segunda instancia) que hace la decisión inmutable e inmodificable, salvo en la 
eventualidad de que la sentencia sea anulada por parte de la misma Corte constitucional 
de conformidad con la ley; y (iii) la improcedencia de tutela contra tutela”. Por el 
contrario, cuando la tutela es seleccionada por la Corte, la cosa juzgada constitucional se 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción de tutela instaurada por la Contraloría Distrital de Bogotá contra la Sección 
Tercera del Consejo de Estado 
produce con la ejecutoria del fallo que se profiere en sede de revisión. 
Por otra parte, se señala que la cosa juzgada puede desvirtuarse, al igual que la 
temeridad pese a la identidad de objeto y causa, ya que según esta Honorable 
Corporación, no se configura la cosa juzgada entre dos acciones de tutela, si la nueva 
solicitud de amparo se fundamenta en nuevos hechos que no habían sido analizados 
previamente por el juez, o cuando en el tiempo de interposición de la primera acción, el 







Sentencia T-649 Expediente 
Expediente 
T-2.921.805 
Fecha   








Acción de tutela instaurada por la Contraloría Distrital 
de Bogotá contra la Sección Tercera del Consejo de 
Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Problema 
jurídico 
(i) ¿Existe cosa juzgada constitucional respecto de la 
controversia planteada en la presente acción de tutela? 
 
(ii) ¿Es el recurso extraordinario de revisión un mecanismo de 
defensa judicial idóneo y eficaz en el caso concreto? 
Pretensión Se amparen los derechos fundamentales amparados, y se ejerza la 







Es posible constatar que en todos los casos citados 
en los cuales ha prosperado la causal sexta de 
revisión, la Sala Plena del Consejo de Estado ha 
declarado la nulidad de todo lo actuado dentro del 
proceso a partir del acto que configuró la 
irregularidad y en su lugar, ha dictado sentencias de 




Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción pública de inconstitucionalidad contra parágrafo 1º del artículo 43 de la Ley 99 
de 1993 
En suma, este mecanismo es idóneo en el caso 
concreto, puesto que el procedimiento contencioso 
administrativo prevé una causal específica que 
permite proteger de manera integral los derechos 
invocados por la entidad accionante. Además, es 
eficaz toda vez que los remedios otorgados para 
tales casos por la Sala Plena del Consejo de Estado 
demuestran tener un espectro lo suficientemente 
amplio para garantizar la restauración de tales 
derechos. Se trata entonces de un mecanismo que 
debe ser agotado antes de acudir a la tutela. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En esta sentencia la Corte reitera su posición respecto a que el fallo que decide la no 
revisión de las acciones de tutela, hace tránsito a cosa juzgada constitucional, a menos 
que la misma Corporación decida anular dicha decisión. 
Sala Plena  Sentencia C-220 Expediente 
expediente 
D-8241 
Fecha   








Acción pública de inconstitucionalidad contra parágrafo 
1º del artículo 43 de la Ley 99 de 1993, “Por la cual se 
crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el 
sector público encargado de la gestión y conservación 
del medio ambiente y los recursos naturales renovables, 
se reorganiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y 
se dictan otras disposiciones.” 
Problema 
jurídico 
En primer lugar, para el actor el parágrafo demandado desconoce los 
principios de legalidad y reserva de ley que rigen la imposición de 
cargas públicas, ya que (i) no señala con precisión la tarifa aplicable 
y, en consecuencia, permite que las autoridades ambientales fijen a su 
libre albedrío tarifas superiores al 1% de la inversión; y (ii) no define 
el concepto de inversión empleado por la disposición y, por tanto, 
deja en manos de las autoridades administrativas la fijación la base de 




En segundo lugar, a juicio del demandante, el parágrafo vulnera los 
principios de igualdad, proporcionalidad y equidad en la distribución 
de las cargas públicas, toda vez que la ambigüedad de la disposición 
en relación con los elementos de la obligación y el uso del concepto 
de inversión como base de liquidación de la carga, conducen a 
consecuencias injustas y confiscatorias. 
 
En tercer lugar, el demandante alega que la disposición acusada viola 
los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto (i) 
prevé una medida que no es idónea para alcanzar el fin perseguido, es 
decir, la protección del ambiente; y (ii) conduce a una restricción 
desproporcionada de los derechos a la igualdad, a la libre empresa y a 
la propiedad de los propietarios que, por otro lado, no conduce a una 
protección adecuada del ambiente y los recursos hídricos.  En su 
sentir, si la finalidad de la disposición es la protección y conservación 
de la cuenca hidrográfica de la que un proyecto toma agua, el criterio 
que debió emplear el Legislador para liquidar la carga no es el costo 
de la inversión sino la cantidad de agua usada por el proyecto. 
 
Por último, en criterio del actor, el parágrafo impugnado desconoce 
el derecho de propiedad, pues en tanto no limita con precisión la 
tarifa, permite a las autoridades encargadas de reglamentar la 
obligación imponer cargas confiscatorias y expropiatorias con tarifas 
de hasta el 100% de la inversión. 
Pretensión 
Se declare la inexequibilidad del parágrafo 1º del artículo 43 de la 
Ley 99 de 1993, “Por la cual se crea el Ministerio del Medio 
Ambiente, se reordena el sector público encargado de la gestión y 
conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, 




  Ley 99 de 
1993, “Por la 










y los recursos 
naturales 
Ratio decidendi 
En primer término, la medida persigue finalidades 
no sólo legítimas sino imperiosas a la luz de la 
Constitución. Como se explicó en apartes previos, 
la inversión forzosa bajo escrutinio busca la 
recuperación, preservación y conservación de las 
cuencas hídricas del país y, por tanto, del agua 
como recurso limitado y fundamental para la 
supervivencia humana. 
En segundo término, la medida es idónea para 
alcanzar el fin perseguido. Ciertamente, la 
realización de obras u otras actividades como, por 








SINA, y se 
dictan otras 
disposiciones.” 
reforestación, contribuyen efectivamente a 
preservar la cuenca de la que no sólo el obligado, 
sino la comunidad en general y las generaciones 
futuras obtendrán el agua. La efectividad de los 
medios previstos en la ley es además potenciada 
con la vigilancia que debe ejercer la autoridad 
ambiental y la existencia de un plan de manejo de 
la cuenca al que debe sujetarse el obligado. 
Adicionalmente, en tanto la carga bajo escrutinio 
incrementa los costos de desarrollar proyectos que 
involucren el uso de agua tomada de fuentes 
naturales, desincentiva aquellos proyectos cuya 
utilidad no sea superior al costo de realización, 
incluidos los costos ambientales. De esta manera, la 
medida promueve un uso eficiente de los recursos 
hídricos. De otro lado, en tanto tarifas superiores al 
1% de la inversión solamente pueden ser fijadas 
por la autoridad ambiental con fundamento en los 
costos ambientales del respectivo proyecto, la 
medida promueve la inversión privada en 
tecnologías amigables con el ambiente. 
En tercer término, la medida es proporcionada en 
estricto sentido, pues no implica una limitación 
desproporcionada de los derechos de los obligados 
y, de otro lado, permite alcanzar grandes beneficios 









CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Reitera la Corte su postura respecto al concepto y tipos de cosa juzgada constitucional, 
pero resulta importante resaltar algunas cuestiones relevantes que añade la misma sobre 
el tema:  
Diferencia entre cosa juzgada relativa y cosa juzgada aparente 
En algunas ocasiones existe alguna controversia constitucional que parece similar a otra 
estudiada anteriormente y que por ende, ya ha sido objeto de fallo constitucional, pero 
que al analizarlo en concreto, resulta ser un análisis distinto, a esto es lo que la 
jurisprudencia ha denominado cosa juzgada relativa y cosa juzgada aparente, por lo que 
argumenta la Corte que es necesario realizar la diferenciación entre estas dos. 
Respecto a la cosa juzgada relativa señaló: “se presenta cuando una declaración de 
exequibilidad se circunscribe exclusivamente a los cargos analizados en la respectiva 
sentencia, razón por la cual en el futuro pueden analizarse nuevas demandas por cargos 
distintos contra la misma disposición e, incluso, contra el mismo contenido normativo”; 
igualmente, como en otras sentencias, se explica en este fallo que esta puede 
demostrarse de forma explícita e implícita. 
La cosa juzgada aparente por su parte se refiere “son aquellos en los que pese a que la 
Corte ha declarado exequible sin condicionamiento una disposición en una sentencia 
previa, en realidad en ese fallo no se examinó la constitucionalidad del respectivo 
contenido normativo, de modo que la Corte puede volver a ocuparse de su juicio de 
constitucionalidad”. 
Requisitos para declarar la existencia de cosa juzgada constitucional 
Se referencia en esta sentencia, que cuando la Corte se enfrenta a una demanda contra 
una norma que fue declarada exequible previamente, la Corporación debe tener en 
cuenta los siguientes criterios para declarar la cosa juzgada cuando exista: “(i) identidad 
de contenido normativo y de disposición acusada, lo que exige un análisis del contexto 
de aplicación de la norma, e (ii) identidad de cargos tanto desde el punto de vista de la 
norma constitucional que se considera desconocida, como del hilo argumentativo que 
sigue el concepto de violación”. 
 
 
Demanda de inconstitucionalidad: contra los artículos 86 (parcial), 89 (parcial) de la Ley 
1395 de 2010 (8231), artículo 90 de la Ley 1395 de 2010 (8232), artículo 100 de la Ley 1395 
de 2010 (8240) 





Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad: contra los artículos 86 
(parcial), 89 (parcial) de la Ley 1395 de 2010 (8231), 
artículo 90 de la Ley 1395 de 2010 (8232), artículo 100 
de la Ley 1395 de 2010 (8240) 
Problema 
jurídico 
La interpretación de los artículos 86 y 89 que desarrolla la demanda 
admite un examen de constitucionalidad. En efecto, lo que se 
cuestiona es la exclusión del tercero civilmente responsable en el 
proceso penal y su remisión a un momento procesal posterior al 
juicio de responsabilidad penal, esto es, al incidente de reparación 
integral. Por eso considera inconstitucional la disposición que 
supedita la procedencia del citado incidente y la oportunidad de su 
solicitud -término de caducidad- a que la sentencia condenatoria haya 
quedado en firme. Así, este cargo suscita una duda mínima en torno a 
la exequibilidad de la norma impugnada frente a los artículos 2 y 229 
de la CP. No obstante, el cargo por vulneración del artículo 228 de la 
CP es inepto, por cuanto no se aporta un mínimo de argumentación 
que sustente la violación de dicho texto, específicamente en relación 




Se declare la inexequibilidad de los artículos 86 (parcial), 89 (parcial) 
de la Ley 1395 de 2010 (8231), artículo 90 de la Ley 1395 de 2010 
(8232), artículo 100 de la Ley 1395 de 2010 (8240) 
Normatividad 
aplicable 
Ley 1395 de 
2010 (8232), 
artículo 100 de 
la Ley 1395 de 
2010 (8240) 
Ratio decidendi 
Con base en la doctrina constitucional sobre la 
competencia normativa del Legislador, encuentra 
esta Corporación que la disposición acusada resulta 
acorde con el estatuto superior, en virtud de que el 
recurso de apelación es una instancia de control 
prevista como la garantía de una decisión justa, no 
constituyéndose en un proceso autónomo o un 
nuevo juicio en el que deban debatirse todos los 
temas del mismo y como tal, requerirse la 
inmediación de las pruebas con el juez de la 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 397 (parcial) de la Ley 906 de 2004 
segunda instancia. En este sentido, la disposición 
acusada no vulnera el artículo 250 Superior, por 
cuanto permite la salvaguarda del derecho de la 
segunda instancia para autos en materia penal, 
protege la vigencia de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos del debido proceso, del derecho a 
la defensa y del acceso a la justicia, a la par de 
buscar la racionalización de su trámite logrando 
una mayor eficacia de la justicia. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En el texto de esta sentencia la Corte reitera su posición sobre el tema de la cosa juzgada 
constitucional y atañe a los conceptos dados por la misma Corporación en sentencias de 
los años 2004, 2006 y 2007. 
Sala Plena  Sentencia C-260 Expediente 
Expediente 
D-8269 
Fecha   







Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 397 
(parcial) de la Ley 906 de 2004, “por la cual se expide el 
Código de Procedimiento Penal”. 
Problema 
jurídico 
Para abordar un análisis de fondo la Sala debe determinar 
previamente: (i) si ha operado o no el fenómeno de la cosa juzgada 
constitucional; y (ii) si la demanda fue presentada en debida forma, 
de manera que cumple las exigencias propias de un cargo de 
inconstitucionalidad por omisión relativa. 
 
Pretensión Se declare la inexequibilidad del  artículo 397 (parcial) de la Ley 906 
de 2004, “por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal”. 
Normatividad 
aplicable 
Ley 906 de 
2004, “por la 





La Corte no desconoce que entre la Fiscalía y la 
víctima, o entre ésta y su apoderado, pueden 
presentarse divergencias de criterio acerca de cuál 
debe ser la mejor estrategia para promover y 
desarrollar el proceso en cada una de sus etapas. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 1016-5. 1045, 1054, 1226, 1230, 
1231, 1232, 1234, 1235, 1236, 1237, 1238, 1243, 1248, 1249, 1251 y 1278 del Código Civil. 
Sin embargo, teniendo en cuenta que la Fiscalía es 
la autoridad a la que se ha asignado la misión 
constitucional de promover la acción penal, y que 
en su calidad de “parte” le corresponde dirigir la 
acusación, exponer su teoría del caso y defenderla 
durante el juicio oral, la Sala considera que, de la 
misma manera, es ella quien tiene la potestad de 
trazar la ruta a seguir, por supuesto asumiendo las 
consecuencias y responsabilidades inherentes al 
ejercicio de la función pública en caso de 
incumplimiento de los deberes funcionales en 
relación con la protección efectiva de los derechos 
de las víctimas. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En esta providencia la Corte reitera su posición en cuanto al concepto, tipos y principios 
que sostienen la cosa juzgada constitucional. Toma como referente para la mayor parte 
de sus consideraciones la sentencia C-209/07 en el cual se estudió igualmente el tema de 
la participación de la víctima en el proceso penal como en el presente fallo. 
Sala Plena  Sentencia C-283 Expediente 
Expediente 
D-8112 
Fecha   








Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 
1016-5. 1045, 1054, 1226, 1230, 1231, 1232, 1234, 
1235, 1236, 1237, 1238, 1243, 1248, 1249, 1251 y 1278 
del Código Civil. 
Problema 
jurídico 
Le corresponde a la Corte determinar si resultan contrarias al 
principio de igualdad, consagrado en los artículos 5, 13 y 42 de la 
Constitución, las normas del código civil que reconocen a favor de 
los cónyuges sobrevivientes la posibilidad de reclamar la “porción 
conyugal”, facultad que no se reconoce a los compañeros o 
compañeras permanentes. 
 
Para responder el anterior problema jurídico, la Sala debe analizar, 
 
 





primero, la naturaleza jurídica de la “porción conyugal”, segundo, si 
esa  naturaleza permite su reconocimiento a los compañeros y 
compañeras y tercero, si las parejas del mismo sexo pueden tener 
derecho a ella, en los términos en  que lo plantea la demanda. 
Pretensión 
Se declare la inexequibilidad de los los artículos 1016-5. 1045, 1054, 
1226, 1230, 1231, 1232, 1234, 1235, 1236, 1237, 1238, 1243, 1248, 




Código Civil de 
Colombia.  
Ratio decidendi 
corresponde al legislador y no al juez 
constitucional regular las consecuencias jurídicas 
de ciertos hechos y fenómenos sociales. No 
obstante, ante la ausencia de una normativa que 
permita prodigar una protección a un grupo 
determinado el juez constitucional puede extender 
uno existente, como en efecto lo hizo en el caso de 
las uniones maritales de hecho frente a las parejas 
del mismo sexo. En ese orden se indicó: 
“No hay razón que justifique someter a las parejas 
homosexuales a un régimen que resulta 
incompatible con una opción vital a la que han 
accedido en ejercicio de su derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, ni resulta de recibo 
que la decisión legislativa de establecer un régimen 
para regular la situación patrimonial entre 
compañeros permanentes, sea indiferente ante los 
eventos de desprotección a los que puede dar lugar 
tratándose de parejas homosexuales.” 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
la Corte Constitucional reitera su posición sobre la función positiva y negativa de la cosa 
juzgada constitucional, y sobre la división de cosa juzgada material y cosa juzgada 
formal, para esto cita jurisprudencia incluso de años anteriores al 2000. 
 
 
Acciones de tutela instauradas por varias personas privadas de la libertad, o en 
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Acciones de tutela instauradas por varias personas 
privadas de la libertad, o en representación de estas. 
Problema 
jurídico 
El primer y principal problema a resolver en el presente caso es el 
siguiente: ¿Violan las autoridades acusadas por los diferentes 
accionantes (la Presidencia y el Congreso de la República, el 
Ministerio de Justicia y del Derecho, el INPEC, las autoridades de 
cada centro de reclusión, los jueces de ejecución de penas y medidas 
y los fiscales), los derechos fundamentales de las personas privadas 
de la libertad, en especial a la dignidad humana, a la vida, a la salud y 
a la resocialización, en razón a las deplorables condiciones de 
reclusión, ocasionadas, en especial, por el grave hacinamiento que 
atraviesan estas instituciones, a pesar de que tal situación de los 
centros penitenciarios y carcelarios es un asunto estructural que no le 
compete específicamente a ninguna de las autoridades acusadas? 
 
Pretensión 
Se amparen los derechos fundamentales señalados como vulnerados y 
se establezca el estado de cosas inconstitucional del sistema 







 Un Estado social y democrático de derecho, bajo 
ninguna circunstancia, puede imponer barreras u 
obstáculos infranqueables o considerables al acceso 
a los servicios de salud de las personas privadas de 
la libertad. Cuando el Sistema penitenciario y 
 
 
carcelario está deteriorado o en un estado de cosas 
contrario al orden constitucional (porque, por 
ejemplo, no cuenta con infraestructura adecuada y 
suficiente, está sobrepoblado, ofrece mala 
alimentación, no ocupa, educa ni brinda la 
posibilidad de realizar ejercicios físicos o 
actividades de esparcimiento a las personas y, en 
cambio sí, las expone a riesgos de violencia que 
pueden afectar su integridad personal o su vida 
misma), no garantizar el acceso a los servicios de 
salud es una violación grosera y flagrante del orden 
constitucional vigente. En estas condiciones se 
comete una doble violación: por una parte, el 
Sistema penitenciario y carcelario desprotege el 
derecho a la salud, al dejar de tomar acciones y 
medidas orientadas a superar las afecciones a la 
salud de las personas privadas de la libertad; pero a 
la vez lo irrespeta, por cuanto emprende acciones 
(recluir a una persona en condiciones extremas, 
insalubres y no higiénicas) que privan del grado de 
salud que tenían. No se les asegura gozar de un 
mejor grado de salud y, además, se les arrebata el 
que tenían. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Reitera la Corte en la presente providencia lo dicho ya sobre la cosa juzgada frente a las 
acciones de tutela. Señala que, dictada una sentencia en segunda instancia dentro de la 
justicia ordinaria, el expediente se envía a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión, mecanismo constitucional que puede relativizar la cosa juzgada ordinaria. Una 
vez en sede de la Corte, esta decide de manera discrecional, estudiar el caso o excluirlo, 
la primera opción implica el análisis del caso y cierra la discusión en cuanto al objeto 
estudio de amparo, y la segunda, deja en firme la decisión del juez de instancia, 
configurándose así, en las dos posibilidades, la cosa juzgada constitucional. Igualmente, 
se reitera que la configuración en estos casos de la cosa juzgada constitucional puede 
ceder excepcionalmente, cuando exista lo denominado “fraus omnia corrumpit”. En 
palabras de la Corte: “Debe tenerse en cuenta que una providencia judicial proferida por 
una vía de hecho, es decir, en los casos en los que se compruebe que hubo fraude por la 
autoridad competente, no puede alcanzar la categoría de cosa juzgada constitucional, por 
el simple hecho de que no fue seleccionada por esta Corporación en su momento, pues 
se estarían otorgando cualidades de inmutabilidad e intangibilidad a decisiones 
contrarias a la Constitución y la Ley”. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
La señora Liliana Urueta López en calidad de apoderada de la Caja Nacional de 
Previsión Social  EICE-CAJANAL – en liquidación, interpone acción de tutela contra 
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La señora Liliana Urueta López en calidad de apoderada 
de la Caja Nacional de Previsión Social  EICE-
CAJANAL – en liquidación, interpone acción de tutela 
contra el  Juzgado Primero Penal del Circuito de Bogotá 
Problema 
jurídico 
En el presente caso es preciso establecer, en primer lugar, la 
procedencia del amparo solicitado frente al fallo de tutela proferido 
por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Bogotá del 9 de agosto 
de 2004 que protegió los derechos de petición, debido proceso, 
seguridad social en pensiones, igualdad y mínimo vital de un 
conjunto de accionantes contra Cajanal. 
 
Pretensión 
Se amparen los derechos fundamentales señalados como vulnerados y 
se establezca el estado de cosas inconstitucional del sistema 







 De acuerdo con lo anterior, es claro que la Corte 
no admite ni considera procesalmente viables, las 
tutelas contra sentencias de tutelas que han hecho 
tránsito a cosa juzgada constitucional, ya que las 
posibles equivocaciones o arbitrariedades de los 
jueces que las fallen, se solventan a través del 
mecanismo de revisión que corresponde 
únicamente a la Corte Constitucional. 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
 
Acción de tutela contra el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, 
Sección Cuarta. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En el presente fallo la Corte aborda el tema de la improcedencia de una acción de tutela 
en contra de las decisiones de tutela proferidas por la misma Corporación. Argumenta 
que la razón por la que el legislador no reguló la acción te tutela contra tutela, se 
sustenta en razones de seguridad jurídica, ya que abrir la posibilidad de impugnar las 
sentencias con nuevas tutelas, causaría detrimento en la protección cierta, estable y 
oportuna de los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
Un ejemplo claro ejemplo de lo anterior dentro ejercicio constitucional realizado por la 
Corte, es la imposibilidad de interponer acción de tutela en contra del auto que declare la 
no selección para la revisión de una acción de tutela, fallo que genera cosa juzgada 
constitucional sobre el mismo. Debido a esta característica, se diferencia la cosa juzgada 
ordinaria de la constitucional, pues la primera admite procedencia de la acción de tutela 
por vías de hecho, en cambio, en los procesos de naturaleza constitucional, la 
oportunidad para solicitar se declare la existencia de una vía de hecho en los fallos de 
tutela es durante el proceso de revisión hasta que finalice el término de insistencia de los 
magistrados y del Defensor del Pueblo respecto de las sentencias no seleccionadas. De 
modo que, una vez concluido dicho término, “la sentencia hace tránsito a cosa juzgada 









T-041/10 Expediente T-2390690 
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Acción de tutela contra el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. 
Problema 
jurídico 
Determinar si la acción de tutela interpuesta por el demandante 
resulta mecanismo idóneo para atacar el fallo de tutela  dictado por la 




Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción de tutela promovida por Nubia Elena Gómez Osmán contra la Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal. 
Pretensión 
Amparo de los derechos a la igualdad y al acceso a la administración 
de justicia, además, que se ordene a la Sección Cuarta del Consejo de 
Estado declarar la nulidad de la notificación por edicto de la sentencia 
de primera instancia del Juzgado 26 Administrativo de Bogotá, 
procediendo a (i) revocar la decisión de éste que en el 2002-11491 
negó el incidente de nulidad y (ii) ordenar que dicho juzgado realice 
nuevamente el trámite de notificación del fallo para la presentación 









Declarar improcedente la acción de tutela, 
confirmar la sentencia proferida por la Sección 
Cuarta del Consejo de Estado, ya que en el caso en 
concreto había operado el fenómeno de caducidad. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Al revisar lo acontecido en el caso en concreto, la Corte encontró que la tutela del 
accionante resulta improcedente pues se trataba de una acción de tutela contra una 
sentencia de tutela, cuestión que configura la cosa juzgada constitucional como 






Auto T-754/10 Expediente T-2501692 









Acción de tutela promovida por Nubia Elena Gómez 





Determinar si la no escogencia para revisión de la primera acción de 
tutela presentada por la accionante que planteaba la misma 
pretensión, conlleva a la configuración del fenómeno de la cosa 
 
 
 Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 




Restablecer los derechos al debido proceso, acceso a la 
administración de justicia, igualdad, libertad, honra, libertad de 
locomoción y domicilio, para lo cual solicita dejar sin efecto la 
sentencia dictada por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia el 19 de febrero de 2009, “en lo que se refiere a los 










La Corte decide no tutelar los derechos alegados, 
confirmar la Sentencia discutida por haber operado 
el fenómeno de cosa juzgada constitucional, y al 
encontrar que la Sala de Casación Penal, no 
incurrió en los defectos alegados en la demanda. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Se configuró la figura de cosa juzgada constitucional ya que en el caso en concreto, no 
procedían los criterios delimitados por la Corte Constitucional para la procedencia de la 
acción de tutela contra providencias judiciales: el defecto sustantivo, orgánico, fáctico y 
procedimental. Se reitera de igual forma que el término “vía de hecho” podía ser 
restrictivo o limitado, en el entendido de que no siempre la vulneración de derechos 
fundamentales derivada de una decisión judicial, corresponde a una actuación arbitraria, 
caprichosa. 
Sala Plena  Auto C-061/10 Expediente D-7818 
Fecha 3 de 







Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 13 




Determinar si existe cosa juzgada sobre la norma discutida, ya que la 
Corte se pronunció en la Sentencia C-493/02 sobre aquella.  
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 16, inciso 1º (parcial) de la ley 1142 de 
2007 y contra el artículo 245, inciso 2º, de la Ley 906 de 2004. 
Pretensión Declarar inexequible el artículo 58 de la Ley 550 de 1999. 
Normatividad 
aplicable 






Acogerse a lo resuelto en Sentencia C-493/02, que 
declaró exequible el numeral 13  del artículo 58 de 
la Ley 550 de 1999, pues existe identidad en la 
norma demandada, y en los cargos frente a los 
cargos a los cuales se pronunció la Corte en aquella 
oportunidad. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Se configuró en este caso el fenómeno de cosa juzgada ya que se cumplieron los 
requisitos de: (i) que se proponga estudiar el mismo contenido normativo de la misma 
proposición normativa, ya estudiada en una sentencia anterior; y (ii) que se proponga 
dicho estudio por las mismas razones (esto incluye el referente constitucional o norma 
presuntamente vulnerada), ya estudiadas en una sentencia anterior. Ahora bien, sólo en 
presencia de estas dos condiciones se genera a su vez una obligación, cual es la de 
estarse a lo resuelto en la sentencia anterior. 
Sala Plena  Auto C-334/10 Expediente D-7915 
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Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 16, 
inciso 1º (parcial) de la ley 1142 de 2007 y contra el 




Determinar si existe o no inepta demanda, y por ende, si se ha 
configurado la cosa juzgada sobre la norma discutida.  
Pretensión 
Declarar inexequible el artículo 16, inciso 1º (parcial) de la ley 1142 




Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
  
Los artículos 1º, 2º, 4º,  y 8º de la Ley 22 de 1984. 
Normatividad 
aplicable 




Acogerse a lo resuelto en la sentencia C-131 de 
2009, por ocurrencia de la cosa juzgada 
constitucional, ya que los problemas planteados, 
quedaron resueltos, al estar subsumidos en el 
objeto de estudio, argumentos, análisis y parte 
resolutiva de la sentencia C-131 de 2009. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Se configuró en este caso el fenómeno de cosa juzgada ya que se cumplieron los 
requisitos de: (i) que se proponga estudiar el mismo contenido normativo de la misma 
proposición normativa, ya estudiada en una sentencia anterior; y (ii) que se proponga 
dicho estudio por las mismas razones (esto incluye el referente constitucional o norma 
presuntamente vulnerada), ya estudiadas en una sentencia anterior. Ahora bien, sólo en 
presencia de estas dos condiciones se genera a su vez una obligación, cual es la de 
estarse a lo resuelto en la sentencia anterior. 
Sala Plena  Auto C-600/10 Expediente D-8012 








Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 1º, 




Determinar si se ha configurado la cosa juzgada constitucional en 
relación a los artículos demandados.  








Acogerse a lo resuelto en sentencia C-568/10, por 
ocurrencia de la cosa juzgada constitucional, ya 
que existe identidad en los preceptos normativos, 
en los cargos y en los argumentos que fundamentan 
los cargos de las demandas presentadas en ambas 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
La Ley 1382 de 2010, por la cual se modifica la Ley 685 de 2001, Código de Minas. 
ocasiones. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Se configuró en este caso el fenómeno de cosa juzgada ya que se cumplieron los 
requisitos de: (i) que se proponga estudiar el mismo contenido normativo de la misma 
proposición normativa, ya estudiada en una sentencia anterior; y (ii) que se proponga 
dicho estudio por las mismas razones (esto incluye el referente constitucional o norma 
presuntamente vulnerada), ya estudiadas en una sentencia anterior. Ahora bien, sólo en 
presencia de estas dos condiciones se genera a su vez una obligación, cual es la de 
estarse a lo resuelto en la sentencia anterior. 
Sala Plena  Auto C-027/12 Expediente 
D-8385 y   
D-8390 
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Demanda    de    inconstitucionalidad contra la Ley 1382 
de 2010, por la cual se modifica la Ley 685 de 2001, 




Determinar si en el caso concreto debe operar o no la cosa juzgada 
constitucional con relación a la  Sentencia C-366 de 2011, que 
declaró la inconstitucionalidad de la Ley 1382 de 2010 pero que 
difirió los efectos de dicho fallo a un término de dos (2) años.  
 
Pretensión Declarar inexequible la Ley 1382 de 2010, por la cual se modifica la 





366/11,  C-863, 
C-957, C-1049, 




Acogerse a lo resuelto en sentencia C-366/11, por 
ocurrencia de la cosa juzgada constitucional, ya 
que en aquella fue declarada inexequible la norma 
acusada, y una vez transcurrido el término fijado 
por la Corte, la decisión que no puede ser 
modificada en pronunciamiento posterior, bien sea 
para declararla exequible o para disponer un efecto 
inmediato de inexequibilidad, revocando la 
decisión de diferir los efectos de la sentencia.  
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acción de Tutela instaurada por Amparo Sierra de Quintero, Ruby Cortes de López y otros 
contra CAJANAL, Ministerio de Protección Social, Buen Futuro: Unidad de Gestión 
Fideicomiso Patrimonio Autónomo, Ministerio de Hacienda, y Sociedad Fiduciaria 
FIDUPREVISORA.  
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
Se sostuvo que el diferimiento de los efectos del fallo de inconstitucionalidad no 
significa que la ley demandada no haya sido objeto de juzgamiento constitucional, ya 
que en el momento de resolver la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma 
en un primer lugar se hizo el estudio de exequibilidad de la misma y se ponderó que en 
ese caso resulta menos lesivo para los derechos y principios constitucionales conservar 
por un tiempo determinado la vigencia de la norma para que el legislador reforme, 
modifique o llene el vacío correspondiente con una norma o legislación que se 
corresponda con la Constitución. Del mismo modo se ha dicho que cuando se produzca 
una nueva demanda sobre la misma norma, así sean por otros cargos, se debe conservar 







Auto T-218/12 Expediente T-2-620-501 
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Acción de Tutela instaurada por Amparo Sierra de 
Quintero, Ruby Cortes de López y otros contra 
CAJANAL, Ministerio de Protección Social, Buen 
Futuro: Unidad de Gestión Fideicomiso Patrimonio 
Autónomo, Ministerio de Hacienda, y Sociedad 




Determinar la improcedencia de acción de tutela para controvertir 
sentencias de tutela previas, y por ende, si existe cosa juzgada 
constitucional. 
Pretensión 
Protección de los derechos fundamentales al acceso a la 
administración de justicia, al mínimo vital, al incluir en nómina los 
nombres de los accionantes, respecto de los cuales el Juzgado 
Segundo Civil del Circuito de Magangué – Bolívar, emitió decisión a 
favor el 11 de diciembre de 2006, y pagar a favor de los  
demandantes el monto correspondiente al derecho de su pensión 
gracia, a partir del día siguiente en que adquirieron el status pensional 
 
 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Acto Legislativo 5 de 2011 
con todos los factores salariales a que tiene derecho según la ley y 












La Corte decidió revocar la Sentencia proferida por 
el Superior de la Judicatura, y en su lugar, confimar 
la sentencia del Consejo Seccional de la Judicatura 
de Cundinamarca Sala Jurisdiccional Disciplinaria, 
que declaró improcedente el amparo solicitado por 
los accionantes, al considerar que la acción de 
tutela fue improcedente como se establece en la 
sentencia SU-1219/01. 
 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
La improcedencia de la acción de tutela para controvertir un fallo previo de tutela 
proferido por la misma corporación, después de haberse surtido el trámite de revisión, 
por haberse ya configurado el fenómeno de la cosa juzgada de la siguiente forma: “una 
vez ha culminado el proceso de revisión por parte de la Corte, no hay lugar para reabrir 
el debate y, por tanto, la decisión se torna inmutable y definitivamente vinculante, 
revistiéndose de la calidad de cosa juzgada. Así las cosas, decidido un caso por la Corte 
Constitucional o terminado el proceso de selección para revisión y precluido el lapso 
establecido para insistir en la selección de un proceso de tutela para revisión, opera el 
fenómeno de la cosa juzgada constitucional. 
Sala Plena  Auto C-538/12 Expediente D-8855 









Demanda de inconstitucionalidad contra el Acto 




Determinar si en el caso concreto debe operar o no la cosa juzgada 
constitucional con relación a la Sentencia C-317 de 2012, en la cual 


























Acogerse a lo resuelto en sentencia C-317 de 2012, 
por ocurrencia de la cosa juzgada constitucional, al 
existir identidad en la normatividad demandada, 
cargos y argumentos que fundamentan los cargos 
presentados en ambas demandas. 
CONCLUSIONES E INTERPRETACIÓN 
En este caso se configuró el fenómeno de cosa juzgada ya que se cumplieron los 
requisitos de: que se proponga estudiar el mismo contenido normativo de la misma 
proposición normativa, ya estudiada en una sentencia anterior; y que se proponga dicho 
estudio por las mismas razones (esto incluye el referente constitucional o norma 
presuntamente vulnerada), ya estudiadas en una sentencia anterior. Ahora bien, sólo en 
presencia de estas dos condiciones se genera a su vez una obligación, cual es la de 




CRITERIOS PARA LA DECLARACIÓN DE NULIDAD DE LAS SENTENCIAS DE LA 
CORTE CONSTITUCIONAL Y SUS EFECTOS SOBRE LA COSA JUZGADA: UN 
ANÁLISIS DESDE LAS DECISIONES EMITIDAS EN EL PERIODO 2010 A 2018 
 
La nulidad de las sentencias en la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde el año 
2010 hasta el 2018 
 
 
Del régimen normativo 
 
Recordando que la nulidad de las decisiones judiciales trae como consecuencia que las 
mismas dejen de surtir todo efecto, con el fin de que se rehaga el procedimiento, si la nulidad 
acaece por vicios en el mismo, o para que se tome una nueva decisión si la nulidad se 
desprende del pronunciamiento que haya hecho el juzgador, para el caso de la jurisdicción 
constitucional el marco normativo de las nulidades no es tan amplio ni tan especifico como 
suele suceder con la jurisdicción civil, la penal o la contencioso administrativa.  
 
Lo anterior, por cuanto, por ejemplo, el Código General del Proceso y el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo regulan las causales 
específicas de nulidad, las condiciones en las que se presentan, cuándo y cómo deben alegarse, 
cuales son saneables y cuáles no, entre otras cosas, de modo que no resulta difícil saber 
cuándo se presenta una nulidad en el proceso civil o contencioso administrativo y cómo debe 
procederse en cada caso.  
 
Pero no acontece lo mismo con la jurisdicción constitucional, ya que, al revisar las 
normas que regulan los procedimientos ante la Corte Constitucional, se encuentra lo siguiente: 
la Carta Política de 1991 en sus artículos 239 al 245 consagra los procesos que son 
conocimiento de la Corte, la calidad que deben ostentar los magistrados, la cosa juzgada de las 
decisiones que en esa jurisdicción se toman, entre otros asuntos, y dentro de esa normatividad, 
el numeral 11 del artículo 241 dispone que una de las funciones de la guardadora 
constitucional es: “darse su propio reglamento” (Constitución Política , 1991). 
 
Ese reglamento se encuentra disperso en varias normas: el Decreto 2067 de 1991 que 
se encarga del régimen procedimental de los juicios y actuaciones que se surten ante la Corte 
Constitucional, el cual, en su artículo 24, respecto de las nulidades de los procesos propios de 
esta jurisdicción, sólo dice que: 
 
Contra las sentencias de la Corte Constitucional no procede recurso alguno. 
La nulidad de los procesos ante la Corte Constitucional sólo podrá ser alegada antes 
de proferido el fallo. Sólo las irregularidades que impliquen violación del debido 
proceso podrán servir de base para que el Pleno de la Corte anule el Proceso 




El Decreto 2591 de 1991 que reglamenta la Acción de Tutela, nada dice respecto de 
los vicios que pueden presentarse en el trámite de la misma y las posibles nulidades a que 
ellos conllevan; la Ley 270 de 1996 o Ley Estatuaria de Administración de Justicia en sus 
artículos 43 al 49 también regula algunos aspectos relacionado con la Corte Constitucional y 
los procedimientos que ella conoce, pero allí tampoco existe alguna regulación de las 
nulidades en tales procesos.  
 
Dichas normas fueron expedidas hace más de dos décadas y desde que entró en 
vigencia la Constitución Política de 1991 y se han puesto en práctica los procesos cuyo 
conocimiento compete a la jurisdicción constitucional, por razones de necesidad práctica, 
desde la jurisprudencia se gestó y se evidenció una necesidad de darle mayor sustancia y 
sustento jurídico a las nulidades dentro de estos procedimientos, por lo que, a través de sus 
pronunciamientos, la Corte Constitucional, como se verá, creó todo un andamiaje respecto a 
este tema. 
 
Pero es a raíz de esta situación que, recientemente, mediante el Acuerdo 02 de 2015 
de la Corte Constitucional, por medio del cual se unificó y actualizó su reglamento, en su 
artículo 106 dispuso: 
 
Sobre las nulidades. Una vez presentada oportunamente una solicitud de nulidad y 
previa comunicación a los interesados, la misma deberá ser resuelta por la Sala 
Plena de acuerdo con las siguientes reglas:  
 
a. Si la nulidad se invoca con anterioridad a la sentencia, la misma podrá ser 
decidida en dicha providencia o en un auto separado. Si la nulidad se refiere a 
aspectos meramente de trámite se resolverá en auto. En este último caso, la 
decisión se adoptará en los quince días siguientes al envío de la solicitud al 
magistrado ponente por la Secretaría General.  
 
b. Si la nulidad se invoca con respecto a la sentencia, la misma será decidida en 
auto separado, en el término máximo de tres meses, contado desde el envío de la 
solicitud al magistrado ponente por la Secretaría General. Sin perjuicio de lo 
anterior, el proyecto se deberá registrar por lo menos quince días antes de su 
vencimiento (Acuerdo 02, 2015, pág. 32). 
 
Pero, aun con la reciente regulación normativa de las nulidades en los 
procedimientos de la Corte Constitucional, esa reglamentación sigue siendo muy somera, 
por lo que, para el estudio de ese instituto es imprescindible el análisis de la jurisprudencia 
de ese órgano, que es en donde puede encontrarse la fundamentación amplia, concreta y 









La nulidad de los procesos ante la Corte Constitucional desde la jurisprudencia 
 
Como se dijo, ha sido la práctica judicial constitucional la que ha gestado dentro de la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional la construcción de un importante y reiterado 
precedente respecto de las nulidades en los procesos propios de esta jurisdicción. 
 
El nacimiento, conformación y desarrollo de las nulidades en los procesos 
constitucionales data aproximadamente del año 1996, en el cual se profirieron los primeros 
autos en los cuales la Corte Constitucional se pronunciaba frente a las solicitudes de nulidad 
que planteaban las partes dentro de varias acciones de tutela en sede de revisión. 
 
En ese año fueron siete autos en los que la guardadora constitucional se pronunció 
respecto de solicitudes de nulidades de sentencias de revisión (A-056, A-021, A-052, A-012, 
A-004, A-050, A-058 y A-036), a partir de allí el número de solicitudes empezó a aumentar de 
manera gradual, al punto de que en el año 2010, la Corte resolvió cerca de 37 solicitudes de 
esa naturaleza, e incluso hay años en los que la cifra es mayor. 
 
Eso demuestra la importancia que esta figura ha tomado dentro de los trámites 
constitucionales, y se ha convertido en ocasiones, en una salvaguarda para la primacía y 
protección de los derechos fundamentales, ya que, como se ha visto en contadas ocasiones, 
incluso dentro de las acciones constitucionales pueden verse afectados intereses de índole 
fundamental, por lo que surge entonces necesaria que los intervinientes en dichos procesos 
cuenten con las herramientas para evitar cualquier afectación a su esfera personal de derechos. 
 
Ahora, en torno la nulidad de los procesos a los que se ha hecho referencia, se creado 
toda una reglamentación para su solicitud, trámite y decisión por parte de la Corte 
Constitucional, construcción que desde hace varios años se ha mantenido incólume, ya que, 
según los pronunciamientos reiterados del Alto Tribunal, al ser sus sentencias la interpretación 
máxima de la Carta Política de 1991, deben existir reglas fijas y rigurosas que aseguren la 
firmeza de tales decisiones con el fin de no afectar la seguridad jurídica o la cosa juzgada, por 
la eventual volatibilidad que podría traer consigo una recurrente nulidad de las decisiones del 
órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, por lo que tales criterios para el decreto de 
una nulidad, han sido mantenidos y reiterados uniformemente por la Corte. 
 
Por eso, para fines prácticos en el desarrollo de este trabajo, a continuación se hará el 
estudio de los criterios de procedencia y las demás reglas fijadas por la guardadora 
constitucional para la interposición y decisión de nulidades en los procesos constitucionales, 
partiendo de manera general de la jurisprudencia contenida en los autos proferidos por esta 
entre el año 2012 a 2018, para después mostrar algunas estadísticas en relación con las 
solicitudes de nulidad y las decisiones que ha tomado la Corte frente a las mismas. 
 
 
Lo anterior, con el fin de no hacer una tediosa exposición de cada auto en donde la 
Corte reitera constantemente su propio precedente, y para que, de modo contrario, muestre la 
misma información pero de manera más inteligente que acerque a este trabajo al cumplimiento 
de los objetivos trazados. 
 
 
Los criterios para la solicitud, trámite y decisión de las nulidades 
 
Dentro de la jurisprudencia consolidada y reiterada de la Corte Constitucional, se tiene que 
frente a la nulidad se han establecidos tres tipos de criterios: 1) el de la naturaleza 
excepcional; 2) los presupuestos formales de procedencia, y; 3) los presupuestos materiales de 





Partiendo de que el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991 dispone que contra las decisiones de 
la Corte Constitucional no procede ningún recurso, este mismo órgano ha afirmado 
constantemente que ello implica que sus decisiones no pueden ser objeto de revisión o 
modificación alguna, entendiendo que es esa inmutabilidad la que permite que las sentencias 
de la Corte propendan por el mantenimiento de la seguridad jurídica y por la certeza del 
derecho. 
 
Y es también ese carácter definitivo de las decisiones de la Corte, la que refuerza el 
carácter y labor de la misma como órgano de cierre e intérprete de la Carta Política de 1991, 
interpretaciones estas a las que se deben sujetar las decisiones de las demás ramas del poder 
público.  
 
Y es por eso, que la Corte Constitucional ha dicho y repetido que:  
 
… la posibilidad de proponer un incidente de nulidad contra una sentencia 
proferida por la Corte Constitucional es excepcional, ya que no implica reconocer que 
existe "un recurso contra esta clase de providencias", ni mucho menos una nueva 
oportunidad para reabrir el debate o examinar controversias que ya han sido definidas, 
(Auto A-009, 2010). 
 
Por el contrario, esa posibilidad de la que habla el Alto Tribunal se encuentra 
estrictamente limitada a ciertos casos especialísimos ligados a una violación al debido proceso 
derivada de una irregularidad “ostensible, probada, significativa y trascendental, es decir, que 
 
 
tenga repercusiones sustanciales y directas en la decisión o en sus efectos”, (Auto A-020, 
2017). 
 
Debiendo recordar que, aun cuando la solicitud de declaración de nulidad si bien 
implica una revisión de lo actuado, ello no debe tomarse o considerarse una nueva instancia 
procesal para reabrir el debate que ya ha sido definido, cuestión en la que es enfática la Corte. 
 
Este punto es importante, porque es muy común que en las solicitudes de nulidad que 
proponen las personas en trámites constitucionales, los reproches de las mismas están basadas 
en la inconformidad con la decisión tomada, criticando las razones por las cuales se accedió o 
no a la petición, argumentos que no tienen la fuerza en muchos casos de lograr acreditar una 
nulidad del proceso o de la sentencia, pues simplemente tratan de justificar la posición de la 
parte a la que le es adversa la decisión judicial. A raíz de ello: 
 
La nulidad no es, entonces, un recurso contra las providencias de esta Corporación. Por 
ende, al tramitar una solicitud de nulidad, la Corte no puede entrar a estudiar la 
corrección jurídica de la decisión sino que su examen se limita a determinar si en el 
trámite del proceso o en la sentencia misma ocurrieron violaciones al debido 
proceso”. En ese sentido, no es admisible que una persona inconforme con una decisión, 
busque anularla por circunstancias que ya fueron enjuiciadas en dos o tres momentos 
distintos. Ciertamente, “[t]oda sentencia desfavorable disgusta y molesta a quien no fue 
beneficiado por la decisión que contiene, pero de esa molestia o disgusto no puede 
deducirse irresponsablemente una vulneración del debido proceso por el solo hecho de 
que se trata de una providencia definitiva contra la cual no procede ningún recurso”. Por 
lo demás, es necesario señalar que “cuando se acude a la nulidad de manera 
desesperada, se desfigura su sentido y se quebranta la seguridad jurídica, (Auto A-101, 
2010). 
 
Como se aprecia, la posición de la Corte Constitucional frente a esta posibilidad de 
anular sus propias decisiones es bastante rígida, limitando esa opción a casos muy específicos 
y de muy poca ocurrencia. Esto además tiene un fondo muy lógico, y es que si las decisiones 
que dentro de los trámites constitucionales en última instancia son tomadas y/o revisadas por 
la propia Corte, existen, por lo menos en la teoría, muchas garantías para predicar la validez, 
legitimidad y justicia de esas decisiones, precisamente porque son tomadas por un órgano al 
que se le ha encargado la guarda, defensa y protección de la norma de mayor jerarquía en el 
país. 
 
De modo que, la tendencia y el común denominador debe ser que, en la mayor parte de 
los casos, por no decir que todos, los pronunciamientos de la Corte deben tener un grado de 




Claro está, la justicia es tomada por los hombres y por naturaleza el ser humano es 
imperfecto, por lo que imperfectas también pueden resultar sus actuaciones, y partiendo de 
allí, es posible que aun la propia Corte Constitucional cometa yerros que ameriten, según sea 
el caso, la declaración de una eventual nulidad que permita corregir el vicio cometido, so pena 
de que se materialice una vulneración de derechos fundamentales dentro de procedimientos 
que buscan precisamente su protección. 
 
De allí, que sea tan excepcional y a la vez tan necesaria, la posibilidad de solicitar la 
declaración de una nulidad ante la Corte Constitucional, porque en el fondo, siempre debe 
primar la adecuada administración de la justicia, la prevalencia de los derechos 
fundamentales, la supremacía de la Constitución Política de 1991 y la materialización de la 
seguridad jurídica y de la certeza del derecho.  
 
 
Requisitos formales de procedibilidad de la solicitud de nulidad. 
 
Para la interposición de la solicitud de nulidad de una sentencia de la Corte Constitucional se 
deben satisfacer tres requisitos: el primero se relaciona con el término para presentar la 
solicitud, el segundo tiene que ver con la legitimación para presentar la misma, y el tercero se 





Para solicitar la nulidad de una sentencia de la Corte Constitucional existen dos términos 
procesales: si la nulidad acaece antes de proferirse la decisión y está ligada a vicios en el 
procedimiento, la misma debe solicitarse antes de que se emita la sentencia según el artículo 
49 del Decreto 2067 de 1991, pero si el vicio se encuentra contenido en la sentencia misma, el 
término que tiene el interesado es de tres días a partir de la notificación de la misma: “vencido 
en silencio el término de ejecutoria cualquier eventual nulidad queda automáticamente 
saneada” (Auto A-290, 2016). 
 
Frente al primer supuesto no hay mucho por ahondar, toda vez que la regla que ha 
establecido la Corte es que si el vicio se relaciona con el procedimiento, mientras no se 
profiera el fallo el interesado puede proponer el incidente de nulidad por el yerro que se haya 
materializado. 
 
Diferente es el caso cuando el vicio está contenido en la sentencia misma, pues el 
término para interponer la solicitud es de tres días siguientes a la notificación, por lo que es 
 
 
importante repasar someramente como se surten las notificaciones de las sentencias en los 
procesos de tutela y las acciones públicas de inconstitucionalidad. 
 
Dentro de estas últimas, dispone el Decreto 2067 de 1991 en su artículo 16 que la 
sentencia se notifica por edicto dentro de los seis días siguientes a la toma de la decisión, el 
cual puede ser consultado en la siguiente dirección web: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/Edictos/ edicto que también se fija en las 
instalaciones de la Corte Constitucional, de modo que, los tres días a los que se refiere este 
órgano para proponer la nulidad, serán los siguientes a la fijación de dicho edicto. 
 
En los procedimientos de tutela el trámite es diferente, por cuanto el Decreto 2591 de 
1991 no dispone de ninguna formalidad especial para las notificaciones de los fallos, dicha 
norma solo se limita a decir en su artículo 16 que: “Las providencias que se dicten se 
notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez considere más expedito y 
eficaz” (Decreto 2591, 1991). 
 
Aun así, no existiendo ninguna formalidad para la notificación, lo que es claro que la 
misma debe surtirse de una u otra forma (personalmente, por aviso, por edicto, etc.), tanto a 
las partes del procedimiento como a los terceros interesados o afectados con la decisión, so 
pena de que opera la nulidad de la sentencia. Así lo manifestó la Corte Constitucional en el 
Auto A-235 de 2015 en el que rememoró que las sentencias T-014 de 1999, T-268 de 2015, T-
1006 de 2004 y T-893 de 2011 por no haberse notificado el fallo a terceros con interés sobre 
la decisión. En esa oportunidad: 
 
La Corte recordó que el debido proceso es un principio y un derecho 
constitucional que debe ser respetado por todas las autoridades, más aún por 
aquellas que hacen parte de la jurisdicción constitucional, de manera que ante la 
omisión de notificación de personas que resultan afectadas con las órdenes 
impartidas en una sentencia de tutela, la Corte debe admitir el error y declarar la 
nulidad de la misma, para así remediar la violación al debido proceso en la que 
habría incurrido, (Auto A-235, 2015). 
 
Entonces, si bien en los tramites de tutela el juez no está obligado a notificar de una 
forma determinada su decisión, la obligación que subsiste es la de que de una u otra manera 
esa comunicación a las partes y a los interesados se surta, de modo que, los tres días para 
solicitar una eventual nulidad se contarán a partir de dicho acto dependiendo de la forma en la 








Otro de los requisitos formales es el de la legitimación para invocar la nulidad ante la Corte. 
Primeramente, la legitimación en la causa, siguiendo a Hernán Fabio López Blanco, tiene que 
ver con la calidad de una persona que actúa dentro de un proceso (parte) para que le sea 
reconocido un derecho o para que se le imponga el reconocimiento del mismo a favor de otro 
(López Blanco, 2013, pág. 73). 
 
Así, se tiene como legitimado en la causa por activa a quien reclama en justicia su 
derecho y legitimado en la causa por pasiva contra quien se dirige la pretensión, de modo que, 
en el caso de la tutela es el accionante el legitimado por activa y el accionado el legitimado 
por pasiva, sujetos esto que dentro de ese procedimiento, en atención a la calidad que 
ostentan, pueden eventualmente solicitar la nulidad de la sentencia. 
 
No obstante, tal y como se especificó en el titulo anterior, dentro de la tutela también 
pueden resultar vinculados terceros con interés que se ven afectados con la decisión, personas 
a las que la Corte Constitucional también les reconoce la legitimación necesaria para actuar. 
 
Con las acciones públicas de inconstitucionalidad es diferente, porque allí solo hay una 
parte accionante y unos intervinientes que actúan en virtud de la ley, de modo que, según la 
Corte en el Auto A-228 de 2012 los únicos legitimados en estos asuntos para solicitar la 
nulidad son quienes han actuado como parte o intervinientes: 
 
Así pues, quien no haya sido parte en el proceso carece de legitimación para pedir la 
nulidad de la sentencia que le pone término y tampoco cabe aducir que la providencia 
atacada afecta, de alguna manera al ciudadano que promueve la nulidad. En efecto, la 
eventual afectación no tiene alcance para conferir la legitimación que permita solicitar la 
nulidad, pues la sentencia que pone fin a un proceso de constitucionalidad tiene 
efecto erga omnes y su cumplimiento se impone de manera obligatoria a los jueces y 
demás aplicadores del derecho, así como al conjunto de los asociados.  (…)  
 
Tampoco se puede perder de vista que durante el proceso se otorga una oportunidad para 
que los ciudadanos intervengan e impugnen o coadyuven la demanda y que es lógico 
que quienes efectivamente intervienen tengan la posibilidad de solicitar la nulidad, pues 
abrir la posibilidad a cualquiera que manifieste un interés con posterioridad a la 
sentencia no significa cosa distinta a propiciar una controversia pública sobre lo 
decidido, controversia que la Corte tendría que resolver y que, si fuera equitativa, 





En definitiva, lo abierto al público es la acción de inconstitucionalidad y la oportunidad 
de intervenir en el proceso, pues la posibilidad de solicitar la nulidad también es 
excepcional por el aspecto que se analiza. Además, en la regulación de los procesos ante 
la Corte no está prevista ninguna oportunidad posterior a la sentencia para que la 
ciudadanía vuelva a intervenir y lo efectivamente previsto tiene que ver con el efecto 
general y obligatorio de las sentencias que, según el artículo 243 de la Carta, hacen 
tránsito a cosa juzgada (Auto A-228, 2012). 
 
En suma, dentro de las acciones públicas de insconstitucionalidad están legitimados 
para solicitar la nulidad de la sentencia quienes intervinieron como parte (accionantes) o 
quienes intervinieron oportunamente en los términos que otorga el Decreto 2061 de 1991 
(Procuraduría General de la Nación, Presidente de la República, Presidente del Congreso o 
cualquier autoridad pública, ciudadano o persona jurídica con o sin ánimo de lucro).  
 
Eso impide, tal y como lo menciona la Corte, que cualquier ciudadano que no se 
apersonó del proceso pueda solicitar la nulidad pretendida con el pretexto de que de un modo 
u otro, la decisión tomada por el Alto Tribunal le afecta de un modo u otro a la generalidad de 
personas del país, ya que ello abriría la puerta a un debate interminable y a una impugnación 




 Carga argumentativa. 
 
Resulta apenas lógico, que ante las duras estricciones que ha impuesto la Corte Constitucional 
para el decreto de la nulidad de una de sus sentencia, el solicitante cumpla con una carga 
mínima de argumentación en la cual identifique la causal de nulidad que a su consideración se 
ha materializado, especificando los motivos que dieron lugar a ese vicio así como las 
implicaciones que eso tiene de cara al proceso que se tramita, es decir, este tiene un gran deber 
de motivación, argumentación y justificación so pena de que su solicitud ni siquiera sea 
valorada de fondo. 
 
Sobre este punto la Corte Constitucional dijo en el Auto A-325 de 2014 reiterando lo 
dicho en los autos A-031 de 2002, A-022 de 2013 y A-188 de 2014 que:  
 
(i) “El solicitante tiene la carga de demostrar, con base en argumentos serios y 
coherentes que la sentencia vulnera el derecho fundamental al debido proceso. Como se 
indicó, el incidente de nulidad no es una oportunidad para reabrir la discusión jurídica 
resuelta en el fallo, por lo que una censura sustentada en el inconformismo del 
peticionario ante lo decidido o en una crítica al estilo argumentativo o de redacción 
 
 
utilizado por la Sala de Revisión, carece de eficacia para obtener la anulación de la 
sentencia. 
 
(ii) La solicitud de nulidad no puede utilizarse como alternativa para que la Sala Plena 
de la Corte Constitucional reabra el debate probatorio realizado por la Sala de Revisión 
que profirió el fallo respectivo. En consecuencia, el cargo que sustente la solicitud de 
nulidad no puede estar dirigido hacia ese fin. 
 
(iii) La afectación del debido proceso por parte de la Sala de Revisión tiene naturaleza 
cualificada. Por tanto, “debe ser ostensible, probada, significativa y trascendental, es 
decir, que tenga repercusiones sustanciales y directas en la decisión o en sus efectos” 
(A-325 , 2014). 
 
Este requisito tiene además una función muy importante, y es la de evitar la 
interposición de solicitudes superfluas o con una fundamentación muy pobre que en vez de 
propender por una adecuada administración de justicia, terminan por congestionar el trabajo 
de la judicatura, máxime cuando se dirigen contra decisiones que son proferida por un órgano 




Requisitos sustanciales o materiales   
 
Los requisitos expuestos en el titulo anterior, apenas constituyen las formalidades mínimas 
que debe tener en cuenta el solicitante para que la Corte Constitucional proceda a hacer un 
estudio de fondo de las motivaciones de la nulidad pretendida, pero, estos no son los únicos 
requerimientos que exige la jurisprudencia para la procedencia de este tipo de peticiones. 
 
Así, en la doctrina constitucional se han gestado y reiterado unas causales específicas 
para la procedencia de las solicitudes de nulidad, causales que han tomado el carácter de 
taxativas, dado que la Corte no admite otro tipo de vicios, toda vez que, según esta autoridad, 
de acuerdo con el artículo 49 del Decreto 2067 de 1991, sólo las irregularidades relacionadas 
con la violación al debido proceso pueden servir de base para la anulación del proceso (Auto 
A-116, 2017), para lo cual esta se ha encargado de identificar aquellos vicios que tienen la 
potencialidad de violar el derecho aludido en forma tal, que amerite la anulación de una 
determinada sentencia so pena de causar un perjuicio irremediable a alguna de las partes o 
terceros afectados con la decisión.  
 
Esta simplificación de las causales mediante su identificación taxativa, se asemeja a la 
posición del legislador frente a las causales de nulidad en los procesos ordinarios, en donde las 
 
 
mismas también son taxativas so pena de ser despachadas desfavorablemente, lo cual resulta 
entendible, si se tiene en cuenta que, tal y como se ha advertido varias veces, esta posibilidad 
en la jurisdicción constitucional es especialísima por lo que se reduce la posibilidad de que se 
interpongan solicitudes abiertamente improcedentes al no corresponder a vicios que de verdad 
afecten al debido proceso y no pasen de un mero reproche individual basado en la 
inconformidad de una decisión adversa.  
 
 
 Cambio de jurisprudencia.  
 
Esta causal tiene como base al artículo 34 del Decreto 2591 de 1991 y se predica sólo para los 
procesos de tutela, toda vez que dicho artículo dispone que: “[l]os cambios de jurisprudencia 
deberán ser decididos por la Sala Plena de la Corte” (Decreto 2591, 1991), por lo que, dicha 
Corte ha interpretado que las decisiones de las Salas de Revisión deben sujetarse a los 
precedentes que son fijados por la Sala Plena, de modo que, en el evento en que una de esas 
salas se aparte de la jurisprudencia en vigor dictada por la Sala Plena, ello conlleva a la 
nulidad de la sentencia dictada, así: 
 
… la presente causal de nulidad solamente se predica y, en consecuencia, puede 
alegarse, contra una sentencia proferida por una de las Salas de Revisión de la Corte, y 
de ninguna manera contra las sentencias dictadas por la Sala Plena. Esto, en la medida 
en que cuando la Sala Plena se aparta de la jurisprudencia actúa de conformidad con su 
competencia legal. Todo lo cual, sin perjuicio de la carga argumentativa que, de manera 
general, tienen los jueces de exponer las razones y fundamentos de su decisión, (Auto 
A-043, 2016). 
 
Es necesario comprender, que no es que le este vedada la posibilidad a la Corte de 
cambiar su postura frente a algún punto de Derecho, ya que es bien sabido que esta es una 
ciencia en constante cambio que debe adaptarse a los constantes y cambiantes requerimientos 
sociales, así como al contexto en el que se desenvuelve la administración de justicia, lo que en 
ciertos casos exige un cambio en la forma en la que la judicatura resuelve ciertas 
controversias, de lo que se trata es que ese cambio sea dictado por la sala en pleno, ya que ello 
asegura en mayor medida un debate más profundo y complejo en el que la decisión de 
modificar o no el precedente, cuente con la justificación necesaria para tal fin, y no sea el 
producto de un mero capricho de alguna de las salas de revisión.  
 
Con base en ello, también dijo la Corte que cuando se invoca esta causal, la solicitud 
debe fundamentarse en el respeto al principio de igualdad ante la ley y ante las autoridades 
públicas, así como la seguridad jurídica, los cuales constituyen la garantía para la ciudadanía 
de que los jueces tratan los casos semejantes de forma similar al interpretar de manera estable 
 
 
y consistente el ordenamiento jurídico, evitando las contradicciones y la anarquía judicial 
(Auto A-043, 2016). 
 
Ahora, cuando se habla de “cambio de jurisprudencia” no se trata de que se acate todo 
el contenido literal de una determinada sentencia, el cambio debe predicarse frente a la ratio 
decidendi o razón de la decisión entendida esta como: 
 
(…) la formulación general, más allá de las particularidades irrelevantes del caso, del 
principio, regla o razón general que constituyen la base de la decisión judicial específica. 
Es, si se quiere, el fundamento normativo directo de la parte resolutiva (…)”. Esta 
distinción resulta importante si se tiene en cuenta que la Sala ha precisado que la causal de 
nulidad se configura con él “(…) desconocimiento de una sentencia cuya ratio decidendi 
coincide con el problema jurídico sobre el que versa la sentencia cuya nulidad se solicita 
(…), (Auto A-043, 2016). 
 
Esa ratio decidendi debe además cumplir con los siguientes requisitos: 
 
1. En la razón de la decisión se contiene una regla a aplicar a casos posteriores. 
2. La ratio debe servir para resolver un problema jurídico semejante. 
3. El caso al que se le debe aplicar la ratio debe estar compuesto de hechos similares al 
de la sentencia de la cual se extrae la regla (Auto A-043, 2016). 
 
Aunado a esto, también ha expresado la Corte que la causal de nulidad de la que se 
habla también comprende el desconocimiento de la “jurisprudencia en vigor”, la cual: “se 
refiere a una línea jurisprudencial sostenida, uniforme y pacífica sobre un determinado tema” 
(Auto A-043, 2016), y la diferencia con el precedente de la Sala Plena, es que la 
jurisprudencia en vigor también se predica de las sentencias dictadas por las salas de revisión, 
de modo que, si existe una línea jurisprudencial con esas características que es seguida por 
todas las salas de revisión, ante su desconocimiento se da paso a la nulidad por el cambio de 
jurisprudencia.  
 
Finalmente, la Corte Constitucional ha identificado los elementos a tener en cuenta 
para tener por acreditada esta causal: 
 
(i) existencia de una línea jurisprudencial clara, sostenida por la Sala Plena de la Corte 
Constitucional frente a una determinada situación fáctica; (ii) coincidencia, si no total al 
menos en lo esencial, entre la situación de hecho que da origen a la acción de tutela que 
se resuelve y aquéllas que previamente han dado lugar a la construcción y consolidación 
de esa específica línea jurisprudencial; (iii) como consecuencia de los dos anteriores, 
deber de la correspondiente Sala de Revisión de aplicar, como ratio decidendi de su 
 
 
pronunciamiento, la línea jurisprudencial ya definida por la Sala Plena, y que ha servido, 
precisamente como ratio decidendi de las decisiones proferidas en los casos 
identificados como semejantes; (iv) desatención, por parte de la Sala de Revisión autora 
de la sentencia disputada, del deber de acatar la línea jurisprudencial vigente, 
proveniente de la Sala Plena, que se manifiesta al decidir el caso concreto empleando 
una ratio decidendi contraria o diversa a la que en casos análogos ha aplicado esta 
corporación, (Auto A-129, 2011). 
 
Entonces, sea que se trate del desconocimiento del precedente de la sala plena o de la 
jurisprudencia vigente de las salas de revisión, en estos eventos es procedente la declaración 
de la nulidad de la sentencia por la violación del deber de la Corte de respetar su propia 
jurisprudencia así como la obligación que tiene de brindar el mismo trato a los casos 
semejantes en atención al principio de la igualdad. 
 
De modo que, esta causal de nulidad en si misma una garantía para las partes, 
intervinientes y terceros dentro de los procesos constitucionales de no obtener una sentencia 
caprichosa, y por el contrario, de tener la confianza de la aplicación del precedente sentado 
por la propia Corte a menos de que justificadamente, este cambie para asegurar en mayor 
medida los derechos fundamentales y la primacía de la Constitución.  
 
Hay que destacar, además, que esta es una de las causales que es más invocada en las 
solicitudes de nulidad, no obstante, suele ser común que la Corte considere en muchos de los 
casos que la misma no se configura, sea porque en realidad no se ha desconocido ninguna 
ratio decidendi, porque no se desconoce la jurisprudencia vigente, porque los hechos son 
diferentes a los casos analizados y decididos anteriormente por la Corte o porque el cambio en 
el precedente se encuentra justificado, motivado y acorde con la Constitución.  
 
 
Cuando las decisiones no son tomadas por las mayorías legalmente exigidas. 
 
Sabiendo que la Corte Constitucional es un organismo colegiado al estar compuesta de una 
pluralidad de magistrados y que las decisiones deben ser tomadas por todos ellos, en las 
normas que regulan los procedimientos que se adelantes ante esta Corte, se exigen unas 
mayorías en ciertos casos para deliberar y decidir los casos que son puestos en su 
conocimiento.  
 
Así, el artículo 14 del decreto 2067 de 1991 dice: 
 
Las decisiones sobre la parte resolutiva de la sentencia deberán ser adoptadas por la 
mayoría de los miembros de la Corte Constitucional. Los considerandos de la 
 
 
sentencia podrán ser aprobados por la mayoría de los asistentes. Cuando no fueran 
aprobados, podrán adherir a ellos los magistrados que compartan su contenido. Los 
magistrados podrán en escrito separado aclarar su voto o exponer las razones para 
salvarlo. 
 
Parágrafo. Se entiende por mayoría cualquier número entero de votos superior a la 
mitad del número de magistrados que integran la Corte o de los asistentes a la 
correspondiente sesión, según el caso (Decreto 2067, 1991). 
 
 El Acuerdo 05 de 1992 dicta:  
 
Artículo 2°. Quórum. Constituye quórum para deliberar y para decidir la mayoría 
absoluta de los miembros de la Corporación. 
 
Artículo 3°. Mayoría. Las decisiones de la Corte, salvo lo dispuesto en la ley para 
determinados casos, se adoptarán por mayoría absoluta. 
 
Se entiende por mayoría absoluta cualquier número entero de votos superior a la mitad 
del número de Magistrados que integran la Corte. 
 
Artículo 34. Reglas para las deliberaciones. El estudio en Sala de las ponencias de fallo 
se sujetará a las siguientes reglas: 
 
6a. Terminado el debate, se hará la votación, primero sobre la parte resolutiva y después 
sobre la motiva o sobre las conclusiones del informe. 
 
La parte resolutiva requerirá para su aprobación la mayoría absoluta de los votos de los 
Magistrados. La parte motiva se podrá aprobar por mayoría relativa. Para aprobar los 
informes de comisión y demás documentos se requerirá mayoría absoluta. 
 
9a. Cuando el proyecto o estudio tenga la mayoría legal de los votos de los magistrados 
pero no la unanimidad, a cada uno de los disientes se concederá el plazo fijado en el 
Decreto 2067 de 1991 para aclarar o salvar su voto.  
 
Si el proyecto principal no obtiene en la Sala ese mínimo de votos, el negocio pasará al 
magistrado que corresponda entre el grupo de los magistrados mayoritario, para que 
redacte el nuevo proyecto en el que se exponga la tesis de la mayoría, si el magistrado 




El nuevo estudio será sometido oportunamente a votación. En este caso y cuando, como 
consecuencia de las deliberaciones haya de efectuar ajustes a la ponencia, el magistrado 
sustanciador dispondrá del plazo de diez (10) días para depositar en la Secretaría el texto 
definitivo, copia del cual hará llegar a los magistrados disientes, con el objeto de que 
presenten dentro de los cinco (5) días siguientes, el correspondiente escrito de 
salvamento o aclaración de voto. 
 
Artículo 41. Criterios para elaborar los Programas. Por regla general, los asuntos 
constitucionales se incluirán en los programas de trabajo y reparto en el mismo orden 
sucesivo de su recibo en la Corte. 
 
Se exceptúan de lo anterior: 
 
b. Las demandas de inconstitucionalidad que se refieran a asuntos calificados de 
urgencia nacional, a juicio de la Sala Plena de la Corte, la cual deberá pronunciarse por 
mayoría absoluta. 
 
Artículo 50. Salas de Revisión de Tutelas. A medida que se repartan los negocios de 
tutela se irán conformando las Salas de Revisión, una por cada reparto, así: El 
Magistrado a quien corresponda alfabéticamente recibirlo, presidirá la Sala conformada 
con los dos Magistrados que le sigan en orden. La Sala decidirá por mayoría absoluta y 
el Magistrado disidente podrá salvar o aclarar su voto. 
 
Artículo 68. Cosa juzgada relativa. Si el fallo de la Corte, al resolver sobre las demandas 
de constitucionalidad, señalare de manera expresa que los efectos de la cosa juzgada se 
aplican solo respecto de las disposiciones constitucionales consideradas en aquél, el 
demandante tendrá diez días, contados a partir de la notificación de la sentencia, para 
solicitar a la Corte cualquier aclaración, de conformidad con el inciso final del artículo 
21 del Decreto 2067 de 1991. 
 
En caso de que el demandante hiciere uso oportuno de este derecho, el escrito 
correspondiente se repartirá al Magistrado ponente del fallo, quien, dentro de los diez 
días siguientes, elaborará el proyecto de sentencia y lo registrará para su estudio en Sala 
Plena. Esta resolverá sobre el mismo y, si lo hallare pertinente, proferirá la sentencia 
aclaratoria por mayoría absoluta de votos (Acuerdo 05, 1992). 
 
Y la Ley 270 de 1996 dispone: 
 
Artículo 54. Quórum deliberatorio y decisorio. Todas las decisiones que las 
Corporaciones judiciales en pleno o cualquiera de sus salas o secciones deban tomar, 
 
 
requerirán para su deliberación y decisión, de la asistencia y voto de la mayoría de los 
miembros de la Corporación, sala o sección (Ley 270, 1996). 
 
Sobre esta causal de nulidad no resulta necesario un análisis mas profundo, en tanto las 
exigencias que hacen las normas citadas son muy claras en cuanto al quorum necesario para 
deliberar y decidir, de modo que la nulidad procede automáticamente cuando las mayorías 
exigidas son desconocidas por la Corte en los diversos eventos contemplados en dichas 
normas, nulidad que incluso puede decretarse de oficio. 
 
Sobre esta causal dijo la Corte Constitucional en el Auto A-071 de 2015 que:  
 
… para adoptar una providencia por parte de la Sala Plena de la Corte Constitucional se 
requiere de la mayoría absoluta, de manera que si la Corporación está integrada por 
nueve (9) miembros, la mayoría debe estar compuesta por un número de votos mayor 
que el número entero que supere a la mitad de nueve, es decir, se necesitan mínimo 
cinco votos para que una decisión de esta Corte sea válidamente adoptada, de lo 
contrario, una sentencia aprobada con un número inferior de votos carece de validez y el 
pleno de la Corporación debe proceder a declarar su nulidad (Auto 071, 2015). 
 
De hecho, en ese auto la Corte Constitucional procedió a decretar de oficio la nulidad 
de la Sentencia C-825 de 2013, por cuanto la decisión solo fue aprobada por cuatro 
magistrados, dado tres salvaron su voto y los otros dos se declararon impedidos.  
 
 
Por incongruencia entre la parte motiva y resolutiva del fallo que generan 
incertidumbre con respecto a la decisión tomada. 
 
Para resolver los asuntos que son puestos en su conocimiento, la Corte emite 
sentencias que constan de tres partes generalmente: la primera en donde se identifica al caso y 
los hechos que son materia de estudio, la segunda que es en donde se aborda el problema 
jurídico y se analizan los fundamentos que servirán de base para la decisión a tomar, y la 
tercera que es la decisión en sí.  
 
Ahora, la incongruencia materia de esta causal se presenta entre la parte motiva y la 
resolutiva, sea porque en la primera los argumentos son claramente contrarios a la decisión, o 
sea porque la decisión en sí no cuenta con justificación alguna dentro de la parte motiva. Al 





Esta causal se configura en aquellos eventos en los cuales existe incertidumbre respecto 
de la decisión adoptada, por ejemplo ante decisiones anfibológicas o ininteligibles, por 
abierta contradicción o cuando carece en su totalidad de argumentación en su parte 
motiva. Sin embargo, ello no quiere decir que los criterios que se utilizan para la 
adecuación de la sentencia (respecto de la redacción o la argumentación) o el estilo de 
los fallos (más o menos extensos en el desarrollo de la argumentación), vulneren el 
debido proceso, (Auto A-654, 2018). 
 
  Entonces, el nivel de contradicción debe ser de tal grado, que impida el entendimiento 
lógico del fallo, y en ultimas, lo que justifica el decreto de la nulidad, es el hecho de que el 
juzgador no está definiendo el asunto de fondo, denegando de ese modo el acceso a la 
administración de justicia y a la tutela jurisdiccional efectiva, derechos, que entre otras cosas, 
exigen que todo asunto mediante una sentencia debidamente motivada. 
 
 
Órdenes a particulares no vinculados. 
 
Suele ocurrir en los trámites de tutela, que la acción se dirige contra ciertos sujetos pero al 
analizar el juez con detenimiento el objeto de la controversia, se percata que la vulneración de 
los derechos fundamentales puede provenir de terceros que no han sido vinculados al trámite 
al ser estos quienes deben entrar a responder por los intereses constitucionales violados al 
accionante. 
 
En esos eventos, lo más prudentes es que el juez, en atención a los amplios poderes y a 
la flexibilidad de este tipo de procedimientos, vincule a dichos terceros para que estos puedan 
pronunciarse frente a los hechos, objeciones y reclamaciones hechas por el tutelante, es decir, 
para que puedan ejercer sus derechos a la contradicción y a la defensa, dos de los núcleos 
fundamentales del debido proceso. 
 
Ello permite que eventualmente estos sean obligados con el fallo de que se dicta, 
ordenándoles hacer determinanda cosa o abstenerse de ejecutar algún acto. Sin embargo, 
puede ocurrir que, dentro del trámite no se vincule a ningún tercero pero que al momento del 
fallo, después de la debida valoración que debe hacer el juez, este se percate de que la orden 
para protección de los derechos fundamentales debe estar dirigida a otro sujeto que no es el 
accionado y se le imponga la respectiva carga en el fallo.  
 
En estos eventos la Corte ha reconocido que la sentencia es nula, precisamente por la 
flagrante vulneración al debido proceso de ese tercero que no tuvo la oportunidad de ejercer la 
contradicción ni la defensa de sus intereses, siendo esta otra de las causales por las cuales se 




Con base en ello, la Corte Constitucional ha dicho:  
 
… el juez constitucional tiene la carga de notificar a las partes y terceros interesados en 
la demanda, con el fin de garantizarles su intervención activa en el desarrollo de la 
misma, mediante la presentación de pruebas o refutando las aportadas y, en fin, utilizar 
los medios legales para su defensa. En efecto, en la decisión que se cita, se expuso: 
 
el juez del conocimiento debe integrar el contradictorio cuando descubra que no se 
encuentran reunidos los sujetos que deban constituir cualquiera de las partes, y 
especialmente los organismos y autoridades contra los cuales se adelanta la acción, pero 
no admite la solución del proceso civil, según el cual una falta de legitimación para 
obrar conduce fatalmente a un fallo inhibitorio. En efecto, el parágrafo único del artículo 
29 del decreto 2591/91, establece de manera terminante que "el contenido del fallo no 
podrá ser inhibitorio". 
 
La omisión de la notificación de la acción de tutela a una de las partes o un tercero con 
interés, genera nulidad por violación al debido proceso, toda vez que no se le permite 
conocer su trámite y lo que allí se decida. En ese sentido, se ha pronunciado esta 
Corporación: 
 
(…) la Corte ha definido dos métodos para subsanar la nulidad de acuerdo con las 
normas procesales. En efecto, ha señalado que (i) se debe decretar la nulidad desde que 
se presentó la causal para que la primera instancia tramite de nuevo la actuación y (ii) en 
sede de revisión (que es el caso que nos ocupa), integrar el contradictorio debidamente, 
vinculando a la parte que no fue notificada, caso en el cual el vicio se depura si la 
persona actúa y no propone la nulidad (Auto A-036, 2017). 
 
Es decir, la no vinculación de una persona contra quien se emite una sentencia en sede 
de revisión genera el decreto de la nulidad sobre dicha providencia para que, se notifique a 
dicha persona, esta pueda hacer uso de sus derechos a la contracción a la defensa, y a pedir y 
controvertir pruebas, y después de integrado debidamente el contradictorio, se emita 
nuevamente el fallo. 
 
En este punto es importante recordar el asunto del término para interponer el incidente, 
pues, como se dijo, ese término es de tres días siguientes a la notificación, de modo que, el 
tercero obligado en la sentencia pero no vinculado en el proceso, contará con esos tres días 





 Elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional. 
 
Sea que se trate de una acción de tutela o de una acción pública de inconstitucionalidad, en los 
escritos que dan origen a dichos procesos, los accionantes generalmente plantean una 
discusión jurídica en torno a unos hechos o una norma determinada, exponiendo sus 
pretensiones y las bases legales y constitucionales para ello. 
 
En relación con esta causal, ha dicho la Corte que esta opera cuando para resolver esa 
discusión jurídica planteada, se omiten el análisis a ciertos asuntos o puntos de derecho que 
resultan indispensables para la toma de la decisión que corresponda. 
 
Específicamente ha dicho la Corte que: 
 
Hay lugar a declarar la nulidad de un fallo cuando la omisión en el examen de 
argumentos, pretensiones o cuestiones de orden jurídico afectan el debido proceso, si de 
haber sido analizados esos puntos se hubiese llegado a una decisión o trámite distintos, o 
si por la importancia que revestía en términos constitucionales para la protección de 
derechos fundamentales, su estudio no podía dejarse de lado por la respectiva Sala (Auto 
319, 2015). 
 
Ahora, una salvedad que hace la Corte, es que no toda exclusión de algunos de los 
asuntos planteados por los accionantes conlleva a la nulidad de la sentencia, toda vez que ella 
está facultada para delimitar el objeto de la discusión, por eso, el punto determinante para 
saber si la exclusión pueda llegar a anular la decisión depende de la misma es arbitraria y de si 
tiene especial relevancia con el asunto. Así: 
 
… se ha señalado que en sede de revisión la delimitación se puede hacer de dos 
maneras: (i) mediante referencia expresa en la sentencia, cuando al analizar los asuntos 
objeto de revisión la Corte establece específicamente el objeto de estudio; o (ii) 
tácitamente, cuando se abstiene de pronunciarse en relación con algunos aspectos que no 
tienen relevancia constitucional, hecho este que autónomamente considerado no genera 
violación al debido proceso (Auto 319, 2015).  
 
El entendimiento y aplicación de esta causal, debe claramente estar contrastada con la 
autonomía e independencia que tiene la Corte Constitucional para fundamentar sus decisiones, 
de modo que, no es válido, que esta sea usada para pretender reabrir un debate ya concluido, 
como suele suceder con muchos de los autos proferidos por este órgano, en donde la petición 
de nulidad de los accionantes en realidad no está basada en una omisión en el estudio de un 
asunto de relevancia, sino que, se trata de manifestar las inconformidad o incomodidad con la 




Por eso, en estos asuntos la Corte Constitucional es muy cuidadosa y muy esquiva al 
decretar la nulidad de una sentencia por esta causal, de modo que es poco usual que la misma 
prospere en la mayoría de los casos.  
 
 
 Desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. 
 
Para el estudio de esta causal, es preciso recordar que la cosa juzgada constitucional, es el 
instituto jurídico procesal mediante el cual se le da el carácter de permanente, inmutable, 
vinculante y definitiva a las decisiones que toma la Corte Constitucional como intérprete 
máximo de la Constitución, lo que tiene: “como función negativa, prohibir a los funcionarios 
judiciales conocer, tramitar y fallar sobre lo resuelto, y como función positiva, dotar de 
seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico” (Sentencia C-774, 2001). 
 
Partiendo de los efectos de la cosa juzgada constitucional, ha dicho la Corte que el 
desconocimiento de este instituto constituye razón suficiente para que proceda la solicitud de 
nulidad de una sentencia por la ruptura en la armonía del orden jurídico que ello implica una 
ruptura de la armonía del ordenamiento jurídico (Auto A-229, 2014). 
 
No obstante, la Corte Constitucional también ha hecho insistentemente una precisión 
respecto de esta causal, relacionada con que esta: 
 
… no puede confundirse con la posibilidad de que la Sala Plena de la Corte 
Constitucional, en ejercicio de su autonomía funcional, pueda introducir ajustes, 
variantes o cambios en su propia jurisprudencia a través de una posterior sentencia de 
constitucionalidad, pues en estos eventos, en principio, la Corte parte de una materia 
genérica cuyos lineamientos, contenidos y alcances son precisados o redefinidos a partir 
de un nuevo caso específico, y la decisión no versa sobre una disposición concreta que 
ya ha sido objeto de estudio y decisión, evento en el que se configura, naturalmente, el 
fenómeno de la cosa juzgada constitucional en sentido formal (Auto A-229, 2014). 
 
En esos eventos, esto es, cuando la Corte Constitucional pretenda variar jurisprudencia 
respecto de un asunto que ya había sido definido, la obligación que nace para esta es la de 
fundamentar y justificar este hecho, ya que, como se advirtió paginas atrás, la interpretación 
de la Constitución debe adaptarse a los cambios que se dan con el tiempo, lo que conlleva a 
que se replanteen ciertas tesis, posturas o teorías respecto a algún tema, de modo que el Alto 




Claro está, que cuando ese desconocimiento de la cosa juzgada constitucional no está 




Violación al debido proceso. 
 
Si bien la Corte Constitucional ha establecido como casuales específicas a las seis que han 
sido explicadas, de la revisión de la jurisprudencia del Alto Tribunal también puede agregarse 
una séptima y es la causal de nulidad derivada de la violación al debido proceso en sentido 
llano. Así, cuando en el trámite de tutela se cometen vicios procedimentales, en algunas 
ocasiones, en sede de revisión, se decreta la nulidad del procedimiento por eventualidades, 
tales como: la indebida notificación de las partes, la falta de integración del contradictorio, 
cuando hay pretermisión de las etapas procesales establecidas por la ley o cuando se impide 
que las partes haga uso de su derecho a la contradicción y a la defensa. 
 
Es decir, todos estos vicios están ligados a los actos procesales que componen al 
trámite de tutela y se vulneran las garantías que componen el debido proceso, de modo que, 
tácitamente, esta es otra causal de nulidad que puede encontrarse dentro de la jurisprudencia 





Finalmente, del estudio de los autos de nulidad, también se evidencia en un gran número de 
casos, que los solicitantes presentan sus escritos de nulidad basados en causales que no se 
encuentran de las establecidas y reiteradas por la Corte Constitucional. 
 
De ese modo, muchas de las peticiones de nulidad no encuentran ningún fundamento 
en las causales de procedencia materiales que han sido explicadas, y en sentido contrario, se 
basan únicamente en la inconformidad individual del solicitante con la decisión sin que en 
ningún caso logren acreditar un vicio de magnitud tal, que amerite la anulación de la decisión.  
Aunado a eso, la Corte Constitucional también tiene dicho que las causales que ella 
ha establecido vía jurisprudencial para la declaración de la nulidad de sus sentencias, son 
taxativas y específicas con el fin de brindar seguridad jurídica a la ciudadanía, siendo esa la 
razón que justifica dicha exégesis. 
 
Con base en lo anterior, en todos los casos en que el objeto de la nulidad solicitada no 
encuentra fundamento en las causales materiales de procedencia, la Corte procede a la 
 
 




 La nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional en la práctica. 
 
Habiendo visto los requisitos formales y materiales para la procedencia de la declaratoria de la 
nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional, se mostrará ahora un cuadro en el que se 
exponen 10 autos en promedio por año desde el 2012 hasta el 2018 proferidos por el Alto 
Tribunal, para un total de 70 autos que fueron seleccionados de manera aleatoria de la 
relatoría del Alto Tribunal en la que los mismos son compilados por esa autoridad para la 
consulta por parte de la ciudadanía. 
 
Lo anterior con el fin de identificar cuáles son las causales más invocadas, y con qué 
frecuencia y bajo qué supuestos la Corte Constitucional ha procedido con la anulación de sus 
sentencias. 
 
Para la debida interpretación de la tabla, las causales materiales de procedencia de la 
nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional se identifican así: 
 
Causal 1: Cambio de jurisprudencia y/o desconocimiento de precedente. 
Causal 2: Decisiones no tomadas por las mayorías legalmente exigidas. 
Causal 3: Incongruencia entre la parte motiva y resolutiva del fallo. 
Causal 4: Órdenes a particulares no vinculados. 
Causal 5: Elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional. 
Causal 6: Desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. 
Causal 7: Vulneración al debido proceso. 
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TOTAL 
AUTOS: 70 
35 2 14 3 18 7 27 18 50 20 
Cuadro 1. Causales de nulidad de las sentencias de tutela por la Corte Constitucional. 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
De la información contenida en ese cuadro, se pueden extraer las siguientes 
conclusiones: 
 
1. En muchos de los autos, se denota que las solicitudes nulidad generalmente no 
acogen una sola causal de procedencia, sino que se alegan varias.  
 
2. De los 70 autos revisados: el 50% correspondió a la causal de desconocimiento de 
precedente o cambio de jurisprudencia, el 38% por violación al debido proceso, el 
25% por elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional, el 25% 
por causales inespecíficas, el 20% por incongruencia entre la parte motiva y 
resolutiva del fallo, el 10% por desconocimiento de la cosa juzgada constitucional, el 
4% por órdenes a particulares no vinculados y el 2% por decisiones no tomadas por 
las mayorías legalmente exigidas. 
 
3.  En el 71.4% de los autos revisados, la Corte Constitucional negó la solicitud de 
nulidad presentada contra la sentencia. 
 
4. En el 28.5% de los autos revisados, la Corte Constitucional decretó la nulidad 
presentada contra la sentencia.  
 
5. En promedio, del 2012 al 2018 la Corte Constitucional decretó en promedio, 2.85% 
nulidades de sus sentencias por año. 
 
6. En el 2012 de los 10 autos analizados, tan sólo en 2 se decretó la nulidad de la 
sentencia, lo que corresponde al 20% de ese año.  
 
7. En el 2013 de los 10 autos analizados, en ninguno de ellos se decretó la nulidad de la 




8. En el 2014 de los 10 autos analizados, sólo en 3 se decretó la nulidad de la sentencia, 
lo que corresponde al 30% de ese año. 
  
9. En el 2015 de los 10 autos analizados, en 4 de ellos se decretó la nulidad de la 
sentencia, lo que corresponde al 40% de ese año.  
 
10. En el 2016 de los 10 autos analizados, tan sólo en 1 se decretó la nulidad de la 
sentencia, lo que corresponde al 10% de ese año.  
 
11. En el 2017 de los 10 autos analizados, tan sólo en 2 se decretó la nulidad de la 
sentencia, lo que corresponde al 20% de ese año.  
 
12. En el 2018 de los 10 autos analizados, en 7 de ellos se decretó la nulidad de la 
sentencia, lo que corresponde al 70% de ese año.  
 
13. La media en la declaración de nulidades de sentencias de la Corte 
Constitucional de acuerdo con los porcentajes vistos, corresponde al 27% por año en 
promedio. 
 
14. Por debajo del promedio en la declaración de nulidades, se encuentra el año 
2013 y el 2016, en el que el porcentaje fue de 0% y 10% respectivamente.  
 
15. Por encima del promedio de declaración de nulidades, está el año 2015 con un 
porcentaje de 40% y el 2018 que duplicó la media, al haberse decretado un 70% de 




La cosa juzgada constitucional en la jurisprudencia de la corte constitucional desde el 
año 2010 hasta el 2018 
 
La cosa juzgada como efecto intrínseco y automático de las decisiones judiciales, ha sido una 
institución ampliamente estudiada por el máximo órgano de la jurisdicción constitucional, 
análisis que se ha dirigido a ésta como efecto propio de las decisiones emitidas por los jueces 
de la república, pero también y en particular, como un efecto que se predica de las decisiones 
emitidas por esta Corporación, con la que se ha creado toda una teoría jurisprudencial en torno 
a la denominada “cosa juzgada constitucional”. 
 
El estudio en torno a la figura de la cosa juzgada en la Corte Constitucional, surgió 
casi desde el mismo momento en que este cuerpo colegiado entró en funcionamiento después 
de haber sido creada por la Carta Constitucional de 1991, y desde esa oportunidad el objeto 
del debate se suscitó principalmente, respecto de aspectos como la delimitación de la misma y 
el carácter de inmutabilidad que trae aparejado consigo dicha institución.  
 
 
Las discusiones inicialmente se centraron respecto de la relativización de la cosa 
juzgada ordinaria a través de la acción de tutela, mecanismo también creado por la 
Constitución Política vigente y que hace parte de ese complejo sistema de control de 
constitucionalidad híbrido que adoptó la Corte. Así, puede verse desde sentencias como la T-
006 de 1992, se empieza a definir la posibilidad de que la cosa juzgada que se predica de 
alguna decisión judicial pierda ese carácter de inmutabilidad absoluta y pueda revisarse 
nuevamente el tema de fondo a través de lo que se ha denominado como la “acción de tutela 
contra providencia judicial”, esto en procura y defensa de los derechos fundamental, por lo 
que, en palabras de la Corte: 
 
… no son inconciliables las instituciones de los derechos fundamentales - la acción de 
tutela que es el instrumento especial de su defensa es a su turno y por esta razón un 
derecho fundamental - y la cosa juzgada. Hemos visto que encontrarlo es indispensable 
para la sobrevivencia constitucional de la cosa juzgada que debe interpretarse siempre 




Si la ley puede producir el anotado desplazamiento - en cualquiera de los sentidos - de la 
cosa juzgada, lo que no equivale a su eliminación, con mayor razón lo puede hacer el 
constituyente al incluir una acción - en este caso la acción de tutela como mecanismo 
idóneo - contra las sentencias que violen los derechos fundamentales. En este caso el 
límite de la cosa juzgada se desplaza hacia adelante y sólo luego de la decisión que 
desate el procedimiento que se instaura con ocasión de la acción de tutela se puede 
hablar en estricto rigor de cosa juzgada. 
 
De la manera señalada, la cosa juzgada no se elimina y por el contrario se enriquece  
pues si prospera la acción de tutela y por ende se modifica la sentencia judicial, ésta 
incorporará ese mínimo de justicia material sin el cual la cosa juzgada por sí sola no se 
sostiene frente  a la nueva Constitución (Sentencia T-006, 1992)8. 
                                                          
8 Sin embargo, en la misma providencia, bajo salvamento de voto emitido por el magistrado José Gregorio 
Hernández Galindo, se presenta una posición disidente de la definida en la providencia, señalando que: “Para 
verificar si en cada caso se alcanzó ese mínimo de justicia material exigido por esta Sala para reconocer a la 
cosa juzgada su verdadera fuerza, sería preciso revisar la sentencia correspondiente y ello implica, desde luego, 
que la materia presuntamente definida vuelva a quedar sub judice. Y, como no estamos seguros de que en todos 
los casos ese mínimo de justicia material haya sido alcanzado, la aceptación de este argumento representa, por 
necesaria consecuencia, la pérdida del status de cosa juzgada para todas las sentencias que suponíamos lo 
habían alcanzado. "Desplazamiento" hacia una nueva instancia que en el fondo representa vocación de 
reapertura de todo proceso judicial y, por ende, ruptura de la certeza jurídica. Si de lo que se trata, como 
predica la sentencia, es de asegurar la prevalencia efectiva de los principios constitucionales, ello no se logra 
sembrando el germen de la inestabilidad ni creando un clima propicio a la ruptura de la seguridad jurídica. El 




Luego, las discusiones en torno a la cosa juzgada, se trasladaron además, a un ámbito 
propio de las decisiones constitucionales, se trata de determinar si es posible o no relativizar la 
cosa juzgada constitucional que pesa sobre las decisiones proferidas por esta corporación 
como órgano de cierre de la jurisdicción constitucional, encargada de la guarda de la 
supremacía de la Constitución Política y de las sentencias de tutela que no fueron objeto de 
revisión (esto en consonancia con el control de constitucionalidad adoptado en Colombia)9. En 
ese sentido, la Corte Constitucional empezó a desarrollar un amplio estudio en torno a la cosa 
juzgada constitucional de cara a la posibilidad de la acción de tutela contra sentencias de 
tutela, evocando lo que ocurrió con la tutela contra providencia judicial (entendida esta como 
una sentencia emitida por cualquier otro órgano jurisdiccional que no se encontrara en 
ejercicio de la función de juez constitucional) y de cara al incidente de nulidad propuesto 
respecto de las sentencias de tutela emitidas por la Corte Constitucional en casos donde, por 
ejemplo, esa decisión desconozca el precedente jurisprudencial de la Sala Plena10. 
 
Así, circunscribiendo el estudio al objeto temporal de análisis propuesto en el 
presente trabajo, se precisará a continuación los diferentes criterios emitidos por la Corte 
Constitucional en su jurisprudencia en torno a asuntos medulares de la cosa juzgada 
constitucional, tales como sus características, alcance, clases y límites. 
 
De esta forma, para el año 2010, punto de partida de este análisis, la Corte 
Constitucional ya había sentado buena parte de los criterios jurisprudenciales en torno a la 
cosa juzgada constitucional, tales como la distinción entre cosa juzgada absoluta y relativa, tal 
como se expone en la Sentencia C-061 del 3 de febrero de 2010, donde aludiendo a decisiones 
previas de esa entidad, señala que: 
 
                                                                                                                                                                                      
contemple un momento procesal definitivo en el que, con certeza, las resoluciones que se profieran sean aptas 
para la concreción de los derechos” (Sentencia T-006, 1992). 
9 Esto ha sido una posición asumida por la Corte Constitucional como lo describe en Sentencia T-041 de 2010, 
donde se señaló que cuando “… la decisión de la Corte Constitucional consistente en no seleccionar para 
revisión una sentencia de tutela tiene como efecto principal la ejecutoria formal y material de esta sentencia, 
con lo que opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional. Salvo la eventualidad de la anulación de 
dicha sentencia por parte de la misma Corte Constitucional de conformidad con la ley, la decisión de excluir 
la sentencia de tutela de la revisión se traduce en el establecimiento de una cosa juzgada inmutable y 
definitiva. De esta forma se resguarda el principio de la seguridad jurídica y se manifiesta el carácter de la 
Corte Constitucional como órgano de cierre del sistema jurídico” (Sentencia T-041, 2010). 
10 Se centra el estudio de la cosa juzgada constitucional sólo respecto del incidente de nulidad propuesto contra 
las sentencias emitidas por esta Corporación y no contra la totalidad de los incidentes de nulidad (que también 
pueden ser propuestos a lo largo del proceso), porque la cosa juzgada se predica exclusivamente de las 
decisiones de fondo sobre el asunto, siendo inexistente entonces el objeto de estudio en esos casos donde aún 
no ha operado el efecto jurídico que deviene de esta institución. 
 
 
Frente a este tipo de situaciones la jurisprudencia ha explicado que puede haber (i) cosa 
juzgada absoluta o (ii) cosa juzgada relativa. Existe cosa juzgada absoluta, “cuando el 
pronunciamiento de constitucionalidad de una disposición, a través del control abstracto, 
no se encuentra limitado por la propia sentencia, es decir, se entiende que la norma es 
exequible o inexequible en su totalidad y frente a todo el texto Constitucional”. 
Respecto de la cosa juzgada relativa, esta Corporación ha dicho que se configura cuando 
“el juez constitucional limita en forma expresa los efectos de la decisión, dejando abierta 
la posibilidad para que en un futuro ‘se formulen nuevos cargos de inconstitucionalidad 
contra la norma que ha sido objeto de examen, distintos a los que la Corte ya ha 
analizado’ (Auto 171/01), (Sentencia C-061, 2010). 
 
Esta ha sido una posición reiterada por la Corte a lo largo de las decisiones emitidas 
durante los años bajo estudio, dentro de la que se resalta por su claridad, la decisión emitida el 
27 de julio de 2016, señalando que de los dos tipos de cosa juzgada, la absoluta “se basa en la 
presunción según la cual el Tribunal analiza la conformidad de la norma demandada con todos 
los artículos de la Constitución Política” (Sentencia C-389, 2016), mientras que la relativa 
“supone la existencia de una decisión definitiva, únicamente en relación con los problemas 
jurídicos efectivamente abordados por la Corporación” (Sentencia C-389, 2016). 
 
Así mismo, en la referida sentencia C-061 de 2010, se aborda la división que existe 
dentro de la cosa juzgada relativa, indicando que: 
 
La Corte también ha distinguido entre (ii.a) cosa juzgada relativa explícita y (ii.b) cosa 
juzgada relativa implícita: “explícita, en aquellos eventos en los cuales los efectos de la 
decisión se limitan directamente en la parte resolutiva, e implícita cuando tal hecho tiene 
ocurrencia en forma clara e inequívoca en la parte motiva o considerativa de la 
providencia, sin que se exprese en el resuelve” (Sentencia C-061, 2010)11. 
 
La cosa juzgada relativa implícita, según Sentencia C-332 de 2013, se configura en 
dos eventos, el primero ocurre cuando se declara la exequibilidad de una disposición sólo 
desde el punto de vista formal, por lo que los efectos de la cosa juzgada operan 
exclusivamente sobre este aspecto, siendo posible presentar nuevas acciones en contra de su 
contenido material, y el segundo, ocurre cuando en ese mismo escenario de declaratoria de 
exequibilidad, la Corte limita su decisión “… a un aspecto constitucional en particular o a su 
confrontación con determinados preceptos de la Carta Política situación en la cual la cosa 
                                                          
11 La Sentencia C-389 de 2016, también se pronuncia sobre este punto manifestando que: “…solo si en la parte 
resolutiva de la sentencia la Corte declara la constitucionalidad de la norma por los cargos analizados (cosa 
juzgada relativa explícita), o si de la parte motiva se infiere inequívocamente que el examen se limitó a los cargos 
o problema jurídico construidos en la demanda (cosa juzgada relativa implícita)” (Sentencia C-389, 2016). Esta 
posición se reitera en: (Sentencia C-112, 2017). 
 
 
juzgada opera solamente en relación con lo analizado y decidido en la respectiva sentencia” 
(Sentencia C-332, 2013). 
 
En relación con lo anterior, mediante la misma sentencia expedida el 03 de febrero de 
2010, la Corporación Constitucional lo que hace es una reiteración de posiciones y 
fundamentaciones anteriores, que nuclearmente fundamentan lo que se conoce hoy como Cosa 
Juzgada Constitucional. En este sentido, y para relacionar y entender mejor la cosa juzdada 
absoluta y relativa, será entonces necesario conocer los principios que fundamentan la cosa 
juzgada Constitucional. Así, será el mismo artículo 243 de la Constitución, el que reconozca la 
fuerza de cosa juzgado a los fallos constitucionales en el ejercicio de su control jurisdiccional 
como forma de asegurar la integridad y la supremacía de la Carta, todo ello, en cumplimiento 
de los principios de la seguridad jurídica, la primacía del interés general, la igualdad, 
confianza legítima y el debido proceso (Sentencia C-061, 2010)12.  
 
Respecto a la cosa juzgada absoluta, el tribunal Constitucional señala que este es el 
principio general en las sentencias de constitucionalidad, que la cosa juzgada sea absoluta. Lo 
anterior, quiere decir en palabras de la Corte: 
 
Ello impide que el juez se pronuncie de nuevo sobre lo que ya ha sido juzgado por esta 
Corporación en providencias constitucionales anteriores, o inicie un nuevo debate 
constitucional respecto de normas sometidas a decisiones constitucionales definitivas, 
dado el carácter incontrovertible de tales providencias judiciales13. 
 
 
Cosa juzgada relativa explícita y Cosa juzgada relativa implícita. 
 
La cosa juzgada relativa, como se había señalado previamente, es una excepción de la 
cosa juzgada absoluta, pues la Corporación Constitucional puede pronunciarse sobre una 
disposición legal ya estudiada, siempre que en el primer pronunciamiento se hayan tratado 
determinados problemas constitucionales que difieran de los nuevos asuntos sobre los cuales 
se decide. En sus distintas variantes, la cosa juzgada relativa puede presentarse de modo 
explícito y de modo implícito.  
 
El modo explícito, según la misma sentencia (2010), se presenta cuando en sentencia 
de Constitucionalidad, una disposición legal es declarada exequible, pero esta exequibilidad 
                                                          
12 Esta posición fue reiterada por la Corte Constitucional mediante sentencia C-600 del año 2010, al señalarse 
que la cosa juzgada, tiene el objetivo de: …“A demás de salvaguardar la supremacía normativa de la Carta 
Política, esta figura busca garantizar la efectiva aplicación de los principios de igualdad, confianza legítima y 
seguridad jurídica para todos los operadores jurídicos, a través de la certeza e inmutabilidad de las decisiones 
proferidas por la Corte, la igualdad de trato jurídico, la integridad normativa de la Constitución y la efectiva 
protección de los derechos fundamentales” (Sentencia C-600, 2010). 
13 Ibídem. En relación con esto, la sentencia C-334 de 2010, reitera la posición de la Corte Constitucional con 
respecto a la cosa juzgada absoluta y a la cosa juzgada relativa, con todas sus variantes y modalidades.  
 
 
ha sido limitada a los cargos del actor de esta misma, autorizando, entonces, que la 
constitucionalidad de ese enunciado normativo pueda ser reexaminada nuevamente en el 
futuro. Aquí vemos, lo que en un primer lugar parece ser el primer límite de la cosa juzgada, y 
la configuración inicial de la Corte a lo que sería la cosa juzgada relativa.   
 
A contrario sensu, el modo implícito de la Cosa juzgada se acredita cuando la Corte 
restringe el alcance de la cosa juzgada en la parte motiva, aunque en la parte resolutiva no se 
indique. No obstante, es importante señalar que no existe una contradicción entre estas dos 
partes de la sentencia, sino que la Corte declara exequible la norma, cuando sólo se han 
analizado determinados cargos. Esta modalidad igualmente acontece en el caso en el cual la 
Corte al examinar la norma constitucional, se limita a cotejarla frente a una o algunas normas 
y no de cara al texto constitucional completo.  
 
Si bien ya encontramos dos diferencias dicotómicas en la cosa juzgada: relativa y 
absoluta; relativa implícita y relativa explícita, conviene precisar que existe otra 
diferenciación que está determinada por el alcance y los efectos de la Cosa Juzgada: Así, la 
cosa juzgada puede dividirse en formal y material. Será entonces: I) formal, cuando se predica 
del mismo texto normativo que ha sido objeto de pronunciamiento anterior de la Corte; II) 
material, cuando a pesar de que no se está ante un texto normativo formalmente idéntico, su 
contenido sustancial es igual (Sentencia C-600, 2010).  
 
 
Distinción de la cosa juzgada según sus efectos en sentencia de exequibilidad e 
inexequibilidad 
 
Pese a ya existir distintos criterios de diferenciación dentro de la cosa juzgada 
constitucional, la corporación, mediante la sentencia previamente señalada, realiza una 
distinción específica de la cosa juzgada según sus efectos en las sentencias de exequibilidad e 
inexequibilidad dictadas por la Corte Constitucional, de lo que se extrae que, en las sentencias 
donde se declara inexequible una norma, la cosa juzgada siempre será absoluta, por cuanto el 
fallo de inexequibilidad supone el retiro o expulsión del ordenamiento jurídico de dicha 
disposición. Con respecto a lo anterior, aduce la Corte:  
 
Tiene coherencia con el artículo 243 de la Constitución Política, el cual prevé que una 
vez declarada inexequible una ley por vicios de fondo, la misma no puede ser 
reproducida posteriormente, a menos que se reformen las disposiciones superiores que 
soportaron el fallo14. 
 
Al respecto, en el mismo fallo, la corporación aclara frente a la declaratoria de 
inexequibilidad por defectos de forma y de fondo lo siguiente:  
 
Ahora, es cierto que, en algunos casos, es relevante establecer si la declaratoria de 
inexequibilidad se originó en vicios de fondo o si lo fue en defectos de procedimiento, 
pues si se reproduce el texto normativo retirado del ordenamiento jurídico por un 
defecto de forma, el legislador está facultado para hacerlo. Por el contrario, si el 




Congreso reproduce el contenido material de una norma declarada inexequible por 
vicios de fondo, la cosa juzgada material impondrá estarse a lo resuelto en la decisión 
anterior, salvo que se hubiere modificado la norma constitucional que producía la 
contradicción. (Sentencia C-600, 2010).  
 
Por otra parte, y en la misma distinción, la Corte Constitucional señala mediante 
Sentencia C-987 de 2010, que:  
 
En las sentencias declaratorias de exequibilidad lo que se configuraría sería la cosa 
juzgada relativa, por cuanto la Corte en estos fallos puede: i) limitar el fallo de manera 
expresa o implícita a los cargos y problemas constitucionales allí decididos, ii) limitar la 
sentencia a imprimir seguridad jurídica para que los operadores jurídicos continúen 
aplicando la disposición, y según una posterior demanda sobre la misma norma iii) la 
competencia de la Corte puede verse sujeta al cambio de norma constitucional en la que 
se fundamentó el estudio de constitucionalidad, a la modificación de la norma legal 
formal o material, o a la modificación del contexto jurídico, social o económico en el 
cual se realizó el control de constitucionalidad. (Sentencia C-978, 2010).  
 
Así mismo, la Corporación Constitucional, el 29 de marzo del año 2011, se encarga 
de realizar ciertas precisiones que tienen relación directa con la confusión que existe entre la 
cosa juzgada relativa y la cosa juzgada aparente. Esta última, según fallo de la Corte, hace 
referencia a los casos en los que la que pese a que la Corporación Constitucional ha declarado 
la exequibilidad de una norma sin condicionamiento, ese fallo no examina en realidad y de 
fondo la constitucionalidad de la norma extraída del enunciado normativo, de modo que la 




Cosa juzgada constitucional y requisitos de declaración 
 
La cosa juzgada constitucional, como figura no aplicación modular o generalizada no 
obstante, requiere de unos requisitos de declaración o aplicación. Según el alto tribunal 
Constitucional en esta sentencia, cuando la Corte se enfrenta a una demanda contra una norma 
que fue declarada exequible previamente, la Corporación debe tener en cuenta los siguientes 
criterios para declarar la cosa juzgada cuando exista: “(i) identidad de contenido normativo y 
de disposición acusada, lo que exige un análisis del contexto de aplicación de la norma, e (ii) 
identidad de cargos tanto desde el punto de vista de la norma constitucional que se considera 
desconocida, como del hilo argumentativo que sigue el concepto de violación”. (Sentencia C-
220, 2011)15. 
 
                                                          
15 Esta posición y las anteriores mencionadas son reiteradas mediante las sentencias: (Sentencia C-250 de 2011); 
(Sentencia C-260 de 2011) y; (SentenciaC-283 de 2011). Así mismo, la Corte reitera su posición en cuanto al 
concepto, tipos y principios que sostienen la cosa juzgada constitucional. Toma como referente para la mayor 
parte de sus consideraciones la sentencia C-209 de 2007 (Sentencia C-209, 2007) en el cual se estudió 
igualmente el tema de la participación de la víctima en el proceso penal como en el presente fallo.  
 
 
Para el año 2012, mediante sentencia de constitucionalidad, actuando como 
magistrado ponente el profesor Juan Carlos Henao Pérez, la Corte realiza una importantísima 
aclaración acerca del fenómeno de la cosa juzgada constitucional en las sentencias de 
inconstitucionalidad con efectos diferidos, y señala que en virtud de una línea jurisprudencial 
fijada en las sentencias C-863, C-957, C-1049, C-1211 de 2001 y en el Auto 311 de 2001, se 
ha dicho que en la decisión de la Corte en este tipo de sentencias, se otorga a las normas un 
tiempo más de aplicación y consiguiente, se difiere la cosa juzgada: 
 
 …mientras el legislador profiere la ley que llene el vacío legislativo que se crearía si 
fueran retiradas del ordenamiento positivo en forma inmediata, lo cual deberá hacer 
dentro del plazo que ella ha le ha fijado (Sentencia C-423, 2012). 
 
Al inicio del presente estudio, se realizó una precisión determinante que hacía 
referencia específica a la improcedencia de la acción de tutela para controvertir un fallo previo 
de tutela proferido por la misma corporación, después de haberse surtido el trámite de 
revisión, por haberse ya configurado el fenómeno de la cosa juzgada. En sentencia de tutela, la 
Corte Constitucional señala que, una vez ha culminado el proceso de revisión por parte de la 
Corte, no hay lugar para reabrir el debate y, por tanto, la decisión se torna inmutable y 
definitivamente vinculante, revistiéndose de la calidad de cosa juzgada. Así las cosas, 
decidido un caso por la Corte Constitucional o terminado el proceso de selección para revisión 
y precluido el lapso establecido para insistir en la selección de un proceso de tutela para 
revisión, opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, dando cumplimiento al artículo 
243 de la Constitución Política de Colombia (Sentencia T-218, 2012). 
 
La improcedencia de una acción de tutela contra decisiones de tutela proferidas por la 
Corporación Constitucional, es un tema álgido y que requiere, como ex ante se mencionaba, 
cierta precisión. Por ello, caben algunos cuestionamientos: ¿cuál es el fundamento de esta 
improcedencia? ¿Es legislativa esta improcedencia? Pues bien, el alto órgano constitucional 
en sentencia de tutela expedida el 20 de junio del año 2012, aborda este tema, y argumenta 
que la razón por la que el legislador no reguló la acción te tutela contra tutela, se sustenta en 
razones de seguridad jurídica, ya que abrir la posibilidad de impugnar las sentencias con 
nuevas tutelas, causaría detrimento en la protección cierta, estable y oportuna de los derechos 
fundamentales de los ciudadanos (Sentencia T-449, 2012).  
 
Un ejemplo claro de lo anterior, dentro del ejercicio constitucional realizado por la 
Corte, es la imposibilidad de interponer acción de tutela en contra del auto que declare la no 
selección para la revisión de una acción de tutela, fallo que genera cosa juzgada constitucional 
sobre el mismo. Debido a esta característica, se diferencia la cosa juzgada ordinaria de la 
constitucional, pues la primera admite procedencia de la acción de tutela por vías de hecho, en 
cambio, en los procesos de naturaleza constitucional, la oportunidad para solicitar se declare la 
existencia de una vía de hecho en los fallos de tutela es durante el proceso de revisión hasta 
que finalice el término de insistencia de los magistrados y del Defensor del Pueblo respecto de 
las sentencias no seleccionadas. De modo que, una vez concluido dicho término, “la sentencia 
 
 
hace tránsito a cosa juzgada constitucional (art. 243 numeral 1 C.P.), y se torna, entonces, 
inmutable y definitivamente vinculante”16. 
 
La cosa juzgada tiene, de forma relacional, un vínculo directo con el principio “fraus 
omnia corrumpit”, que señala ¨el fraude todo lo corrompe¨. Por ello, mediante la misma 
sentencia de tutela, la Corte realiza o determina unas diferencias entre juzgada ordinaria y la 
cosa juzgada constitucional, específicamente en las sentencias que resuelven acciones de 
tutela, y es que esta última puede mutar cuando se necesite proteger derechos fundamentales, 
pues según la misma corporación, cuando existe un fallo de tutela el cual se haya basado en 
situaciones fraudulentas para la toma de la decisión,  la cosa juzgada constitucional debe ceder 
con el fin de proteger los derechos de quien solicita el amparo, y esta figura se denomina 
como el principio17.  
 
Luego de transcurridos los dos años ya esquematizados y analizados en párrafos 
anteriores, la Corte Constitucional realiza en el año 2012 una compilación jurisprudencial de 
las posiciones previamente tomadas, y de su reiteración dogmática y jurisdiccional, señalando 
dentro de la parte motiva de distintos fallos18, que esto corresponde una reiteración 
jurisprudencial sobre el tema de cosa juzgada constitucional. Apoya sus consideraciones en 
los artículos 243 de la Constitución Política, los artículos 46 y 48 de la Ley Estatutaria de 
Administración de Justicia, y el artículo 22 del Decreto 2067 de 1991 para determinar que en 
virtud de su ejercicio de control de constitucional, la Constitución y las Leyes le conceden el 
alcance de cosa juzgada constitucional a los fallos tomados por esta Corporación. Igualmente,  
señala que para la toma de sus decisiones, adopta la postura tomada por la Corte en reiteradas 
sentencias sobre la finalidad, alcance, consecuencias y condiciones para la configuración de la 
cosa juzgada constitucional. 
 
Un cuestionamiento que tiene como génesis problemática el estudio de la Cosa 
Juzgada constitucional, es el tema de la fuerza vinculante de la jurisprudencia fallada y dictada 
por la Corte Constitucional, frente a esta. La misma corporación, toma una postura que tiene 
como fundamento principal el artículo 243 de la Constitución Política de Colombia y señala 
argumentativamente, que los fallos dictados en ejercicio del control jurisdiccional de esta 
corporación, hacen tránsito a cosa juzgada constitucional. Añade de la misma forma, que sus 
sentencias al contener el valor de la cosa juzgada constitucional son de obligatorio 
cumplimiento para todas las autoridades estatales y los particulares, en especial y con mucha 
más relevancia, las sentencias de tutela deciden amparar los derechos fundamentales 
                                                          
16 En Sentencia T-388 del 2 de julio de 2013, se reitera lo dicho sobre cosa juzgada frente a las acciones de tutela 
que son de conocimiento del máximo tribunal constitucional (Sentencia T-388, 2013). 
17 En Sentencia T-388 del 2 de julio de 2013, se reitera que la configuración de la cosa juzgada constitucional 
puede ceder excepcionalmente, cuando exista lo denominado “fraus omnia corrumpit”. En palabras de la Corte: 
“Debe tenerse en cuenta que una providencia judicial proferida por una vía de hecho, es decir, en los casos en los 
que se compruebe que hubo fraude por la autoridad competente, no puede alcanzar la categoría de cosa juzgada 
constitucional, por el simple hecho de que no fue seleccionada por esta Corporación en su momento, pues se 
estarían otorgando cualidades de inmutabilidad e intangibilidad a decisiones contrarias a la Constitución y la 
Ley”. 
18 En sentencias C-538 del 11 de julio de 2012 (Sentencia C-538, 2012); Sentencia C-712 del 12 de septiembre 
de 2012 (Sentencia C-712, 2012) y; Sentencia C-1017 del 28 noviembre de 2012 (Sentencia C-1017, 2012). 
 
 
invocados en la acción, y además, ordenan al tutelado una o distintas tareas con el fin de 
satisfacer los derechos violados (Sentencia T-728, 2013).  
 
Las posiciones de la Corte Constitucional con respecto a la cosa juzgada que recae 
sobre fallos proferidos por esta Corporación, ha sido de alguna manera estable, reiterativa y 
complementaria. La Corte, con el paso del tiempo y los supuestos fácticos presentantados, ha 
diseñado para sí una complementación dogmática jurídica del tema en tratamiento.  
 
Es por ello, que en sentencias posteriores como la C-109 del 6 de marzo de 2013, 
cuyo magistrado ponente es Jorge Ignacio Pretelt Chaljub (Sentencia C-109, 2013), la 
Sentencia C-400 del 3 de julio de 2013, M.P. Nelson Pinilla Pinilla (Sentencia C-400, 2013), 
la Sentencia C-462 del 17 de julio de 2013, con Mauricio Gonzáles Cuervo como magistrado 
ponente (Sentencia C-462, 2013) y, la Sentencia T-208 del 15 de abril de 2013 (Sentencia T-
208, 2013), lo que ocurre es una reiteración de la posición ya sentada. Señalan así mismo, que 
la característica que brinda esta institución a sus sentencias, es el carácter de inmutabilidad de 
aquellas, pues sólo en casos excepcionales, que la misma Corte ha tratado, es que esta podría 
presentarse una posible relativización. De la misma manera, frente a la improcedencia de la 
acción de tutela en contra de otro fallo de la misma acción ya resuelta en la justicia ordinaria, 
se resalta la relevancia de la cosa juzgada constitucional como forma de preservar la 
naturaleza conferida a la institución de la acción de tutela dentro de la Constitución Política. 
Igualmente, en sus posturas deciden ajustarse a los parámetros ya sentados en su 
jurisprudencia sobre los principios, fundamentos, alcances, tipos y configuración que rigen a 
la cosa juzgada constitucional. 
 
 
Carga argumentativa para la configuración de la cosa juzgada Constitucional 
 
Un aspecto cúspide e integral dentro del estudio de la cosa juzgada, es el umbral de 
argumentación que debe brindarse para que este se cumpla. ¿Qué debe tenerse en cuenta al 
momento de definirla? ¿Qué es lo necesario para que una sentencia que se pronunció sobre un 
precepto legal, tenga fuerza de cosa juzgada constitucional? Al respecto, mediante sentencia 
de constitucionalidad, el cuerpo constitucional argumenta que, es menester que para que exista 
cosa juzgada constitucional, las sentencias proferidas por esta Corporación deben contener un 
mínimo de motivación o de referencia a las razones por las cuales la norma que se estudia, se 
ajusta, o por el contrario, contradice lo dictaminado dentro de la Carta Constitucional. Citando 
el fallo, la Corte concluye sus consideraciones así:  
 
De ahí que cuando la providencia no hace ningún análisis o examen constitucional, 
respecto de una o varias normas que incluyó en la parte resolutiva no pueda hablarse de 
cosa juzgada constitucional respecto de ellas (Sentencia C-635, 2014).  
 
Dado lo anterior, y establecido el requisito de carga argumentativa, el juzgador 
constitucional, señala que la institución de la cosa juzgada constitucional es una cualidad o 
rasgo que caracteriza una determinada hipótesis fáctica o jurídica. Dicha cualidad se les 




… (i) un conjunto de hechos o de normas, (ii) han sido objeto de juzgamiento por parte 
de un tribunal competente (iii) en aplicación de las normas sustantivas que reúnan las 
condiciones para integrarse al parámetro de control (Sentencia C-635, 2014). 
 
Dice la Corporación que los fallos proferidos por ella que se adaptan las anteriores 
condiciones, hacen tránsito a cosa juzgada. Añade, refiriéndose al principal efecto de la cosa 
juzgada constitucional, que al configurarse esta última se activa igualmente la imposibilidad 
jurídica de que la Corte reabra el juicio de inconstitucionalidad sobre el mismo objeto que ya 
ha sido tema de discusión. (Sentencia C-500, 2014). Conforme a lo anterior, la Corte 
considera que cuando se interponen aquellos mecanismos que permiten mutar estas 
decisiones, es exigible al demandante el cumplimiento de una especial y particular carga 
argumentativa, que tiene como fundamento los principios de respeto y estabilidad de las 
decisiones tomadas por el Tribunal Constitucional (Sentencia C-007, 2016). 
 
Para el año posterior a estos pronunciamientos, la corporación continúa con el legado 
constitucional previo de reiteración y confirmación de la cosa juzgada constitucional. Sin 
embargo, y al señalarse la carga argumentativa que debe requerirse para la cosa juzgada, 
mediante sentencia de unificación, señala el alto tribunal, que se explica que la Corte debe 
mirar la totalidad de las sentencias de tutela, ya sea para seleccionar las sentencias que 
ameritan revisión o para decretar su no selección y que en las dos posibilidades debe estudiar 
el fallo de instancia antes de decidir. La decisión de no revisar una sentencia de tutela tiene 
como principal efecto, argumenta el fallo del 2001, la ejecutoria formal y material de la 
misma, con lo que opera el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, es consecuencia, 
“excluir la sentencia de tutela de la revisión se traduce en el establecimiento de una cosa 
juzgada inmutable y definitiva”. (Sentencia SU-1219, 2001).   
 
 
Diferencia entre cosa juzgada material y precedente judicial 
 
La presente caracterización significa, luego de varios periodos de reiteración, una variabilidad 
en las decisiones y las posiciones tomadas por el tribunal constitucional en relación con la 
cosa juzgada constitucional. Y es que, previamente, la corporación había considerado que 
existía una estrecha relación entre la cosa juzgada material y el precedente judicial. Es así, que 
mediante sentencia proferida el 21 de septiembre de 2016, la corte asume que esta posición 
resulta errada al confundir dos categorías diversas en la decisión judicial. Sustenta la Sala sus 
consideraciones explicando que el precedente propone una regla judicial que resuelve un caso 
concreto o un cargo en una sentencia de constitucionalidad, que se convierte entonces en un 
antecedente normativo. Por el contrario, la cosa juzgada material es una institución jurídico-
procesal que “otorga a las decisiones plasmadas en una sentencia de constitucionalidad, el 
carácter de inmutables, vinculantes y definitivas, de ella surge una restricción negativa 
consistente en la imposibilidad de que el juez constitucional vuelva a conocer y decidir sobre 
lo resuelto” (Sentencia C-516, 2016). 
 
Con respecto a lo anterior, es preciso señalar que si bien primero la corporación 
constitucional equiparó los dos conceptos, estos son instituciones que poseen funciones 
distintas, por un lado el precedente busca garantiza la coherencia del sistema jurídico y 
 
 
algunos principios constitucionales, como la confianza legítima, el derecho a la igualdad y el 
debido proceso. Mientras que la cosa juzgada busca garantizar la seguridad jurídica y que los 
juicios constitucionales tengan un fin19. 
 
Al lado de esta variación, existen pocas precisiones que haya realizado la corte al 
tema en cuestión durante los últimos dos años jurisprudenciales. En sentencias como la C-287 
del 3 de mayo de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo (Sentencia C-287, 2017), la Corte 
reitera su posición a lo ya sentado previamente por la jurisprudencia. No obstante, dentro de 
estos fallos se encuentran precisiones que aportan algo al debate y que han de ser tenidas en 
cuenta.  
 
Con relación a la identificación de la materia juzgada constitucional, expone entonces 
que la delimitación de la materia juzgada exige al juez constitucional analizar dos elementos: 
el objeto de control y el cargo de constitucionalidad, pues conforme a esto es que existirá cosa 
juzgada “si un pronunciamiento previo de la Corte en sede de control abstracto recayó sobre la 
misma norma (identidad en el objeto) y si el reproche constitucional planteado es equivalente 
al examinado en oportunidad anterior (identidad en el cargo)” (Sentencia C-287, 2017). 
Quiere decir esto, que aunado a lo ya establecido a la corte como requisito y carga 
argumentativa para la cosa juzgada constitucional, también debe ser tenido en cuenta el objeto 
de control, y lo previamente establecido por la Corte Constitucional a este mismo.  
 
En el último año jurisprudencial establecido para los fines de estudio en lo presente, 
se presenta una precisión que resultará fundamental para la continuación del mismo. Y es que 
la Corte Constitucional en el año 2018 realiza una determinación acerca de las consecuencias 
de la exclusión de revisión de un expediente de tutela, y concluye que son: “(i) la ejecutoria 
formal y material de la sentencia de segunda instancia; (ii) la configuraciónn del fenómeno de 
la cosa juzgada constitucional de las sentencias de instancia (ya sea la única o segunda 
instancia) que hace la decisión inmutable e inmodificable, salvo en la eventualidad de que la 
sentencia sea anulada por parte de la misma Corte constitucional de conformidad con la ley; y 
(iii) la improcedencia de tutela contra tutela”. Por el contrario, cuando la tutela es 
seleccionada por la Corte, la cosa juzgada constitucional se produce con la ejecutoria del fallo 
que se profiere en sede de revisión (Sentencia T-298, 2018). 
 
Señala la corte, en el mismo fallo, lo precisado con respecto a la posibilidad de 
desvirtuar o de modificar la cosa juzgada constitucional, y la procedencia de tutela contra 
tutela, estableciendo que la cosa juzgada puede desvirtuarse, al igual que la temeridad pese a 
la identidad de objeto y causa, ya que según esta Honorable Corporación, no se configura la 
cosa juzgada entre dos acciones de tutela, si la nueva solicitud de amparo se fundamenta en 
nuevos hechos que no habían sido analizados previamente por el juez, o cuando en el tiempo 
de interposición de la primera acción, el tutelante no conocía o no podía conocer, nuevos 
elementos fácticos para sustentar aquella. 
 
Es importante señalar que, en este año, la Corte no varió su postura, ni agregó nuevos 
supuestos respecto a la aplicabilidad o relativización de la cosa juzgada constitucional, por lo 
que la única sentencia que resulta relevante dentro del 2019 para el presente estudio es la T-
                                                          
19 Ibídem.  
 
 
298 de 2018 (Sentencia T-298, 2018) anteriormente mencionada. Por lo anterior, parece 
integral y concreta la posición de la Corte Constitucional en lo que respecta a la cosa juzgada 
constitucional. Dentro de lo estudiado, ha mantenido los conceptos, ha mejorado y 
complementado los existentes, creando una línea que a grandes rasgos, parece sólida y firme 
en el tema bajo estudio.  
 
 
La declaratoria de la nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional y su incidencia 
en la cosa juzgada constitucional: Análisis crítico del periodo comprendido entre el año 
2010 a 2018 
 
La cosa juzgada como institución procesal que se encarga de dar firmeza a las decisiones que 
sobre el fondo del asunto emiten los jueces, ha sido estudiada ampliamente por la Corte 
Constitucional, particularmente en su aplicación frente a las providencias proferidas por esta 
Corporación, a partir de lo cual se ha creado una amplia línea jurisprudencial desde la que se 
han definido las subreglas respecto de su contenido, alcance y efectos.  
 
Las referidas subreglas, plantearon la posibilidad de relativizar los efectos de esta 
figura, inicialmente respecto de la cosa juzgada que recae sobre las decisiones de otras 
jurisdicciones en virtud de providencias de tutela proferidas por este alto tribunal, donde el 
fondo del asunto vuelve a someterse a un examen judicial, a través de la que ha sido 
denominada como “acción de tutela contra providencia judicial”. Esta posibilidad pronto pasó 
a ser avalada también respecto de las sentencias de tutela emitidas por la misma Corte, así, 
dejó de ser un fenómeno que operaba únicamente sobre decisiones de otra jurisdicción y pasó 
a ser aplicada en una órbita interna de la jurisdicción constitucional, específicamente en un 
ámbito propio del máximo órgano de la referida jurisdicción. Y es precisamente a partir del 
estudio de la cosa juzgada constitucional y la posibilidad de su relativización, que se abre paso 
a la figura de la nulidad de las sentencias de este tribunal. 
 
Así, en la aplicación de la nulidad de las sentencias de tutela emitidas por la Corte 
Constitucional, la cosa juzgada toma un papel de enorme relevancia, en la medida de que es 
ésta, la que se ve afectada con dicha decisión, pues son sus efectos los que se irrumpen para 
dar paso a un nuevo análisis sobre el fondo de la cuestión litigiosa, a partir del cual, bien se 
podría llegar a reafirmar lo decidido en la providencia inicialmente proferida (la que se 
encuentra siendo objeto de un nuevo análisis) o bien, podría terminar en una nueva decisión, 
con declaraciones, condenas u órdenes disímiles de las en principio emitidas. En todo caso, sin 
importar la decisión a la que se llegue a través del estudio realizado por esta Corporación, la 
cosa juzgada ha sido relativizada o alterada, en tanto, su principal efecto, -el de firmeza de la 





Lo anterior puede graficarse de la siguiente manera: 
 
 
















Gráfica No. 2. La cosa juzgada y la nulidad de las sentencias de tutela de la Corte Constitucional. 
Fuente: Yuriani Paola Lanzziano Mora y Ricardo Adolfo Orduz Landazabal. Mayo, 2019. 
 
Ahora, adentrándose en la figura objeto del presente análisis, se identifica a partir del 
estudio realizado que, en términos generales, la Corte Constitucional es muy estricta en lo que 
a la nulidad de sus sentencias se refiere, ya que, en promedio, la tasa de declaración de esas 
nulidades es baja y la misma está supeditada a la determinación y verificación del 
cumplimiento de los requisitos formales y materiales para su procedencia. 
 
No obstante, lo que si llama la atención del estudio que se ha adelantado, es el 
incremento tan abrupto que se dio en el año 2018 en la declaración de nulidad de sentencias, 
pues de un promedio anual de 28% del periodo analizado, en ese año ese porcentaje fue del 
70%. 
 
Aunado a eso, no deja de causar extrañeza, que las sentencias anuladas estén 
relacionadas con temas social y políticamente neurálgicos al comprometer los intereses y los 
valores de ciertos sectores. 
 
Prueba de ello, es que el Auto A-031 de 2018 anuló la Sentencia T-121 de 2017 
mediante la cual se daba vía libre a la consulta popular tendiente a prohibir la tauromaquia en 
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mediante la cual se condenó en abstracto a la empresa Cerro Matoso S.A. al pago de los 
perjuicios causados como consecuencia del desarrollo de la actividad económica de la minera 
(objeto social de esta empresa) a los habitantes de Bocas de Uré, Centro América, Guacarí-La 
Odisea, Pueblo Flecha, Puente Uré, Puerto Colombia, Torno Rojo y el Consejo 
Comunitario de Comunidades Negras de San José de Uré. Lo mismo ocurre con el Auto A-
320 de 2018 que anuló la Sentencia SU-310 de 2017 en la que se declaró que los incrementos 
pensionales contenidos en el Acuerdo 049 de 1990 no prescribían; el Auto A-285 de 2018 que 
anuló la Sentencia T-073A de 2017 mediante la cual se ordenó a Google Inc. que eliminara 
una información contenida en la página web Blogger.com por la afectación al derecho a la 
intimidad, el buen nombre y la honra de una persona. Y en el Auto A-030 de 2018 se declaró 
la nulidad de la Sentencia T-475 de 2017 en la que se ordenó a la Gobernación de 
Cundinamarca, a las Empresas Públicas de Cundinamarca, a la Corporación Autónoma 
Regional de Cundinamarca, al Acueducto Regional de La Mesa, Quipile y Anapoima, a los 
Municipios de La Mesa, Quipile y Anapoima, al Ministerio de Vivienda (Viceministerio de 
Agua y Saneamiento Básico), al Ministerio de Hacienda y Crédito Público y al Departamento 
Nacional de Planeación a que asumieran la prestación del servicio de agua potable de esas 
poblaciones. 
 
Como se observa, todas esas decisiones cargaban con un gran peso jurídico, político, 
presupuestal o gubernamental por el alcance de las obligaciones o prohibiciones que traían 
consigo, las cuales fueron anuladas porque desconocieron el precedente constitucional o 
porque se omitió el análisis de asuntos de relevancia constitucional. 
 
Esa situación puede estar supeditada a varias razones. Una de ellas sería el alto 
compromiso que las decisiones tendría sobre el ejercicio de algún derecho o por las 
obligaciones que tendría que adquirir el Estado para dar cumplimiento a las órdenes de la 
Corte, lo que amerita un ejercicio valorativo y evaluativo mucho más profundo del problema 
jurídico con el fin de asegurar una decisión que sea producto de un raciocinio riguroso que 
sacrifique en menor medida los valores, principios y derechos contenidos en la Constitución. 
 
Por otra parte, un hecho que también puede haber influenciado la gran cantidad de 
anulaciones del año 2018, es el relacionado con la entrada de 5 nuevos magistrados a la Sala 
Plena de la Corte Constitucional en el año 2017, ya que estos, al no haber hecho parte en 
algunos casos de la corporación a la hora de haber proferido las sentencias de tutela, pudieran 
estar más predispuestos a su anulación por no haber tenido una relación directa con las 
mismas y no haber sido parte en los debates que se surtieron para su promulgación.  
 
Con esto no se quiere decir que, de algún modo, los magistrados de la Corte 
Constitucional estén prevaricando o cometiendo una acción semejante, se trata es de poner de 
 
 
presente que, en últimas, ellos también son humanos y desde una perspectiva psicológica, ello 
puede ser fundamental para el entendimiento del fenómeno que se aborda. 
 
Claro está, que ello no puede convertirse en una tendencia, ya que, como se ha visto, 
la cosa juzgada busca precisamente la inmutabilidad de las decisiones con fines de 
materializar la seguridad jurídica en un Estado de Derecho, así como brindar la confianza 
suficiente a los justiciables de que las decisiones tomadas en esa última instancia, como lo es 
la revisión y el control de constitucional de las normas, serán definitivas. 
 
De otro modo, si se torna común o reiterativo que la Corte Constitucional anule sus 
sentencias, sobre todo aquellas relacionadas con aspectos supremamente sensibles en el país, 
si puede llegar a afectarse la cosa juzgada, y con ello, se acabaría la seguridad jurídica, pues el 
panorama estaría embargado por la zozobra de saber si las decisiones terminan anulándose o 
no. 
 
Es decir, la nulidad de las sentencias debe ser un evento excepcionalísimo que se da 
sólo en los supuestos que ya han sido estudiados, pero no puede tornarse en una especia de 
instancia adicional y posterior a la revisión en sede constitucional, por la afectación a la cosa 
juzgada a que ello conllevaría, máxime cuando es la propia Corte la que ha reiterado hasta el 
cansancio que la posibilidad de solicitar la nulidad de las sentencias no debe ser tomado como 
una instancia para pretender reabrir el debate jurídico de un proceso que ya ha sido terminado.  
 
Sin embargo, el asunto aun no resulta tan preocupante por tratarse de un caso aislado 
en los 7 años de jurisprudencia analizados, no obstante, debe estarse atentos a cómo 
evoluciona el tratamiento del instituto con miras a verificar si los índices de nulificación 
decrecen, se mantienen o aumentan, porque en caso de que el porcentaje crezca, si habría que 
analizar el fenómeno con más detenimiento para así poner esta problemática en conocimiento 
de las autoridades correspondientes para evitar que, ante un indebido uso de la institución de 
la nulidad, se acabe con vulnere el principio de la cosa juzgada, y con ello, se afecte 
gravemente el derecho a la seguridad jurídica y se pierda el equilibrio del orden justo que debe 












CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
La cosa juzgada, constituye una institución procesal de gran importancia para la jurisdicción, 
pues es la encargada de dotar de firmeza a las decisiones proferidas por los jueces, lo que la 
convierte en pieza angular del proceso. 
 
La cosa juzgada constitucional, ha sido objeto de amplio desarrollo jurisprudencial 
por parte de la Corte Constitucional, desde su creación a partir de la Carta Política de 1991, 
con lo cual, se ha sentado sólida jurisprudencia en torno a su definición, clases, contenido, 
efectos y alcances, incluido en ello, la posibilidad de su relativización a partir de la figura de 
la nulidad de las sentencias de tutela. 
 
Inicialmente, el estudio de la cosa juzgada por parte del máximo tribunal de la 
jurisdicción constitucional se centró en su aplicación y efectos sobre la cosa juzgada generada 
en otras jurisdicciones, a través de lo que se ha conocido como “tutela contra providencia 
judicial”. Posteriormente, el análisis de la cosa juzgada pasó a centrarse en un ámbito propio 
de las decisiones constitucionales, al estudiar la relativización de la misma, generada por dos 
fenómenos, el primero, la acción de tutela contra las sentencias emitidas para la decisión de 
otra acción de tutela (siguiendo la misma lógica de la tutela contra providencia judicial) y 
segundo, el incidente de nulidad propuesto contra sentencias de tutela emitidas por las salas de 
revisión de la Corte Constitucional. 
 
La nulidad de las sentencias de la Corte Constitucional cuenta con una regulación 
muy somera y superficial mediante el Decreto 2067 de 1991, el Decreto 2591 de 1991, la Ley 
270 de 1996 o Ley Estatuaria de Administración de Justicia en sus artículos 43 al 49 y el 
Acuerdo 02 de 2015 de la Corte Constitucional, normas en las que no se encuentran 
contempladas las causales de nulidad ni los requisitos para formularlas. 
 
Los criterios y condiciones de procedencia de la nulidad de las sentencias de revisión 
de tutela y sentencias de constitucionalidad han sido regulados jurisprudencialmente por parte 
de la Corte Constitucional desde el año 1996, formando un reiterado y pacifico precedente al 
respecto. 
 
Del precedente sentado por la Corte Constitucional se tiene que la acción de nulidad 
contra sus sentencias tiene una naturaleza excepcional, según la cual, el vicio debe ser 
ostensible, probado, significativo y trascendental, además, existen requisitos formales y 
materiales para la procedencia de la nulidad de las sentencias emitidas por esa corporación. 
 
Los requisitos formales según el precedente constitucional son: la oportunidad, según 
la cual, si el vicio ocurre antes de emitida la sentencia la solicitud debe formularse antes de 
 
 
que esta sea proferida, y si ocurre en la sentencia misma, la petición debe elevarse dentro de 
los 3 días siguientes a la notificación; la legitimación, relacionada con la calidad de parte o 
interviniente dentro del trámite de tutela o de la acción pública de inconstitucionalidad; y la 
carga argumentativa, que impone la obligación al nulisolicitante de fundamentar y justificar la 
procedencia de la nulidad cuyo decreto se persigue. 
 
Los requisitos materiales según el precedente se refieren a las causales específicas de 
nulidad, las cuales son: 
 
Causal 1. Cambio de jurisprudencia y/o desconocimiento de precedente. 
Causal 2. Decisiones no tomadas por las mayorías legalmente exigidas. 
Causal 3. Incongruencia entre la parte motiva y resolutiva del fallo. 
Causal 4. Órdenes a particulares no vinculados. 
Causal 5. Elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional. 
Causal 6. Desconocimiento de la cosa juzgada constitucional. 
Causal 7. Vulneración al debido proceso. 
Causal 8. Innominada (otras denominaciones que alegan los solicitantes). 
 
Del precedente constitucional también se tiene que las causales de nulidad son 
taxativas, y que las solicitudes que son formuladas sin justificar la presencia de alguna de esas 
causales, las mismas son rechazadas de plano. 
 
Revisados los 70 autos proferidos por la Corte Constitucional (10 años en promedio) 
proferidos entre el 2012 y el 2018, se verificó que: el 50% correspondió a la causal de 
desconocimiento de precedente o cambio de jurisprudencia, el 38% por violación al debido 
proceso, el 25% por elusión arbitraria del análisis de asuntos de relevancia constitucional, el 
25% por causales inespecíficas, el 20% por incongruencia entre la parte motiva y resolutiva 
del fallo, el 10% por desconocimiento de la cosa juzgada constitucional, el 4% por órdenes a 
particulares no vinculados y el 2% por decisiones no tomadas por las mayorías legalmente 
exigidas. 
 
En el 71.4% de los autos revisados, la Corte Constitucional negó la solicitud de 
nulidad presentada contra la sentencia y en el 28.5% de los autos revisados, la Corte 
Constitucional decretó la nulidad presentada contra la sentencia. 
 
La Corte Constitucional es muy estricta en lo que a la nulidad de sus sentencias se 
refiere, ya que, en promedio, la tasa de declaración de esas nulidades es baja y la misma está 
supeditada a la determinación y verificación del cumplimiento de los requisitos formales y 




No obstante, a pesar de que la declaración de nulidad de las sentencias de la Corte 
Constitucional es excepcional, en el año 2018 se dio un crecimiento en la tasa muy abrupta, 
pues de un promedio anual de 28% del periodo analizado, en ese año ese porcentaje fue del 
70%. 
 
Las sentencias anuladas en el año 2018 están relacionadas con temas social y 
políticamente neurálgicos al comprometer los intereses y los valores de ciertos sectores, y 
cargaban con un gran peso jurídico, político, presupuestal o gubernamental por el alcance de 
las obligaciones o prohibiciones que traían consigo, al estar relacionados con los derechos de 
los animales, el derecho al medio ambiente sano, al agua, a la intimidad, el buen nombre y la 
honra. 
 
Esa situación puede estar supeditada a varias razones. Una de ellas sería el alto 
compromiso que las decisiones tendría sobre el ejercicio de algún derecho o por las 
obligaciones que tendría que adquirir el Estado para dar cumplimiento a las órdenes de la 
Corte, lo que amerita un ejercicio valorativo y evaluativo mucho más profundo del problema 
jurídico con el fin de asegurar una decisión que sea producto de un raciocinio riguroso que 
sacrifique en menor medida los valores, principios y derechos contenidos en la Constitución. 
 
Por otra parte, un hecho que también puede haber influenciado la gran cantidad de 
anulaciones del año 2018, es el relacionado con la entrada de 5 nuevos magistrados a la Sala 
Plena de la Corte Constitucional en el año 2017, ya que estos, al no haber hecho parte en 
algunos casos de la corporación a la hora de haber proferido las sentencias de tutela, pudieran 
estar más predispuestos a su anulación por no haber tenido una relación directa con las 
mismas y no haber sido parte en los debates que se surtieron para su promulgación. 
 
Esto no quiere decir que los magistrados de la Corte Constitucional estén 
prevaricando o cometiendo una acción semejante, se trata es de poner de presente que, en 
últimas, ellos también son humanos y desde una perspectiva psicológica, ello puede ser 
fundamental para el entendimiento del fenómeno que se aborda. 
 
Ello no puede convertirse en una tendencia, ya que, como se ha visto, la cosa juzgada 
busca precisamente la inmutabilidad de las decisiones con fines de materializar la seguridad 
jurídica en un Estado de Derecho, así como brindar la confianza suficiente a los justiciables de 
que las decisiones tomadas en esa última instancia, como lo es la revisión y el control de 
constitucional de las normas, serán definitivas. 
 
De otro modo, si se torna común o reiterativo que la Corte Constitucional anule sus 
sentencias, sobre todo aquellas relacionadas con aspectos supremamente sensibles en el país, 
si puede llegar a afectarse la cosa juzgada, y con ello, se acabaría la seguridad jurídica, pues el 
 
 
panorama estaría embargado por la zozobra de saber si las decisiones terminan anulándose o 
no. 
 
Finalmente, la nulidad de las sentencias debe ser un evento excepcionalísimo que se 
da sólo en los supuestos que ya han sido estudiados, pero no puede tornarse en una especia de 
instancia adicional y posterior a la revisión en sede constitucional, por la afectación a la cosa 
juzgada a que ello conllevaría, máxime cuando es la propia Corte la que ha reiterado hasta el 
cansancio que la posibilidad de solicitar la nulidad de las sentencias no debe ser tomado como 
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